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La presente investigación se desarrolla en el marco del programa de Maestría en 
Derechos Humanos y Cultura de Paz de la Pontificia Universidad Javeriana- Cali, vinculada a 
la línea de investigación Justicia y Reconciliación, que  dentro de sus ejes temáticos contempla 
la  reflexión sobre la Justicia Transicional y su aplicación  en Colombia.  
 
          En un Estado Social de Derecho,  la participación política representa  la piedra angular de 
la democracia, pues a través de éste mecanismo los ciudadanos, no solo forman, construyen e 
inciden en las decisiones políticas del Estado, sino que además, tienen la posibilidad de acceder 
al poder político. No obstante, en Colombia, a lo largo de la historia, este derecho fue negado o 
limitado por parte de las elites  representadas en los partidos  políticos tradicionales, quienes más 
allá de atender las demandas sociales de la población,  se limitaron a perpetuarse a toda costa en 
el poder y a defender su status quo,  aspecto que ocasionó el inconformismo de varios sectores, 
lo cual, entre otros factores,  incidió en el origen de grupos insurgentes. 
 
     En efecto,  las guerrillas, además de aspectos asociados a la exclusión social, económica y 
territorial, también, son la consecuencia de un manejo político basado en la exclusión de amplios 
sectores sociales, llevando a algunos de ellos a tomar las armas  para enfrentar al Estado y resistir 
las exclusiones existentes. 
 
     Bajo dicho contexto, surgió el grupo guerrillero de las FARC-EP, quien a lo largo de su lucha 
armada, ya hace más de cincuenta años, ha intentado tomar el poder político por las armas, 
ofensiva a la cual el Estado, ha reaccionado igualmente con todo su andamiaje militar;  a la par 
de otros grupos de ultraderecha que también buscan combatir a la guerrilla, llevando así al país a 
un cruento conflicto armado, que ha dejado millones de víctimas.  
 
     Así,  los gobernantes de turno  han intentado infructuosamente  frenar a las guerrillas, optando  
tanto  por la vía del dialogo, como  la militar, sin obtener un resultado positivo para la paz del 
País, situación que condujo a que el actual gobierno intentara buscar una salida política y 
negociada al conflicto armado mediante el dialogo, lo que  dio paso a la apertura del proceso de 
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paz con la guerrilla de las FARC-EP en el año 2012, mediante la suscripción del Acuerdo 
General para la Terminación del Conflicto y la Construcción de una Paz Estable y Duradera, el 
cual incluyó como uno de los puntos de negociación, la participación política, tema que ha 
resultado álgido y de gran importancia en la actualidad y que hoy ocupa nuestra atención.  
 
     Ciertamente, algunos sectores políticos de ultraderecha, así como una parte de la sociedad, 
consideran que los miembros desmovilizados de las FARC –EP, no deberían llegar a las altas 
Corporaciones de elección popular, así como tampoco ocupar otros cargos públicos, perspectiva 
que choca con aquella que considera que su participación es necesaria para garantizar una paz 
estable y duradera.  
 
     No podemos negar que en desarrollo de su  causa revolucionaria, las FARC EP han cometido 
una serie de delitos en principio no serían considerados como delitos políticos,  pues han 
infundado temor, zozobra y pánico en la comunidad, aspecto que ha generado resentimiento 
contra este grupo al margen de la ley. Basta con echar un vistazo a la decisión que el pueblo 
colombiano mediante plebiscito del 2 de octubre de este año tomó al rechazar el acuerdo final  
logrado entre el gobierno y la guerrilla más antigua de Latinoamérica, para darse cuenta que 
cierta parte de la población no está de acuerdo con la idea de que los miembros de las FARC –EP 
participen en política. 
 
    En este orden de ideas,  esta investigación aborda un tema actual de la realidad del país, una 
realidad que nos inquieta y que  es necesario comprender como ciudadanos activos de la 
democracia, pues este  álgido tema, más allá de los sentimientos del pueblo, debe ser observado 
de manera objetiva recurriendo a lineamientos políticos, históricos, de la justicia transicional y  
normativos –nacionales e internacionales- que nos permitan establecer la viabilidad o no de 
permitir la participación política a una guerrilla, que en su dinámica de la guerra, al igual que 
otros actores armados y el mismo Estado, se ha visto involucrada en situaciones contrarias al 
respeto por los derechos humanos.  
 
     Bajo dicho panorama, el presente trabajo comprende dos partes, en la primera de ellas, se 
aborda  inicialmente el planteamiento del problema, el cual indaga  por el componente de la 
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participación política de excombatientes insurgentes en el marco de  un proceso de paz cobijado 
por la justicia transicional y las tensiones que ello genera frente a  la justicia y la paz,  para 
finalmente arribar a  la pregunta que orienta la investigación. Luego se plantea el diseño de los 
objetivos, la justificación de la investigación en relación con su relevancia teórica y social; y más 
adelante se esboza el método de investigación seleccionado, el que corresponde a un  enfoque  
cualitativo y hermenéutico  de interpretación, cuya técnica es la revisión documental. Finalmente 
en esta parte, se elabora el marco teórico, donde se conceptualizan las categorías1 y 
subcategorías2 de análisis y se presenta  la discusión doctrinal frente al tema en estudio.  
 
La  segunda parte de la investigación comprende la  elaboración de cuatro capítulos de estudio. 
El  primero de ellos corresponde a  los antecedentes históricos de los procesos de paz 
adelantados en Colombia, enfatizando en el tema de la participación política de insurgentes 
desmovilizados; luego, un segundo capítulo se adentrará en el proceso de paz de  la Habana – 
Cuba, tomando como punto de partida el acuerdo logrado sobre participación política y apertura 
democrática para construir paz, los instrumentos de justicia transicional que posibiliten la 
participación política de excombatientes,  la normatividad interna  y las decisiones políticas  
adoptadas por el  gobierno colombiano para lograr  la terminación del conflicto armado con la 
guerrilla de las FARC EP.  
 
    Más adelante, esta propuesta investigativa indagará por la figura del delito político y analizará 
las implicaciones de las figuras jurídicas y políticas de amnistía e indulto, herramientas de 
obligatorio estudio para el sub examine, pues entrañan la posibilidad jurídica  para que los 
desmovilizados de las FARC -EP puedan participar en política. 
 
     Por último, el trabajo ahondara en el derecho internacional sobre todo en lo que tiene que ver 
con los derechos humanos y derecho internacional humanitario,  para efectos de indagar sobre 
los posibles obstáculos que pueden existir frente a la concesión de la garantía de participación 
política en el marco de un proceso de paz. Aunado a lo anterior, se aborda las experiencias 
comparadas  de países que tras arduas deliberaciones, han llegado a consensos sobre la necesidad 
de permitir la participación en política de personas que alguna vez han intentado derrocar a su 
                                                          
11  Participación política,  Justicia transicional y proceso de paz 
2 Delito político y las figuras de amnistía e indulto.  
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gobierno por la vía de las armas, eso sí, nuestro trabajo tendrá en cuenta los contextos en los que 
ese tipo de derechos fue aceptado. 
 
 
     Como puede observarse, este trabajo de investigación recorrerá lineamientos normativos, 
políticos, de la justicia transicional y del derecho internacional respecto al panorama que está 
viviendo Colombia  frente a la participación política de excombatientes. Así, conforme a la 
necesidad del trabajo, aparcaremos ideas y conceptos que a lo largo de la edad moderna se han 
forjado sobre el derecho a la participación política y con base en ellos, invitaremos a nuestros 
lectores a un debate sobre la oportunidad de terminar una guerra, concediendo a insurgentes 
desmovilizados, que en su momento fueron infractores de la ley penal, la posibilidad de tomar 
decisiones sobre la dirección del país. 
 
No sobra advertir que este trabajo es un mapa de ruta para aquellas iniciativas  que 
involucren negociaciones de paz y en las que las partes negocian el derecho a participar en 
política; sin lugar a dudas, la expectativa es que se torne en una  fuente sobre la cual se funden 
cimientos de nuevos procesos de paz. 
 
También está dirigido a la sociedad en común, para quienes el debate planteado  suscita 
una serie de cuestionamientos, sobre todo si esa es una expectativa para alcanzar la paz. 
 
     Así entonces, este trabajo es una invitación para que no tomemos con ligereza un tema tan 
importante como la participación política, vista  como una oportunidad para la construcción de 
paz en la sociedad, y  reflexionemos acerca de la importancia de esta garantía en el contexto en 
el que Colombia se encuentra actualmente, esto es, ante la posibilidad de superar el conflicto 









     1.- Planteamiento del problema 
 
     La participación política de los excombatientes de grupos insurgentes, constituye un punto de 
negociación primordial, casi ineludible en el marco de la búsqueda de la reconciliación y los 
acuerdos de paz, aplicables bajo los esquemas de justicia transicional, tal como lo enseña la 
experiencia comparada3. Las razones de este denominador común atienden a:  i) La 
imposibilidad de vencer en el campo de guerra y consecuente necesidad de negociar en 
condiciones adversas, ii) La exigencia de los grupos excombatientes de reintegrarse a la vida 
civil, incluyendo su participación en los esquemas políticos ya constituidos,  iii)  La necesidad de 
buscar una negociación política del conflicto, vi) La oportunidad para permitir la divergencia de 
ideas políticas diferentes que enriquezcan el debate político , entre otros. 
 
     En el escenario de las negociaciones adelantadas entre Gobierno y FARC-EP, iniciadas en el 
año 2012 , la participación política de excombatientes se estipuló como segundo punto de la 
agenda de negociación, abriendo las puertas a la reforma constitucional conocida como “Marco 
Jurídico para la Paz”, así como a otras reformas normativas, incluyendo por supuesto la del 
régimen electoral.  
 
     Además de lo anterior, el proceso de paz plantea un  reto político trascendental para el Estado 
Colombiano, para satisfacer de manera legítima las demandas de participación política de los 
excombatientes, dar vía libre a la conformación de partidos políticos, establecer la  posibilidad de 
elegir y ser elegidos a nivel nacional y territorial  (definición de circunscripciones electorales), 
establecer límites cuantitativos y cualitativos a la ocupación de cargos públicos en instituciones 
del gobierno ya sea por elección popular o por decisión del gobierno, fijación del censo electoral, 
regulación del ejercicio o estatuto de la oposición, implementación de nuevos topes de 
financiación, etc.  
                                                          
3  Procesos de paz del Salvador, Nicaragua, Sudáfrica, Filipinas,  Irlanda del Norte, República Democrática del 
Congo, entre otros. Para Barreto, uno de los puntos más recurrentes en el ámbito de los procesos de paz alrededor 
del mundo es el establecimiento de mecanismos para integrar los grupos armados ilegales  y sus bases en el sistema 
político (…)El cambio de la lucha armada por la movilización democrática y electoral. Agrega que  en estos casos, 
el conflicto no cesa ni se soluciona en sí mismo, sino que se transforma. Es decir que el antagonismo se mantiene 
pero pierde su dimensión armada. La lucha es traslada a la arena democrática y electoral, de forma pacífica y civil. 
Las balas se cambian por tarjetones electorales (p, 379). 
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     Para completar el panorama anterior, debe definirse la suerte política de los miembros del 
grupo subversivo que presuntamente o a través de declaración judicial se indique  han cometido 
delitos de lesa humanidad4, crímenes de guerra y ciertos delitos comunes, cuya conexidad con el 
delito político aún se encuentra en entredicho. Esto, bajo el entendido que en nuestro 
ordenamiento jurídico, dichas conductas punibles  no pueden ser consideradas como delitos 
políticos y tampoco  conexos con estos.  
 
     Sin embargo, tales delitos pueden ser alegados por los excombatientes como actos propios de 
su causa revolucionaria, y por ende conexos al delito político,  lo cual les permitiría ser sujetos 
de amnistías o indultos por parte del gobierno. De ahí que, si bien dichas figuras son 
herramientas de la Justicia Transicional para facilitar la desmovilización de los grupos armados, 
en tanto que apuntan a enervar la responsabilidad penal de los implicados,  sin embargo,  su 
aplicación es sopesada con  la obligación del  Estado de velar por el respeto a  los derechos  a la 
Verdad y la Justicia en favor de  las víctimas del conflicto armado. 
 
     Históricamente en Colombia, los gobiernos de turno han intentado terminar el conflicto 
suscitado con las guerrillas imperantes en el país, ya sea a través de la vía militar o mediante la 
negociación política del conflicto. En ese contexto, la desmovilización del grupo guerrillero M-
19 y la posterior incursión de los excombatientes en la vida política del país, constituye uno de 
los  antecedentes más grandes en materia de reintegración y participación política pos acuerdo. 
Habida diferencia, los acuerdos de la Uribe (1984), riñen con el proceso acotado, pues si bien 
permiten la reincorporación de militantes de la Unión Patriótica a las componendas electorales 
de 1986, el desenlace fatal de los años  posteriores, son muestra de las complejidades mismas 
que involucra la falta de protección y garantías a la oposición  en el juego democrático.  
 
                                                          
4 (…)Según el corpus iuris del Derecho Internacional, un crimen de lesa humanidad es en sí mismo una grave 
violación a los derechos humanos y afecta a la humanidad toda. En el caso Prosecutor v. Erdemovic el Tribunal 
Internacional para la ex Yugoslavia indicó que [l]os crímenes de lesa humanidad son serios actos de violencia que 
dañan a los seres humanos al golpear lo más esencial para ellos: su vida, su libertad, su bienestar físico, su salud y/o 
su dignidad. Son actos inhumanos que por su extensión y gravedad van más allá de los límites de lo tolerable para la 
comunidad internacional, la que debe necesariamente exigir su castigo. Pero los crímenes de lesa humanidad 
también trascienden al individuo, porque cuando el individuo es agredido, se ataca y se niega a la humanidad toda. 
Por eso lo que caracteriza esencialmente al crimen de lesa humanidad es el concepto de la humanidad como víctima 
(…) (Corte Interamericana de Derechos Humanos, Caso  Almonacid Arellano y otros Vs. Chile, 2006) 
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     Teniendo en cuenta los antecedentes descritos y el avance progresivo y sostenido del proceso 
de paz Gobierno – FARC-EP, es necesario determinar conforme a nuestro ordenamiento jurídico,  
dentro de los parámetros de justicia transicional y del derecho internacional, que condiciones y 
decisiones políticas, así como normativas, permitirían la participación política de excombatientes 
de FARC-EP de manera efectiva e idónea.  
 
     Lo anteriormente expuesto se tratará de responder en la presente investigación, mediante la 
siguiente pregunta de investigación:  
 
     ¿Cuáles son los lineamientos políticos,  normativos, de la justicia transicional y del 
derecho internacional para garantizar la participación política de excombatientes en el 
























1.1.1 General:  
 
Establecer el desarrollo y transformaciones de los lineamientos políticos, del derecho interno 
e internacional, así como los instrumentos de la Justicia  Transicional que posibilitan  la 
participación  política  de excombatientes en Colombia, en el marco del proceso de paz de la 




1. Analizar  el componente histórico de la participación política en los procesos de paz 
adelantados en Colombia con los grupos guerrilleros  y,  los lineamientos políticos,  los 
mecanismos de justicia transicional,  la normatividad interna y del derecho internacional,  que 
garantizarían la participación política de excombatientes  de las FARC-EP en  el marco del 
proceso de paz de la Habana. 
 
2. Estudiar la figura del delito político, y sus implicaciones en el actual proceso de paz frente a la 
aplicación de la amnistía e indulto, como mecanismos  que habilitarían la participación  política 
de excombatientes.  
 
1. 2  Justificación  
 
Esta investigación surge del profundo interés que representa el proceso de paz de la Habana, 
como un proceso histórico para la construcción de paz del país que involucra a todos los 
asociados. Al abordar el tema de la participación política, como uno de los puntos del Acuerdo 
Final para la Terminación del Conflicto y la Construcción de una Paz estable y Duradera, 
consideramos que esta investigación representa un aporte significativo tanto en el campo teórico, 
como social, puesto que la participación política constituye un derecho constitucionalmente 
establecido que nos permite actuar como ciudadanos  dentro de éste Estado social de Derecho y, 
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que define la integración de los miembros de las Corporaciones e instituciones públicas, que en 
definitiva adoptan las decisiones legislativas y ejecutivas que rigen el país.   
 
En efecto, la relevancia a nivel teórico y metodológico radica en que se trata de una  
investigación de enfoque cualitativo que aborda la participación política, como  tema novedoso 
en el marco del proceso de paz de la Habana, y que incorpora la reflexión y el debate académico, 
respecto a las distintas posiciones  políticas, el contenido jurídico y del derecho internacional, así 
como los lineamientos de Justicia Transicional, para garantizar la participación política de 
excombatientes de las FARC-EP, con ocasión de su proceso de desarme y desmovilización. 
 
Por su parte, la relevancia social de esta investigación radica en que aborda un tema de 
actualidad, pues enfrenta la tensión que existe respecto a la participación política de los 
excombatientes de las FARC-EP,  a raíz de su proceso de desmovilización y  los retos que ello 
plantea  no solo frente a la justicia y la paz, sino frente a la sociedad, que en su mayoría se 
encuentra  permeada por el andamiaje político de los partidos tradicionales, escenario que ha 
impedido que la contienda democrática se nutra con la participación de más tendencias políticas, 

















2  Marco referencial 
 
2.1 Marco Teórico 
 
En la actualidad colombiana, uno de los mayores retos a enfrentar es el de la Paz, cómo la 
concebimos y cuáles son los sacrificios que estamos dispuestos a enfrentar para que se 
materialice. No obstante, Colombia necesita buscar un acuerdo definitivo alrededor de la paz y 
aceptarlo como tal, pero ese no es un tema sencillo de abordar, aún más en la esfera política, 
puesto que en torno a él se ciernen posiciones y discursos divergentes.  
 
Cabe recalcar que hay tantos puntos de vista como campos de interacción social (Bourdieu 
1995), sin dejar a un lado que al interior de estos campos existe un espacio abierto para que los 
sujetos inmersos en ellos, planteen como “agentes socialmente activos”, soluciones a conflictos 
existentes dentro de la comunidad, sin embargo, en muchas ocasiones existe disentimiento entre 
lo que agentes sociales plantean, frente a ciertos puntos de connotación social y que han llevado 
a grandes confrontaciones, situación por la que el Estado ha sido el delegado por la comunidad 
para desenmarañar dichas controversias.  
 
A pesar de lo anterior, el Estado en ocasiones ha tomado decisiones que repercuten 
negativamente en los campos de interacción social, sin embargo, el ente dominante y sus 
herramientas de dominación o sublevación (Bordieu,1995), han podido en ocasiones  controlar la 
inconformidad de la sociedad, pero en otras, se ha visto incapaz, como en el  caso particular de 
las condiciones que hicieron posible la generación de la Guerrilla en Colombia. 
 
El conflicto armado en nuestro país es prolongado y no existió hasta ahora una oportunidad 
tan clara para que el mismo termine, sin embargo, Colombia sigue en un frecuente debate acerca 
de cuáles son los sacrificios a asumir a fin de materializar la cesación del conflicto armado, 
siendo la posibilidad de participación política en cabeza de los desmovilizados, uno de los temas 




Alrededor del debate propuesto frente a la Participación política de excombatientes en el 
proceso de justicia transicional en Colombia, surgen una serie de inconvenientes que impiden 
llegar a la comprensión total del problema y así plantear posiciones recatadas que, aunque 
adversas, pueden llegar a ser totalmente razonables. De este modo, es necesario abarcar un 
estudio preliminar de términos, mismos que nos llevaran por un mismo caudal conceptual y 
abrirán un espacio de intensos diálogos que permitan llegar a una serie de acuerdos y/o 
desacuerdos que estructuren una posición coherente al momento de abordar el tema de 
investigación planteado.  
 
Así pues, con ocasión de los diálogos de negociación  adelantados por el gobierno nacional 
para lograr un acuerdo de paz con las FARC-EP, así como  también las  divergencias que se han 
generado en torno a su posible participación en la vida política del país, nuestro tema de 
investigación, se  centrará en este aparte teórico en profundizar   las distintas posiciones 
doctrinarias  que en torno al tema  se han realizado, así como también por la Jurisprudencia de 
nuestras altas cortes.  
 
Por lo anterior, consideramos pertinente conceptualizar las categorías y sub categorías de 
investigación. De esa manera, entre las primeras se incluye una aproximación teórica del de la 
Justicia Transicional, los  procesos de paz  -acuerdo de paz y la participación política; y entre las 
segundas el delito político y las figuras de indulto y amnistía.  
 
2.1.1  La Justicia Transicional  
 
 Respecto a esta categoría y desde un enfoque histórico, Ruti Teitel (2003), divide el 
surgimiento de la Justicia Transicional en tres episodios históricos trascendentales. El primero de 
ellos corresponde al periodo posterior a la segunda guerra mundial, en el cual predominaron los  
Tribunales Militares Internacionales de Núremberg y de Tokio-Japón. El segundo se caracteriza 
por el  predominio de la democracia en los Estados y su modernización con posterioridad a 1989. 
Finalmente,  el tercer periodo  se destaca por la proliferación del conflicto generalizado a nivel 
internacional, así como la normatividad sobre el terrorismo en el ámbito internacional y la 




Así, Rincón (2010), siguiendo la línea de Teitel, establece que  la Justicia Transicional (JT) 
moderna se remonta en sus orígenes al modelo de justicia adoptado en los Tribunales Militares 
de Núremberg y de Tokio, los cuales tuvieron ocasión con posterioridad a la segunda guerra 
mundial y sus devastadoras consecuencias. En esta fase inicial, el modelo de transición se centró 
únicamente en la justicia retributiva penal, sin considerar métodos de  reparación y justicia 
respecto de las víctimas de la guerra en una justicia  denominada por algunos como justicia de 
vencedores.  
 
Una segunda  etapa   se ubica en el modelo de justicia de las transiciones políticas de las 
últimas décadas del siglo XX; es decir, en el periodo de la posguerra fría, contexto en el que 
proliferó la transición de muchos estados europeos y latinoamericanos a una política democrática 
y moderna, como consecuencia de la caída de la extinta Unión Soviética. En esta etapa se 
desplaza la justicia nacional, por la aplicación de instrumentos internacionales de derechos 
humanos, de derecho internacional humanitario, de derecho penal internacional y de las 
decisiones proferidas por los órganos internacionales en algunos caso recurriendo a las amnistías 
como formas para alcanzar la reconciliación nacional.  
 
Retomando a Teitel (2003) en esta fase se destaca el modelo restaurativo a través de la 
construcción de una historia alternativa a los abusos del pasado, reconstruyendo así una memoria 
nacional de no repetición y considerando las exigencias internacionales sobre la 
imprescriptibilidad de los crímenes de guerra y de lesa humanidad, en otros términos 
considerando como una clave la verdad judicial y la memoria en los procesos transicionales. 
Además se trató de evitar enjuiciamientos para, en cambio, concentrarse en un nuevo mecanismo 
institucional denominado las comisiones de verdad, organismos oficiales creados para investigar, 
documentar y divulgar públicamente abusos a los derechos humanos durante un período de 
conflicto interno, siendo el primer modelo la Comisión Nacional sobre la Desaparición de 
Personas de Argentina.  
 
A finales del siglo XX, tiene ocasión la tercera etapa de la justicia transicional, 
correspondiente a una fase de “expansión y normalización” de la justicia transicional, como 
consecuencia de la marcada violencia e inestabilidad política, predominante en los Estados 
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contemporáneos, donde ya no se observa la justicia de transición, como una justicia pos 
conflictual, sino dentro del conflicto (Rincón, 2010).    
 Por su parte,  Ambos Kai (2004), concibe el concepto de justicia transicional, como una 
justicia  especial que surge   en sociedades que han  finalizado un conflicto o que se encuentran 
en un conflicto  en curso, como es el caso Colombiano, donde   los instrumentos de JT se  han 
implementado, no al final   de  un proceso paz, sino en vigencia del conflicto.  Agrega  que  la JT 
busca asegurar al mismo tiempo justicia y paz, pero  absteniéndose  de emprender una 
persecución penal o del castigo contra los agresores, con el fin de facilitar una transición 
pacífica, además de la aplicación de la amnistía como la técnica más importante de exención de 
una persecución penal, dependiendo de cada caso, sin llegar al extremo de pretender su 
absolutismo. En todo caso, si la ausencia de una persecución penal contribuye a la 
reconciliación, ello depende del contenido de este concepto y de las circunstancias de cada caso.  
 
Este autor propone que para desarrollar el marco legal de la justicia de transición es preciso 
primero determinar los contenidos del elemento justicia, el que ha de ser entendido de manera 
amplia, trascendiendo más allá de la mera justicia penal e incluyendo ciertos elementos clave 
tales como responsabilidad, equidad en la protección y vindicación de derechos y la prevención y 
el castigo de infracciones.  
 
Un pensamiento diferente adopta el sociólogo noruego Jon Elster, (Citado en Valencia, 2007) 
quien  sostiene que  la justicia transicional está compuesta de los procesos penales, de depuración 
y de reparación que tienen lugar después de  la transición de un régimen político a otro,  donde la 
intensidad de la demanda de retribución disminuye con el intervalo de tiempo entre las 
atrocidades y la transición, y entre la transición y los procesos judiciales. 
 
    Ahora, el Centro Internacional para la Justicia Transicional (2016), define la Justicia 
Transicional  como “el conjunto de medidas judiciales y políticas que diversos países han 
utilizado como reparación por las violaciones masivas de derechos humanos. Entre ellas figuran 
las acciones penales, las comisiones de la verdad, los programas de reparación y diversas 
reformas institucionales”. Posición que en todo caso se ubica dentro de las perspectivas 




     Respecto a las medidas judiciales y políticas aludidas anteriormente, como instrumentos de la 
justicia transicional, en el caso colombiano, estas deben atender a criterios de celeridad, pues el  
éxito de las mismas se mide en resultados.  Por ello, en el escenario de la Justicia Transicional, al 
Estado colombiano le surgen dos obligaciones: la primera de carácter  inmediato, “ que se 
traduce en la emisión de leyes y diseño de políticas públicas” y la segunda de  carácter 
progresivo, en tanto que las medidas “dependen del paso del tiempo y de la verdadera 
implementación de la ley o de la política pública”, por lo cual si el gobierno pretende seguir los 
lineamientos de la Justicia,  “donde se garanticen los derechos de las víctimas a la verdad, la 
justicia y la reparación de las víctimas los instrumentos para hacer efectivos estos derechos  no 
debe tardar en ser aplicados” (Suarez y Rueda (2016, p 357). 
  
     A su vez, Uprimny (2006), plantea la Justicia Transicional como el proceso a través del cual   
se  “realizan transformaciones radicales de un orden social y político, bien sea por el paso de un 
régimen dictatorial a uno democrático, bien por la finalización de un conflicto interno armado y 
la consecución de la paz. (p. 13). De esa manera, precisa que cuando se trata de transiciones 
negociadas, cuya finalidad es superar el conflicto y reconstruir el tejido social, surge una fuerte  
tensión “entre las exigencias de justicia y paz, es decir, entre los derechos de las víctimas del 
conflicto y las condiciones impuestas por los actores armados para desmovilizarse”, puesto que 
jamás van a ceder, si la retribución por la desmovilización es la sanción punitiva. .  
 
     Además agrega que  
 
Existen tensiones entre las exigencias jurídicas internacionales relativas a los derechos a la 
verdad, la justicia y la reparación de las víctimas de crímenes de guerra o de lesa humanidad, y las 
restricciones impuestas por las negociaciones de paz llevadas a cabo por los actores armados con 
miras a lograr la paz. Así, aun cuando la normatividad internacional ha hecho de la obligación de 
individualizar y sancionar a los responsables de graves violaciones de derechos humanos un 
imperativo cada vez más estricto, la imposición de sanciones de ese tipo en todos los casos puede 
obstaculizar e incluso llevar al fracaso un acuerdo de paz(….) Las tensiones entre justicia y paz, 
entonces, deben ser tenidas en cuenta en todo análisis que verse sobre las condiciones de 
posibilidad de un proceso transicional, pues ignorarlas equivale a desconocer el inmenso peso que 
tienen las particularidades del contexto político en el éxito o fracaso de un proceso de ese tipo. 
Por eso, si bien es cierto que a largo plazo una paz democrática durable y verdadera se edifica en 
forma más sólida sobre la aplicación de justicia a los crímenes ocurridos, a corto plazo pueden 
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existir tensiones entre las exigencias de la justicia y las dinámicas de la paz, por lo que puede 
resultar necesario flexibilizar, aunque no anular, ciertos requerimientos de justicia en pro de la 
consecución de la paz.  
 
     Para Uprimny,  existen cuatro tipos de Justicia Transicional 1) los perdones amnésicos, 2) los 
perdones compensadores, l3) los perdones responsabilizantes y 4) las transiciones punitivas, que 
permiten buscar un punto de equilibrio entre las tensiones de la paz y la justicia cuando de una 
transición política se trata.  
 
     Así,  enfatiza que los  modelos de  transición  fundados en perdones “amnésicos” , que en 
definitiva persiguen  lograr transiciones negociadas sin justicia y; las  transiciones punitivas,   no  
pueden ser aplicados al contexto colombiano y resultan inviables  políticamente, toda vez que el 
conflicto interno en que estamos inmersos, requiere un “ proceso transicional que exija justicia 
para los responsables de crímenes atroces, pero que al mismo tiempo se enmarque dentro de la 
lógica de la negociación entre actores armados que hoy domina la escena” (p, 24-25). 
  
Una posición más crítica asume el Profesor Olásolo (2014), al afirmar que la mayoría de las 
propuestas elaboradas en cuanto al elemento justicia,  por los defensores de la  Justicia 
Transicional   no son sino construcciones que tienen como fundamento el menoscabo del 
paradigma  que exige a los máximos responsables de crímenes internacionales dejar 
inmediatamente sus posiciones de liderazgo y hacer frente a las responsabilidad penal asumida 
frente a su propia sociedad y a la Sociedad Internacional en su conjunto. Argumento que puede 
ubicarse entre las posturas idealistas en el marco de las transiciones. 
 
Por ello, argumenta que la Justicia Transicional  encuentra importantes limitaciones en su 
ámbito de aplicación al fenómeno de la lesa humanidad, lo cual se refleja, en la proscripción de 
medidas dirigidas a eximir de responsabilidad, aplicar el principio de oportunidad, suspender la 
ejecución de las penas y conceder indultos. Medidas que constituyen en la actualidad graves 
violaciones de normas fundamentales del derecho internacional, al menos en lo que respecta a 




     En este orden de ideas, “es importante entender la justicia transicional como un concepto 
amplió que puede asumir varias formas” (Uprimny, citado en Hoelker, p. 25) y en la cual se 
tensan diversas perspectivas.  
 
2.1.2 Proceso de paz 
 
     Fisas (2014), en el anuario de los procesos de paz desarrollados a nivel mundial, precisa que 
los procesos de paz son el esfuerzo para lograr un acuerdo que ponga fin a la violencia y su 
respectiva implementación.  Para la versión del año 2016, amplió este concepto al afirmar:   
 
Se entiende por procesos de paz todos aquellos esfuerzos, especialmente políticos y 
diplomáticos, destinados a resolver los conflictos armados o los conflictos que actualmente 
no están en fase armada, pero que en el pasado sí lo fueron y todavía necesitan negociaciones 
para llegar a un acuerdo satisfactorio entre las partes. En algunos casos, los procesos de paz 
intentan transformar las causas de fondo del conflicto a través de las negociaciones (p. 15). 
 
 
     En otros términos se puede señalar que los procesos de paz se orientan hacía una 
conceptualización de paz que puede abarcar las antinomias de las  categorías de Johan Galtung 
respecto a la violencia: Una cesación del conflicto por medio de las armas superando la violencia 
directa, la reconciliación y la convivencia superando la violencia cultural y unos cambios 
estructurales en el ámbito institucional y social como parte de la superación de la violencia 
estructural. 
 
     Fisas, agrega que los procesos de paz, generalmente  comprenden las siguientes modalidades 
o etapas: 1) Contactos indirectos informales, Contactos indirectos formales, 2) Contactos 
directos informales, contactos directos formales, 3) Exploraciones informales, exploraciones 
formales, 4) Diálogos informales, diálogos formales, 5) Negociaciones formales y 6) Proceso 
formal de paz.  
 
Sostiene igualmente que las fases habituales en los procesos de negociación son:  
 
Tregua. Alto al fuego (unilateral o bilateral) 




Fase exploratoria (etapa de tanteo) 
Acuerdo preliminar (acuerdo en acordar) 
Acuerdo de prenegociación (acuerdo sobre el “cómo” hacerlo) 
Acuerdo Marco. Hoja de Ruta (principios generales de los pasos y la agenda) 
Acuerdos Parciales + Protocolos 
Acuerdo General (Se define el cómo, qué y quién) 
Acuerdo de implementación (Verificación + Solución de controversias) 
 
     De lo expuesto se deduce entonces, que la fase exploratoria, comprende  el acercamiento de 
las partes llamadas a negociar, definiéndose a partir de ahí  las reglas a seguir en el desarrollo de 
la negociación, mediante la delimitación de una agenda  y metodología para la negociación,  y se 
establece,  lo que Fisas (2014) denomina, “hoja de Ruta”, en la que se orienta el proceso. De 
igual manera,  se establecen las garantías de seguridad  para los intervinientes,  y para el 
cumplimiento de los acuerdos que más tarde se suscriban, de ahí la  confianza que se logre 
impregnar al acercamiento. De esta fase es importante resaltar la posibilidad de terceras partes 
intervinientes  y la legitimación del adversario para negociar. 
 
     Lo anterior da paso a la fase de  negociación, donde las partes, con capacidad de decisión,  se 
sientan a dialogar  “bajo un prisma mental de alcanzar un beneficio mutuo mediante el esquema 
de «todos ganan, nadie pierde», es decir, «yo gano, tú ganas», prescindiendo de los 
planteamientos de suma cero en los que uno gana y el otro pierde. (…)” (Fisas, 2014, p.  16) 
 
     Agotado lo anterior,  las partes negociadoras entran a discutir los temas trazados en  la agenda 
inicial de dialogo,  lo que permitirá “llegar con más facilidad a un acuerdo o, al menos, a 
acuerdos parciales (…),  que permitan llegar a un acuerdo final, en el que se especificará cómo 
se implementará y quién lo llevará a cabo” (Fisas, 2016, p. 17).  
 
     Posteriormente, se plantean  los acuerdos para implementar lo acordado por los negociadores,  
los relativos a  su verificación y los relacionados con las formas de solucionar los eventuales 




La Implementación del acuerdo, en términos de Lederach (citado en Gago, 2016, p, 24),  
constituye una etapa  trascendental dentro de los procesos de paz, pues a ella se llega después de 
un largo proceso de negociación precedido de una alta  concienciación sobre el conflicto, donde 
el objetivo final es alcanzar  una paz sostenible. En ese sentido, la interpretación que expone 
Gago hace referencia a que : 
 
La implementación de lo acordado  necesita de la creación de instituciones estables que 
aseguren el acceso a bienes públicos básico  para la mayoría de la población. Esto implica re-
imaginar el Estado a todos los niveles. Esta re-imaginación viene acompañada de una 
reinvención de las relaciones sociales y afectivas, necesarias para el prójimo como igual (p, 
25).  
 
     En el caso particular de Colombia, a  finales del año 2012, el actual presidente de la 
Republica, inició la fase exploratoria o de tanteo con la guerrilla de las FARC-EP, lo que más 
tarde origino el ACUERDO GENERAL PARA LA TERMINACIÓN DEL CONFLICTO Y LA 
CONSTRUCCIÓN DE UNA PAZ ESTABLE Y DURADERA, el cual se rigió, entre otras,  bajo 
la regla de funcionamiento enunciada como que  “nada está acordado, mientras todo esté 
acordado” 
 
El acuerdo delimitó  los siguientes puntos de agenda:  
 
1. Política de desarrollo agrario integral  
2.  Participación política 
3.  Fin del conflicto 
4.  Solución al problema de las drogas ilícitas 
5.  Víctimas 
6.  Implementación, verificación y refrendación 
 
     El pasado 23 de junio de 2016, el proceso de paz adelantado entre el gobierno y las FARC-
EP, cobra un giro histórico trascendental para el país, en tanto que  el último punto de la agenda 
fue acordado por los negociadores,  y posteriormente, el 29 de septiembre del mismo año, se 
firma el Acuerdo Final para la Terminación del Conflicto y la Construcción de una Paz Estable y 
Duradera. Sin  embargo su implementación  ha sido dificultosa debido a los resultados negativos 
que arrojó el plebiscito efectuado el 2 de octubre del presente año- mecanismo adoptado por el 
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gobierno para refrendar los acuerdos, para finalmente  dejar su refrendación en manos del 
congreso y la Corte Constitucional. 
 
2.1.3 Participación política  
 
La Constitución Política de 1991,  desde su fundamento en el Estado social de derecho, 
concede a todos los ciudadanos del territorio nacional el derecho a participar en la conformación, 
ejercicio y control del poder político de la Nación, es decir el derecho a elegir y ser elegido, a 
tomar parte en elecciones, plebiscitos, referendos, consultas populares y otras formas de 
participación democrática, así como también constituir partidos, movimientos y agrupaciones 
políticas sin limitación alguna; formar parte de ellos libremente y difundir sus ideas y programas. 
 
Establece además que tal garantía de participación política, se extiende también para aquellas 
personas que hubieran sido condenadas a pena privativa de la libertad por la comisión de delitos 
políticos y conexos con estos y por tal razón, también consagra las figuras jurídicas de indulto y 
amnistía.  
 
Hay dos clases de participación política, las cuales se diferencian en su forma y método, así:  
 Participación política convencional: Está relacionada con las acciones llevadas a cabo durante un 
proceso electoral; esta participación es fomentada desde el poder del Estado y la Constitución. La 
participación política convencional indica el derecho de ciudadanía; es decir, un derecho al sufragio 
que no se mide por clases sociales, partidos, sexo o educación. Se da en toda democracia y es un 
derecho consagrado por la ley, por lo cual puede ser fácilmente controlada y verificada. 
- Participación política no convencional: Se refiere a acciones tales como las peticiones, las 
manifestaciones legales, el boicot, las huelgas legales e ilegales, el daño a la propiedad, los sabotajes, 
la violencia personal, etc. Esta participación va más allá de los mecanismos institucionales de 
participación y, en algunas ocasiones, hace oposición a la legalidad constitucional establecida (…) 
(Subgerencia Cultural del Banco de la República, 2013) 
 
La Participación Política convencional es el eje fundamental de la presente investigación e 
implica la posibilidad entre otras, de elegir y ser elegido para un cargo que el pueblo otorga para 
la toma de decisiones trascendentales de cara al futuro, en su representación. 
 
De ahí su importancia como derecho político, el cual permite al sujeto actuar como ciudadano 
sometido a un principio básico según el cual los individuos deben contar con la capacidad de ser 
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miembros plenos de la comunidad en la que viven, lo cual se traduce, al menos, en la capacidad 
de defender sus pretensiones, juzgar la de los otros y debatirlas, todas en el ámbito público 
(Quinche, citado en Alzate et al, 2011). 
 
Sin embargo, el ejercicio del derecho a la Participación Política, está sujeto a unas 
obligaciones perennes en el ordenamiento jurídico colombiano, y al ser incumplidas, este 
derecho sería condicionado. Es importante, recordar que, dentro del área Penal, existe la pena 
accesoria denominada inhabilitación para el ejercicio de derechos y funciones públicas, misma 
que se encuentra estipulada en el artículo 43 de la Ley 599 de 20005. Además, existe en la 
constitución Política una cláusula general que imposibilita la participación en política de persona 
condenada a pena privativa de libertad, salvo los delitos culposos, políticos y conexos. 
 
Ahora bien, en el caso específico de la participación política de excombatientes, Suarez 
(2016, p,38) expone que su garantía radica en la creación de espacios  “para que la manifestación 
de las ideologías de los alzados en armas sean transmitidas por vías pacíficas y democráticas, 
como la conformación de un partido político”. Agrega que dicha situación, supone la necesaria 
modificación  del sistema electoral, puesto que éste puede resultar demasiado exigente para los 
partidos políticos que se originen, y en caso de minorías políticas, podría poner en peligro su 
continuidad a largo plazo.  
 
Así por ejemplo, en el acuerdo final del proceso de paz de la Habana, se consignaron  algunas  
medidas para garantizar y promover una mayor participación en la política nacional, regional y 
local de todos los sectores, incluyendo la población más vulnerable, en igualdad de condiciones y 
con garantías de seguridad, entre las cuales se destaca:  A) la Promoción del pluralismo político,  
que incluye medidas para promover el acceso al sistema político y la igualdad de condiciones en 
la competencia política, B) La promoción de la participación electoral, C) Promoción de la 
transparencia, que incluye las medidas para la promoción de la transparencia en los procesos 
electorales y medidas de transparencia para la asignación de la pauta oficial, D) Reforma del 
régimen y de la organización electoral, E) Promoción de una cultura política democrática y 
                                                          
5 ARTICULO 44. LA INHABILITACION PARA EL EJERCICIO DE DERECHOS Y FUNCIONES PÚBLICAS. 
La pena de inhabilitación para el ejercicio de derechos y funciones públicas priva al penado de la facultad de elegir y 




participativa, F) Promoción de la representación política de poblaciones y zonas especialmente 
afectadas por el conflicto y el abandono6, G) Promoción de la participación política y ciudadana 
de la mujer en el marco del presente Acuerdo y H) Creación de un nuevo espacio para dar acceso 
a medios a los partidos y movimientos políticos. 
 
No obstante lo expuesto, la autora también plantea  la complejidad que surge frente a la 
materialización efectiva  de la participación política de los desmovilizados, pues se encuentra 
latente su rendición de cuentas ante la justicia penal, situación que en principio puede generar un 
obstáculo para sus aspiraciones políticas, en razón a que  en su causa revolucionaria, no solo han 
incurrido en delitos denominados políticos, sino otras conductas penales que pueden ser 
consideradas comunes y lesivas a los derechos humanos y al Derecho Internacional Humanitario, 
por lo cual, sostiene que si bien, se debe garantizar los  mecanismos que permitan la 
participación en la política,  ello no debe conducir a desproteger  los derechos de las víctimas y 
de la sociedad a la verdad , la justicia y la reparación (p, 39).  
 
En ese sentido afirma que  cobra especial importancia la consideración del delito político y los 
delitos conexos,  porque una de sus características es la posibilidad de participar en política. Ello 
por cuanto la regla general  en la mayoría de Estados, radica en que quien ha cometido un delito 
no puede participar en política. Así  “la determinación de los delitos políticos  y los conexos a 
estos se convierte en un punto principal de las negociaciones, puesto que los alzados en armas  
ven en esta  la oportunidad para saldar sus cuentas frente a la justicia penal” (p,  39). 
 
Ahora bien, ubicándonos en el contexto histórico de las desmovilizaciones guerrilleras de los 
años ochenta,  Iván Orozco Abad (1992), haciendo referencia al caso específico del extinguido 
grupo guerrillero M-19, sostiene que la participación política de los desmovilizados, es un arma 
política fundamental del gobierno en su lucha por deslegitimar de manera definitiva la lucha 
guerrillera armada en Colombia.  
                                                          
6 Al respecto el acuerdo precisa: En el marco del fin del conflicto y con el objetivo de garantizar una mejor 
integración de zonas especialmente afectadas por el conflicto, el abandono y la débil presencia institucional, y una 
mayor inclusión y representación política de estas poblaciones y de sus derechos políticos, económicos, sociales, 
culturales y ambientales, y también como una medida de reparación y de construcción de la paz, el Gobierno 
Nacional se compromete a crear en estas zonas un total de 16 Circunscripciones Transitorias Especiales de Paz para 
la elección de un total de 16 Representantes a la Cámara de Representantes, de manera temporal y por 2 períodos 




De otra parte el profesor Juan Carlos Lancheros(2013)  aduce  que la participación política de 
excombatientes permite legitimar el proceso de paz y,  si bien existe una cláusula general, 
consignada en la Constitución, que imposibilita la participación en política de persona condenada 
a pena privativa de libertad, salvo los delitos culposos  políticos y conexos, o que haya sido 
indultada,  sin embargo, no determina ninguna limitación frente a la sentencia que establece la 
existencia de un delito, pero que no impone una pena privativa en razón de un proceso de 
transición, lo cual habilitaría que miembros desmovilizados en razón del proceso de paz,  
participen en el proceso decisorio y deliberatorio del sufragio. 
 
El autor, coincide con Suarez (2016)  en afirmar que en un proceso de dialogo para la 
terminación del conflicto,  el Estado, en virtud de su soberanía,  tiene todo el derecho de permitir 
la participación en política de los miembros de  los grupos guerrilleros que se sometan a la 
dejación voluntaria de armas,  pero ello, no  puede acarrear la inobservancia de sus obligaciones 
frente a los derechos de las Víctimas del conflicto a la verdad, la justicia y la reparación y;  la 
sociedad , así como también respecto a los deberes internacionales de lucha contra la impunidad 
de los crímenes más atroces.  
 
Barreto (2016), interpretando a Sousa (2003) señala que  si bien la experiencia  comparada en 
materia de los procesos de paz, enseña que el componente de la participación política es 
fundamental para lograr una paz estable y duradera, en el caso de Colombia, la democracia 
presenta algunas limitaciones e insuficiencias políticas, por lo que sugiere la posibilidad de 
realizar algunas reformas institucionales con miras a perfeccionar su sistema, “democratizar su 
democracia” y volverla más efectiva.   
  
De igual manera, precisa que “La posibilidad de participación política de los firmantes  de los 
acuerdos constituye “el corazón” de la mayoría de los procesos de paz en el mundo”, de ahí que 
la experiencia enseñe que  la marcada  exclusión de algunos  sectores políticos  al acceso del 





2.1.4  Delito político  
 
La concepción moderna del delito político aparece por primera vez en el Código penal de 
1791 aprobado durante la Revolución Francesa en el que el delito de lèse majesté era entendido 
como cualquier atentado contra la persona del rey, su familia o sus funcionarios inmediatos 
(Peters 1987). 
 
Posteriormente, según Peter Edwards en el siglo XIX se reconocían dos tipos de delito 
político: el interno y el externo. Al principio el castigo que mereció el primer tipo no fue 
demasiado severo, pero a partir de 1870 el criminal político dejó de ser visto como un 
reformador idealista y pasó a ser considerado un traidor a la unidad nacional, a un pueblo (del 
que Estado sólo era su expresión), siendo equiparado con el delito político externo. En este 
cambio en la consideración del delito político tuvieron mucho que ver las crecientes tensiones 
que se vivieron entre las potencias europeas en las décadas anteriores a la Primera Guerra 
Mundial, así como el proceso de "nacionalización de las masas" que experimentaron los Estados 
europeos durante esos mismos años. (Orozco, 1990). 
 
En nuestro ordenamiento jurídico, la  Constitución de 1991 significó un avance importante en  
cuanto  al  delito político en Colombia, pues concede un trato más benévolo a quienes hayan 
participado en las conductas consideradas como tales,  consagrando así las figuras de amnistía e  
indulto en relación con la responsabilidad penal del delincuente político, lo cual constituye una 
prerrogativa favorable taxativamente consagrada en el marco de la Constitución. 
 
La Corte Constitucional realizó aproximaciones sobre las características del concepto de  
conexidad con delitos políticos, reconociendo que  
 
“no existe un contenido definitorio/axial/esencial del cual pueda deducirse una restricción de la 
libertad del constituyente derivado, al momento de determinar qué conductas tienen conexidad con el 
delito político, para los precisos efectos de facilitar la reincorporación a la comunidad política de 
quienes, como resultado de un proceso de paz, sean seleccionados y condenados”. (Sentencia C – 577 
del 6 de agosto de 2014). 
 
Dentro de las definiciones doctrinarias de delito político, Granados Peña (Citado en sentencia 
C- 695-2002, p.  44 ) sostiene que consiste en la infracción o conjunto de infracciones lesivas al 
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Estado, directa o indirectamente y que afectan su personalidad jurídica, o más sintéticamente, 
abarca todas las acciones dirigidas objetivamente contra el Estado, entendido como organización 
jurídico – política. 
 
Actualmente, en Colombia el delito político está inmerso en tipos penales denominados como 
asonada, rebelión y sedición; y la jurisprudencia Constitucional los ha catalogado como 
infracciones llevadas a cabo por una parte de la comunidad, buscando el cambio de instituciones 
o sistemas de gobernabilidad, para implementar otros que el sujeto activo, generalmente 
caracterizado por su espíritu altruista y generoso, considere más justos (Sentencia C-928/05).  
 
De igual manera, la jurisprudencia de la Corte Constitucional precisa que el delito político es 
aquél que, inspirado en un ideal de justicia, lleva a sus autores o participes a actitudes proscritas 
del orden constitucional y legal, como medio para realizar el fin que se persigue. Si bien es cierto 
el fin no justifica los medios, no puede darse el mismo a trato a quienes actúan movidos por el 
bien común, así escojan unos mecanismos errados o desproporcionados, a quienes promueven el 
desorden con fines intrínsecamente perversos y egoístas. (C-009 de 1995). 
 
Por su parte la Jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia establece que el delito político 
tiene un objetivo final invariable que le es consustancial, se prospecta buscando una reparación 
efectiva y se realiza con supuesta justificación social y política. Precisa que:   1) envuelve 
siempre un ataque a la organización política institucional del Estado; 2) se ejecuta buscando el 
máximo de trascendencia social y de impacto político; 3) se efectúa en nombre y representación 
real o aparente de un grupo social o político; 4) se inspira en principios filosóficos, políticos y 
sociales determinables; y 5) se comete con fines reales o presuntos de reivindicación socio-
política (Concepto del 26 de junio de 1982).  
 
De otra parte, en el campo doctrinario, se encuentra que  Francesco Antelaseis, argumenta que  
en cuanto respecta a la ley penal, el delito político es todo aquel que ofende un interés político 
del Estado o un derecho político del ciudadano. Se considera también delito político el delito 
común total o parcialmente determinado por motivos políticos (Citado en sentencia C- 695-2002, 




Orozco Abad (1990) propone una posición benévola respecto del delincuente político, 
argumentando que tratar a los guerrilleros, por definición, como a terroristas sólo puede tener el 
efecto perverso de cerrarles espacios comportamentales adecuados a la dialéctica inhumana, pero 
humanizable de la guerra y transformarlos, de hecho, en simples terroristas. 
 
En su obra Combatientes, rebeldes y terroristas (1992) precisó que la historia de los tipos 
penales se cubre sólo parcialmente con la anterior. En general, dicha historia aparece como la 
historia del tránsito de la dominancia del tipo penal de la rebelión hacia la dominancia del tipo 
penal del terrorismo. Ciertamente, como lo precisa Beltrán (2014), para buscar una solución al 
conflicto armado, necesariamente se tiene que abandonar el esquema “de ver a ver a la 
insurgencia como un factor fuera de lo político”, y reducir su complejidad al imperante discurso 
del terrorismo. Por ello precisa, que “La paz se alcanzará cuando se conceda a la guerrilla, y a la 
sociedad colombiana en conjunto, la posibilidad de transformar el régimen político para 
desactivar las causas que siguen reproduciendo la confrontación política, social y armada en el 
país”.   
 
En la misma línea de los referidos autores,   el profesor Antonio Vicente Arenas considera 
supremamente grave que el tipo de terrorismo se aplique o reemplace al de rebelión, sin hacer un 
examen histórico de la violencia política colombiana y de las características propias que 
históricamente ha distinguido a la rebelión (Citado en Derechos, Human Rights. 2002). 
 
Por otro lado, Suarez (2016) resalta que en el contexto del actual proceso de paz, cobra 
especial importancia la categorización del delito político, y los conexos a éste, puesto que una de 
sus características es la posibilidad de participar en política, conforme lo consagra la 
Constitución política, según la cual quienes hayan cometido tal clase de delitos,  en principio no 
tienen restricción alguna para participar en la contienda política, sin embargo advierte que  dicho 
tema no es pacífico, por cuanto  surge el problema de cómo resolver  la responsabilidad penal 
con el otorgamiento de amnistías e indultos. 
 
En efecto,  conforme lo precisa la autora, la categorización del delito político “ha estado 
rodeada de dificultades, ya que se ha encontrado  que la comisión de los delitos políticos apareja 
la realización de otros delitos que no tiene dicha categoría, lo cual genera dificultades, pues no es 
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claro si la naturaleza de un delito común muta cuando se comete para realizar uno político”.  Por 
ello señala que  
La gran problemática que encierra  el establecimiento de los delitos políticos es establecer cuáles 
son los delitos conexos a los mismos, de tal manera que es la teoría subjetiva la que mayor aceptación 
tiene, ello porque es claro que una organización que se alza en armas no solo realiza acciones 
sediciosas  o rebeldes, sino que también comete delitos comunes pero que son realizadas con el fin de 
contribuir al delito político, es decir, se extiende la calidad de delito político a los delitos comunes, por 
ello se habla de la conexidad de los delitos comunes con los políticos (p, 40). 
 
A su vez Tarapués (2014), coincide con lo expuesto por la Jurisprudencia Constitucional al 
referir que   conforme a la doctrina nacional e internacional,  universalmente no existe un 
concepto de delito político que condicione o excluya determinadas conductas penales, por  lo que 
en definitiva, en la práctica esta figura “depende tradicionalmente del sistema político y del 
momento histórico”.  
Por lo tanto, lo que un Estado bajo un momento preciso ha considerado que no constituye delito 
político, puede ser replanteado si las circunstancias políticas e históricas han variado, ya que el Estado 
es el que le da función y contenido al delito político.  
 
Por lo anterior plantea que, si bien en nuestro ordenamiento  jurídico el delito político se ha 
instituido para “delimitar las conductas que pueden gozar de un trato privilegiado” por 
autorización de la propia Constitución,  no obstante, tanto la ley, la  jurisprudencia y la doctrina 
han establecido algunas restricciones a tales privilegios. Sin embargo, anota que    
Si el Estado considera que estamos frente a nuevas circunstancias históricas y políticas que instan a 
replantear el grado de restricción o ampliación del delito político, éste lo puede hacer sin objeción 
alguna, siendo el legislador el más autorizado para hacerlo por ser la institución con mayor 
legitimación democrática dentro de nuestro sistema político. 
 
2.1.5 Amnistía e Indulto 
 
     La historia del país, muestra que la  facultad de conceder indultos o amnistías, obedece a una 
decisión adoptada por el gobierno en tiempos que  ha sido imperioso  buscar una salida política 
al conflicto armado que ha enfrentado durante largos años, especialmente con los grupos 
guerrilleros. 
 
     En efecto, los procesos de paz adelantados por el gobierno tanto en  los años 80 y 90,  con las 
guerrillas imperantes en ese entonces, muestran como  los miembros de estos grupos insurgentes  
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se beneficiaron de las figuras de indulto y amnistía, producto de la decisión que dentro de una 
situación excepcional del Estado, adoptó el gobierno como mecanismo para  lograr una salida 
negociada al conflicto y obtener un acuerdo de  paz. 
 
     Conforme se encuentra establecido en la Constitución,  al gobierno corresponde, en relación 
con la Rama Judicial, decidir sobre la concesión de  indultos por delitos políticos, con arreglo a 
la ley, e informar al Congreso sobre el ejercicio de esta facultad. Así mismo, en el artículo 30 
transitorio de la Carta Política, se autoriza al Gobierno Nacional para conceder indultos o 
amnistías por delitos políticos y conexos, “a miembros de grupos guerrilleros que se 
reincorporaran  a la vida civil en los términos de la política de reconciliación”, enfatizando que 
este  beneficio no podrá extenderse a delitos atroces ni a homicidios cometidos fuera de combate 
o aprovechándose del estado de indefensión de la víctima. 
 
La figura jurídica del Indulto, se entiende como una causa de extinción de la responsabilidad 
penal, que supone el perdón de la pena. La misma en cada país tiene una aplicación diferente, 
desde la autoridad que la otorga y los motivos que la hacen viable, por ejemplo, en Alemania 
recae en la oficina del presidente, en Canadá son gestionados por el National Parole Board y 
resuelta por el gobernador General del País, en España la concede el Rey. 
 
En Colombia, el indulto en estricto sentido es una institución de carácter político que cobija a 
las personas que han sido condenadas por delitos políticos y no por delitos comunes y, la 
facultad para  concederla constitucionalmente radica en la competencia compartida entre  el 
gobierno y el Congreso. El indulto extingue la pena pero no las consecuencias civiles que 
respecto de particulares se infieran de la declaración de responsabilidad penal, estableciendo así 
un límite para que el Congreso de la República pueda reconocer indulto o amnistía para delitos 
comunes ( Sentencia  C- 695 de 2002). 
 
Por otra parte, respecto a la amnistía, la Corte Constitucional establece que es una institución 
de carácter general en cuanto se refiere de manera impersonal a las conductas punibles que son 
objeto de amnistía y sólo procede por delitos políticos, quedando excluidos los delitos comunes. 
Es una figura que extingue la acción penal pero la extinción de la acción civil queda supeditada a 
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la decisión del legislador y de allí por qué el constituyente haya dispuesto que en caso que los 
favorecidos fueren eximidos de la responsabilidad civil respecto de particulares, el Estado 
quedará obligado a indemnizar. 
 
Así mismo,  ha precisado que el Congreso puede extender la amnistía y el indulto a delitos                            
conexos con los delitos políticos o subsumibles en éstos pero siempre que  respete criterios de 
razonabilidad  e igualdad. Por ello, si  al legislador le asiste una amplia capacidad de 
configuración normativa siempre que se ejerza dentro de los límites constitucionales, es claro que 
de esa capacidad hace parte la posibilidad de extender tales beneficios a los delitos conexos con 
los delitos políticos. No obstante, se trata de una facultad que, como cualquier otra, también está 
sometida a límites superiores, fundamentalmente a los criterios de razonabilidad e igualdad.  De 
acuerdo con estos criterios, el legislador no puede extender arbitrariamente esos beneficios a 
conductas ajenas a su naturaleza, ni tampoco realizar inclusiones o exclusiones que comporten un 
tratamiento diferenciado injustificado. 
 
Ahora bien,  la tensión que surge en nuestro país con ocasión de la aplicación de estas figuras 
a raíz del proceso de paz de la Habana, plantea grandes retos para el Estado, pues han sido 
medidas fuertemente cuestionadas tanto por la sociedad, el sector político y la comunidad 
internacional, lo cual hace aún más evidente la tensión que existe entre la paz y la justicia. Así, 
cabe advertir que si bien estas figuras no se encuentran prohibidas y que resultan útiles al 
momento de entrar en negociaciones para superar el conflicto, internacionalmente si se ha creado 
restricciones a su aplicación con el fin de evitar la impunidad respecto a graves violaciones a los 
derechos humanos, y en esa medida procurar que no se desconozcan los derechos de las víctimas.  
 
En efecto, Suarez (2016) plantea que las amnistías no pueden prohibirse, por cuanto son las 
herramientas de negociación principal del gobierno en un proceso de paz y sus beneficios son los 
que en definitiva pueden motivar la desmovilización de los insurgentes. Por lo anterior,  plantea 
que 
 
El indulto y la amnistía son uno de los  mecanismos más utilizados a nivel internacional para dar 
por terminado un conflicto, las cuales permiten crear un ambiente lo suficientemente atractivo para 
quienes hacen parte del conflicto, logrando su desmovilización y desarme. El uso de estas herramientas 
en la actualidad se encuentra en la mira, no porque se prohíban, sino porque su uso está restringido, ya 
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que por ningún motivo ante graves violaciones de los derechos humanos y del derecho internacional 
humanitario pueden otorgarse amnistías o indultos, sobre todo cuando las mismas son usadas por los 
estados con el fin de eximir su propia responsabilidad penal (p, 48). 
 
     Así entonces, como quiera que en el caso de Colombia, se está aplicando conceptos propios 
de la justicia transicional  y de sus instrumentos,  es posible que al otorgarse amnistías por 
algunas conductas delictivas de los desmovilizados, se evite caer en la impunidad, que es en 



























3. Metodología de investigación 
 
     Se trata de un trabajo investigativo de enfoque  cualitativo y hermenéutico  cuya finalidad es  
analizar e interpretar los lineamientos políticos, la normatividad interna, y del derecho 
internacional, así como también los instrumentos de justicia transicional,  que  posibilitan la  
participación política de los desmovilizados de las FARC-EP, con ocasión del proceso de paz de 
la Habana, como acontecimiento trascendental por el que transita nuestra sociedad, de ahí la 
finalidad de elegir el método cualitativo de investigación, puesto que “apunta a la comprensión 
de la realidad como resultado de un proceso histórico de construcción a partir de las lógicas  en 
sus protagonistas” (Galeano, 2003, p,18). 
 
     Así, en este tipo de investigación se emplea la técnica de revisión documental para la  
clasificación y recolección de la información, elaborando  una matriz de la misma por categorías 
de análisis, entre las cuales se encuentran  la Participación Política,  la Justicia Transicional y los 
Procesos de Paz, y entre las subcategorías se destaca, el concepto de delito político y sus 
implicaciones en el actual proceso de paz frente a la aplicación de las figuras de indulto y 
amnistía. Finalmente, se aborda  las consideraciones éticas que motivan la investigación.   
 
     3.1 Descripción del diseño metodológico  
 
     La ruta metodológica que orienta este proceso investigativo se diseña a partir de tres 
momentos7, los cuales  permitieron arribar a diversas construcciones cognitivas e  
interpretaciones sobre el tema en estudio. 
 
 El primero de ellos correspondió a la exploración del tema motivo de investigación dado el 
contexto coyuntural de la participación política de excombatientes, a raíz de la inclusión de este 
punto en la agenda del proceso de paz de la Habana en noviembre de 2013, por lo que se acudió  
a la revisión documental de lo pactado en los diálogos, lo cual  permitió entrar en contacto con el 
problema a investigar. El segundo momento hace referencia a la  focalización,  donde se delimitó 
el tema de investigación, denominándolo “La participación política de excombatientes, en el 
                                                          
7 Galeano (2003), señala que la investigación cualitativa tiene tres momentos a saber: La exploración, que permite 
entrar en contacto con el problema,  el de focalización o configuración y el de profundización.  
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proceso de justicia transicional en Colombia,”, para después continuar con el planteamiento del 
problema, sus fundamentos teóricos y las razones históricas,  los componentes normativos,  
políticos y de la justicia transicional que posibilitan el ejercicio político de aquellos que un día 
decidieron emprender una causa revolucionaria en procura de cambiar el régimen institucional 
con el cual se encontraban inconformes, puesto que ante un proceso de paz, dejación de armas y 
reintegración a la vida civil, es lógico que entre sus  demandas, se encuentre la aspiración a 
ejercer el derecho a participar en la vida política del país, a través de los mecanismos 
proporcionados por la democracia y con las garantías necesarias que ello implica.  
 
    De igual manera, en este momento, se concretó la pregunta problema  y se trazaron los 
objetivos de investigación, los cuales si bien sufrieron algunas modificaciones en el proceso 
investigativo, en definitiva delinearon el camino para establecer los lineamientos políticos,  
normativos, de la justicia transicional y del derecho internacional que posibilitan o garantizan la 
participación política de excombatientes en Colombia. 
 
     Así, en el proceso de recolección de información se utilizaron fuentes propias de la 
investigación documental, como la revisión  de libros, artículos y revistas,  doctrina y 
jurisprudencia de las Cortes Nacionales y de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, la 
normatividad interna y el Derecho Internacional de los derechos Humanos, así como el derecho 
comparado. De igual manera, se acudió a medios audiovisuales y periodísticos. Ello por cuanto 
“en la investigación documental, las fuentes privilegiadas son las escritas, visuales, audiovisuales 
y los rastros de la cultura material” (Galeano, 2003), todo lo cual permitió depurar la 
conceptualización de las categorías y sub  categorías de análisis, mediante el diseño del marco 
teórico.   
 
Los criterios para organizar o seleccionar  la información que ofrecían las fuentes atendieron a  
criterios de índole doctrinario, normativo,  jurisprudencial, periodísticos y del derecho 
comparado. En esa labor de recolección de la información,  se revelaron  las debilidades y 
fortalezas de los procesos de paz que históricamente se han realizado en nuestro país, mismos 




De igual manera,  permitió reflexionar acerca de  la labor de los jueces a nivel nacional e 
internacional, quienes a través de sus pronunciamientos han contribuido a la construcción de los 
conceptos y alcances de la participación política, la justicia transicional, el delito político, las 
figuras de amnistía e indulto, aplicados durante la resolución de un conflicto.   
 
     Para el levantamiento y operativización de la  información, se han concatenado las siguientes  
categorías y subcategorías:  
 
 CATEGORÍAS DE ANÁLISIS  
 
1. Participación política:  
Derecho a participar en la conformación, 
ejercicio y control del poder político de la 





1.1 Delito político: Infracciones penales contra el Estado, 
entendido como organización jurídico – política, cuya estructura se 
pretende modificar o derrocar  por parte de un grupo disidente. 
1.2 Indulto y amnistía: Figuras Constitucionalmente establecidas 
para ser aplicadas frente a delitos políticos y   ante graves motivos 
de conveniencia pública 
 
2. Justicia Transicional:  
Proceso a través del cual se realizan 
transformaciones radicales de un orden social 
y político, bien sea por el paso de un régimen   
dictatorial a uno democrático, bien por la 
finalización de un conflicto interno armado y 
la consecución de la paz ( Uprimny 2006) . 
 
La justicia transicional como instrumento para 
solucionar las fuertes tensiones que se 
presentan entre la justicia y la paz, en el 





3. Procesos de paz: 
Involucra un proceso de dialogo,  que 
involucra la voluntad política de las 
sociedades que pretenden superar un 
conflicto armado, concretándolo en un 
acuerdo que  sea beneficioso para  las 
partes. 
3.1 Acuerdo de Paz: Fin último de un proceso de paz, 
en el que las partes en conflicto plasman, el camino 








     En este orden de ideas, al abordar el tercer momento de la investigación, esto es el relativo a 
la profundización, se condensa la interpretación de la información  en la elaboración de cuatro 
capítulos que congregan los objetivos trazados, cuyo contenido refleja las respuestas a la 
pregunta problema a partir de una interpretación hermenéutica. 
 
3.2 Sistematización de la información 
 
     La  técnica de investigación de la revisión documental utilizada,  en términos de  Ferri, et al 
(sf),  “se dedica a reunir, seleccionar y analizar datos que están en forma de “documentos” 
producidos por la sociedad para estudiar un fenómeno determinado. También se conoce como 
investigación basada en fuentes secundarias” 
 
     Además, para el tratamiento de los documentos o fuentes recolectadas y para efectos de su 
clasificación y sistematización, es necesario asumir una posición crítica de la confiabilidad de las 
fuentes, de la búsqueda de la información, confrontándola con los saberes disciplinarios, además 
de seleccionar la información archivada, elaborar  fichas u adoptar otros medios de recuperar 
fácilmente los documentos y la información (Morales, 2003). 
 
     Para efectos de registrar y analizar la información,  para algunas fuentes como artículos 
académicos, libros on line, notas periodísticas, legislación,  El Borrador Conjunto y el acuerdo 
definitivo sobre participación política del Acuerdo de Paz de la Habana, los videos y 
documentales obtenidos  vía internet, se elaboró una matriz  conforme a las categorías y 
subcategorías de análisis, en las cuales se destacó los aspectos más  relevantes y la ubicación o 
dirección electrónica para su recuperación posterior (ver anexo). 
  
     De igual manera, por tratarse de un tema de actualidad fue necesario consultar diferentes 
libros, con el ánimo de rastrear la doctrina respecto al punto de la participación política de 
excombatientes con ocasión del proceso de paz de la Habana, en los cuales se hicieron 




     Aunado a lo anterior, para el análisis de la jurisprudencia citada, se utilizó un sistema de 
relatoría, que consistió en extraer de las providencias consultadas los aspectos más relevantes 
para ser aplicados al caso concreto, haciendo seguimiento al desarrollo jurisprudencial que 
entorno a la participación política, el  delito político y las figuras de indulto y la amnistía, se han 
plasmado en las sentencias de la Corte Constitucional y de la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos, así como también en la jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia.  
 
3.3 Consideraciones éticas 
 
     La ética, entendida como el saber que reflexiona sobre las acciones reguladoras de los 
comportamientos sociales y del ejercicio de la voluntad individual, permite la comprensión de la 
diversidad de sistemas de valores y construye un referente a través del cual se establece un 
reordenamiento de las relaciones sociales (…) (Galeano, 2003, p, 69). 
     
En ese sentido, la orientación ética que motiva  esta investigación se encuadra en la necesidad de 
responder  a la realidad que atraviesa nuestra sociedad y a los cambios políticos que enmarca  el 
tema de la participación política de excombatientes, como acuerdo logrado dentro del  proceso 
de paz de  la Habana entre el Gobierno y las FARC-EP. De esta manera, como ciudadanas 
participes de la democracia de nuestro país, esta investigación nos motiva a indagar e interpretar 
los lineamientos políticos,  normativos, de la justicia transicional y del derecho internacional que 
posibilitan la participación política de excombatientes, aspecto que se enmarca dentro de un 
proceso histórico para la solución del conflicto armado y  cuya  garantía contribuye en el proceso 
de construcción de paz de nuestra sociedad, en la medida que apunta a la no estigmatización del 
desmovilizado y que por el contrario ayuda  a ampliar el escenario  político, que en definitiva es 
el que mueve las decisiones que afectan o benefician a la sociedad en su conjunto.  
 
Ahora bien, respeto a  la postura ética en la investigación documental, Galeano (2003) 
sostiene que: 
 
Corresponde a cuidados éticos específicos referidos al manejo  adecuado de los derechos de 
autor, por lo cual todo documento referenciado o que de alguna manera contribuya al trabajo 
investigativo debe dársele los créditos en el texto.  Es necesario seguir las normas 
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establecidas para las citas, las citas de citas y la bibliografía, de tal manera que la 
información allí consignada sea completa y susceptible de ratificación (…) (p, 74). 
 
Por lo anterior, la información que sirve de sustento a esta investigación, es acorde con 
los derechos de autor, sea este individual, corporativo o legislativo y,  se encuentra debidamente 





























Antecedentes de la participación política en Colombia. 
 
En este capítulo, abordaremos las experiencias históricas que  se considera destacadas en 
cuanto al tema de  participación política  en Colombia, para lo cual inicialmente se  realizará una 
breve alusión al surgimiento de los partidos tradicionalistas, luego a su  particular decisión  de 
dividirse el poder político en la coalición del denominado Frente Nacional, posteriormente  se 
adelantará el estudio de  los diálogos de paz intentados en el gobierno del  expresidente Betancur  
en los años ochenta, caso específico de la Unión Patriótica-UP. Luego  se hará referencia al 
extinto M-19 y las amnistías e indultos que se concedieron en su favor a fin de garantizarles la 
participación política. Finalmente analizaremos el frustrado proceso de paz intentado entre el 
gobierno y las FARC- EP en los diálogos de San Vicente del Caguán.  
 
1.1  Acercamiento al origen de los partidos políticos tradicionales  
 
A mediados del siglo XIX , entre 1840-1860-, surgen en Colombia los  partidos liberal y 
conservador, siendo el primero de ellos liderado por José Ezequiel Rojas en el año 1848, y el 
segundo por Mariano Ospina Rodríguez y José Eusebio Caro en el año siguiente. 
Según, Tirado Mejía (1978),  el partido conservador,  propugnaba por  conservar  el statu quo 
como un estado ideal.  Se encontraba integrado por: esclavistas, burócratas, terratenientes, 
militares de alto rango y  el clero. Por su parte,  el partido liberal  se conformaba por 
comerciantes, indígenas, esclavos y los artesanos, para quienes era fundamental  transformar 
al  Estado Colombiano y liberarlo de las sesgadas tradiciones conservadoras. Agrega que el 
partido liberal y conservador son pluriclasistas por su composición, pero en ellos la 
representación de diferentes clases, o fracciones de clase, implica la imposición de los intereses 
de la clase dominante.  
Durante ésta época, el país se vio azotado por constantes episodios de violencia, que 
reflejaban las intensas pugnas por la lucha del poder político entre integrantes de los partidos 
liberal y conservador. Era una “guerra de carácter político que se libraba crudamente en el 
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campo. Una guerra civil no declarada en los campos, entre Liberales pobres y Conservadores 
pobres” (Ospina, citando en Mesa, 2009).  
Entrado el siglo XX,  la Guerra de los Mil días,  fue el más cruento hecho en la historia de la 
lucha bipartidista en Colombia. Bajo el mandato del conservador Manuel Antonio Sanclemente 
se dio el primer paso para la guerra, los liberales  dieron el primer golpe en Santander y 
comenzaron el reclutamiento, se dieron así las batallas de Peralonso (1889) y Palonegro (1900), 
siendo ésta última la más cruda de todas, donde resultó derrotado el partido liberal a manos del 
ejército que defendía los ideales conservadores.  
 
Con los tratados de paz de Neerlandia y Wisconsin (1902) celebrados con Rafael Uribe Uribe 
y Benjamín Herrera respectivamente,  se puso fin a la guerra de los mil días, y la lucha 
bipartidista pasó por un período de relativa tranquilidad, una vez terminada la hegemonía 
conservadora (1930), y tomado el poder por el partido liberal entre los años 1930 y 1946, quien 
mantuvo ausente del mismo a su contrincante político, fue previsible que la lucha bipartidista 
retornara en su máxima expresión.  
En efecto, entre 1946 y 1950, el cambio del gobierno liberal, por el conservador, representado 
por  Mariano Ospina Pérez (1946-1950),  exacerbó la violencia  del país,  no solo por exclusión 
de los liberales del  poder político y del ejercicio de cargos públicos,  sino además por las 
políticas de persecución y represión de derechos implementadas por el gobierno conservador.  
Durante este periodo, se presentó el asesinato de Jorge Eliécer Gaitán (1948),  candidato 
presidencial por el partido liberal, y seguido por una fuerte corriente populista, acontecimiento 
que  Pécaut (2015) denomina como un acontecimiento propio de una ruptura histórica.  Al 
respecto el autor señala: 
En 1948 y 1949 la violencia alcanza un nivel tal que se podría decir que el Estado de derecho se derrumba. El 
cierre del Congreso en 1949 y, poco después, la decisión del Partido Liberal de no participar en las elecciones 
presidenciales, dejando el campo libre a Laureano Gómez, representan los hitos de esta deriva… Ante esto, las 
guerrillas liberales y comunistas ganan cada vez mayor fuerza y comienzan a inquietar más y más a las propias 
élites liberales, hasta el punto de que las abandonan a su suerte  
 
     Así,  la ausencia de control sobre la violencia que azotaba al país,  permitió que en  1953 el 
General Gustavo Rojas Pinilla, de corte conservador,  tomara el poder mediante un golpe de 
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Estado,   bajo la consigna de “No más sangre, no más depredaciones en nombre de ningún 
partido político, paz, justicia y libertad”.  No obstante, cuando “intenta crear su propia 
organización política con miras a un nuevo mandato, y con el apoyo incluso de antiguos 
gaitanistas”, fue derrocado de manera pacífica en mayo de 1957, acontecimiento que fue  “tan 
celebrado como lo había sido su acceso al poder cuatro años antes” (Pécaut, 2015). 
 
     Al respecto, cabe anotar que autores como Medina (2010),  consideran que el General  fue el 
medio usado por la clase política tradicional para frenar el proceso adelantado desde años 
anteriores por la guerrilla que se encontraba en un proceso de estructuración sólido y bajo el 
camino de un buen futuro. 
 
1.1.1 El  Frente Nacional 
 
El  Frente Nacional  inició en el año 1958, como un conceso  político entre los dirigentes del 
partido liberal y conservador, aparentemente  con el fin   menguar la violencia  generalizada  en 
el país desde 1948 a raíz de la muerte de Jorge Eliecer Gaitán, pero que en definitiva fue un 
sistema  de alternación y paridad del poder ejecutivo entre el bipartidismo, el cual pervivió  hasta 
1974. 
      Lozano (2014) señala que el frente nacional fue producto de una estrategia política iniciada 
por Alberto Lleras Camargo, quien fungía como jefe del partido liberal, con la que buscó 
segregar otras corrientes del ámbito político.   
 
“Tal estrategia política fue consolidada en el Pacto de Benidorm, cuando el ex presidente 
conservador derrocado Gómez Castro, exiliado en la población española que lleva el mismo nombre 
del acuerdo, aceptó la iniciativa de Lleras Camargo, firmando los dos jefes un comunicado que 
planteaba la necesidad de unir los dos partidos colombianos para luchar contra la dictadura militar. 
El pacto consistió en crear un gobierno o una sucesión de gobiernos de coalición amplia de los dos 
partidos, hasta tanto las instituciones afianzadas por el decidido respaldo de los ciudadanos, tuvieran 
la fortaleza suficiente para que la lucha cívica se ejercitara sin temor a los golpes de Estado o de la 
intervención de factores extraños a ella y por medio de un incorruptible sufragio cuyas decisiones 
fueran definitivas e incontestablemente respetadas. Los partidos se comprometieron a constituir un 
gobierno de tales características que pusiera en vigor las instituciones abolidas, manteniéndose 




En palabras de Ramos  ( 1998, p. 99), con el Frente Nacional se inicia un periodo  de 
convivencia y contubernio con el reacomodo de las élites, que tuvo como característica  
compartir y alternarse el poder, eliminándose de contera toda clase de oposición  durante 16 
años, y desapareciéndola aún más en el Posfrente Nacional con la milimetría burocrática (1974-
1982).  
La  coalición del Frente Nacional, según Ramos (1998), rezagó  la democracia y anuló 
totalmente la participación  política de cualquier sector distinto a la burguesía colombiana que se 
erigió como única clase gobernante,  ocasionando con ello el inconformismo de los sectores 
sociales excluidos, de ahí que la guerrilla revolucionaria en Colombia surja  dentro del Frente 
Nacional,  como un rechazo a la instrumentalización  de las Instituciones del Poder Público para 
el beneficio del bipartidismo. 
 
Posición distinta asume Pécaut (2015), quien sostiene que el Frente Nacional no significó la 
desaparición de la oposición política, así como tampoco de los movimientos sociales autónomos, 
puesto que “además de que los dos partidos tradicionales estaban constantemente abocados a 
divisiones que tenían profundas raíces históricas, el Frente Nacional durante más de diez años se 
vio confrontado a poderosos partidos de oposición, el MRL8 primero y la ANAPO9”  
posteriormente.  
 
Para Vargas ( 2002), la inequidad  en la participación política del país, fue uno de los tantos 
factores que motivó el levantamiento de los grupos guerrilleros en Colombia, pues  éstos,  con 
las particularidades de cada una de sus organizaciones, tienen raíces muy intensas en las 
dinámicas  internas de las luchas sociales  de los sectores más populares y golpeados de la 
violencia. 
Según Saumeth (s.f), la guerrilla Colombiana es el efecto de dos causas principales. La 
primera  fue la violencia política que desde el principio pretendió transformarse en acción 
revolucionaria. Primó aquí el esfuerzo y la decisión política  de iniciar procesos de construcción 
                                                          
8 Movimiento Revolucionario Liberal 
9 Alianza Nacional Popular, liderada por el general Rojas Pinilla 
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de una fuerza militar distinta al Estado para combatirlo, y  a la postre  su preponderancia sobre la 
sociedad y eventualmente suplantarlo. La segunda causa fue de origen social, primando las 
luchas por la defensa del territorio y de una de organización social particular que luego 
adquirieron la característica de movimiento de autodefensa campesina que  en principio fue  una 
respuesta militar a la acción del Estado.   
 
     Igual línea de pensamiento sigue Cadavid (2016, p. 286), quien afirma que el Frente Nacional   
“ coadyuvó a extender una situación que se convirtió en uno de los principales factores para la 
aparición de la insurgencia armada al establecer de facto, un pacto bipartidista excluyente y 
antidemocrático que para mantener a raya la inconformidad popular recurre a la represión, el 
Estado de sitio y a la contrainsurgencia. Ello bajo el sofisma de pretender el bienestar del Estado. 
 
     Así entonces, puede observarse que  el Frente Nacional fue una clara demostración de que 
pese a las crisis que presentaran los partidos tradicionales liberal y conservador, el poder político 
únicamente se encontraría representado por alguno de dichos partidos, y aunque se habla de 
oposición de otras corrientes políticas, éstas sin embargo no lograron  posicionarse  en el poder.  
 
1.2. El surgimiento de la Unión Patriótica -UP: Una efímera posibilidad para la 
participación política de las FARC-EP.   
 
Los años ochenta muestran otro repunte del empuje popular bajo la forma de los diálogos y 
procesos de paz entre el gobierno colombiano y los movimientos insurgentes. La tregua con las 
FARC-EP, el surgimiento de la Unión Patriótica, las grandes movilizaciones cívicas contra la 
persecución, los crímenes y violaciones de los derechos humanos  confrontan las represalias 
violentas de las fuerzas de Estado y del paramilitarismo (Caycedo,  2013) . 
 
Cursaba el periodo presidencial del entonces mandatario de Estado Belisario Betancur (1982-
1986),  cuando se iniciaron los diálogos  de paz entre el gobierno y los grupos guerrilleros de la 
época,  adelantados con el ánimo de  buscar una salida política al  conflicto armado que azotaba 
al país, producto del reduccionismo democrático y exclusión política que trajo consigo en el 
Frente Nacional.  
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Resultado de las negociaciones de paz,  el gobierno y las FARC-EP suscribieron el  28 de 
mayo  de 1984 los acuerdos de la Uribe, en los cuales las partes se comprometían a un cese 
bilateral del fuego y a una salida política al conflicto armado, sin embargo no se contempló en el 
acuerdo la dejación de armas por parte de las FARC-EP, sino que se concedió  a la insurgencia  
un periodo de prueba para que se organizara, entre otros campos, en el de  la política. Por su 
parte, el gobierno  se comprometió a  ejecutar reformas políticas, económicas y sociales en las 
regiones más afectadas por la violencia, como un compromiso de política social y apertura 
democrática  que el congreso aprobaría posteriormente (Centro de Memoria Histórica, 2014).  
 
1.2.1 Comisión de paz asesora del Gobierno Nacional,  creada mediante Decreto No. 
2711 del 19 de septiembre de  1982. 
 
Esta Comisión,  tuvo  la responsabilidad de prestar asistencia y presentar alternativas de 
acción al presidente, dentro de su responsabilidad de fortalecer la paz pública y social, en las 
diferentes zonas del país. Además, concreta  las bases del Plan Nacional de Rehabilitación, como 
punto de partida para  el diálogo de paz con los grupos guerrilleros.  
 
En los primeros días de Gobierno de Belisario fue la reconstitución  de la Comisión de Paz, 
que había sido disuelta por el anterior Gobierno de Julio César Turbay.  Sin embargo en este caso 
se conformó con 40 miembros de diferentes ideologías políticas y sociales.  El    Presidente 
Betancur le señaló a la Comisión dos tareas fundamentales.  La primera, adelantar diálogos con 
los diversos sectores sociales sin limitación alguna, y la segunda, formularle al gobierno 
sugerencias y propuestas con relación a temas de interés nacional como, la incorporación de 
áreas y estamentos a la vida social, política y económica del país; la recuperación y desarrollo de 
regiones que requerían de estrategias especiales del Estado; y el mejoramiento de la justicia y la 
seguridad de los ciudadanos entre otros (Afanador, 1993. P. 90).  
La Comisión de Paz, permitió conocer la voluntad del gobierno en torno a promover la 
modernización de las instituciones políticas, dirigidas a enriquecer la vida democrática de la 
nación, e insistir ante las Cámaras en la pronta tramitación de los proyectos sobre reforma 
política, garantías a la oposición, elección popular de alcaldes, reforma electoral, acceso 
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adecuado de las fuerzas políticas a los medios de información, control político de la actividad 
estatal, eficacia de la administración de justicia, impulso al proceso de mejoramiento de la 
administración pública y nuevas iniciativas encaminadas a fortalecer las funciones 
constitucionales del Estado, así como a procurar la constante elevación de la moral pública. 
1.2.2. Los Acuerdos de la “Uribe” ( 28 de marzo de 1984) 
 
En el marco del acuerdo, los puntos clave de la agenda fueron: la participación 
política; facilitación en la creación de asociaciones comunales de campesinos, indígenas y 
trabajadores; reforma agraria; mejoramiento de las condiciones de vida de la 
población (educación, salud, trabajo, etc.); supresión de otras fuerzas armadas adicionales a las 
institucionales del Estado; reconstrucción social y reparación a víctimas. 
 
Además, en el acuerdo se estableció lo siguiente: 1) Cuando cesaran los enfrentamientos 
armados, se abriría  un período de prueba o espera de un (1) año para que los integrantes de la 
agrupación Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia (FARC-EP) pudieran organizarse 
política, económica y socialmente, según su libre decisión, 2) Los integrantes de las FARC-EP 
podían  acogerse a los beneficios de amnistía contemplados en la ley 35 de 1982 y decretos 
complementarios, cuando llenasen  las condiciones  previamente  establecidas (Acuerdo de la 
Uribe, puntos 6 y 7).  
 
Los diálogos de paz y la  suscripción del acuerdo,  significaron  la mayoría de edad para las 
FARC-EP en términos políticos y el inicio de un “proceso para la construcción de una fuerza 
política capaz de competir en la nueva coyuntura de apertura democrática, y hostilidad militar”, 
que atravesaba el país en la década de los ochenta,  además de “liderar la lucha de masas y 
establecer el derecho a la controversia, como pilar del libre ejercicio de la oposición” (Trejos 
Rosero, 2013). 
 
Bajo tales cimientos, surge entonces  en 1985  la Unión Patriótica, como  un partido político 
nacional de Izquierda,  conformado no solo por integrantes de las Fuerzas Armadas 
Revolucionarias de Colombia FARC-EP, sino además por el partido Comunista Colombiano 
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PCC, los movimientos democráticos de izquierda, activistas políticos, estudiantes y en general 
por gran parte de la sociedad colombiana que encontraron en la UP, el espació legitimo para el 
ejercicio de la política como fuerza opositora a la  clasista y excluyente tradición política  del 
país.  
Medina (como se citó en Trejos Rosero, 2013) sostiene que la gran acogida que tuvo el 
movimiento político, se reflejó en los comicios electorales del año 1986,  en los cuales la UP 
logró la más alta votación en la historia de la izquierda colombiana,  obteniendo  la elección de 
14 congresistas, 14 diputados, 351 concejales y 23 alcaldes municipales. 
 
Para Santofimio (2001),  la Unión Patriótica, nació como fuerza política alternativa al 
tradicionalismo de los partidos políticos, llamada  "Tercer partido" o "partido de oposición", de 
cara a un sistema bipartidista cerrado y excluyente de las relaciones Estado y sociedad. Agrega 
que la UP,  como movimiento político,  buscó el poder para el pueblo por el único camino 
posible en Colombia: uniendo el campo y la ciudad en una acción conjunta, tendiendo un puente 
entre las distintas y fundamentales formas de lucha del  pueblo Colombiano. 
 
1.2.3 Persecución y  fragmentación política de la UP  
 
     La empatía que generó  la Unión Patriótica,  si bien significó un gran avance para la oposición 
política en Colombia y la oportunidad  de intentar una salida negociada al conflicto, no fue vista 
con beneplácito  ante los ojos de agentes estatales de ultraderecha y militares, paraestatales y 
narcotraficantes, quienes de manera sistemática emprendieron una persecución a muerte contra  
de los militantes de la UP y sus simpatizantes, quienes en un corto periodo fueron exterminados 
y otros exiliados, ante la mirada pasiva y complaciente del gobierno de turno, quien pese a tener 
conocimiento de tan cruenta realidad, omitió adoptar alguna medida contundente para 
contrarrestar la grave tragedia que empañó la actuación política de la UP.  
 
    El documental “el baile rojo memoria de los silenciados”(2003), denominado así por ser uno 
de los planes elaborados para adelantar  la persecución de los miembros de la UP,  consigna el 
testimonio de algunos sobrevivientes exiliados y familiares de militantes asesinados, que refieren 
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como fueron sujetos de persecución por tener una ideología política diferente, y las dificultades 
para “pelearse un espacio político en un país de una intolerancia inimaginable”, que nunca 
propició las garantías para la oposición.   
 
     La cruel persecución que se desencadenó contra la UP, propició la ruptura de la unión del 
grupo político, en tanto que las FARC-EP abandonó el camino político en la resolución del 
conflicto y retomó la lucha armada, bajo la consigna de “todas las formas de lucha”, puesto que 
los actos de hostilidad contra la UP fueron interpretados como el incumplimiento del gobierno 
cambiante a los acuerdos logrados en las negociaciones de paz de la Uribe. De igual manera, se 
presentaron fuertes tensiones al interior del partido, que provocaron la desestabilización del 
partido.   
 
     Ciertamente, Bernardo Jaramillo, Presidente de la UP para el año 1987, afirmó que la UP  era  
una organización completamente distinta a las FARC-EP, con  dirección, programa y propuesta 
política propios.   
Efectivamente, las FARC proponen el proyecto de la Unión Patriótica durante la tregua y participan 
activamente en su creación a través de algunos de sus  guerrilleros amnistiados, pero luego, con el 
desgaste de ese proceso, se va produciendo un deslinde entre las FARC y  la UP. Las FARC retoman 
su camino de lucha armada y la UP se desarrolla independientemente de éstas como proyecto político. 
Y ya  en el V Pleno de la UP, en abril de 1987, se hace un deslinde con respecto a las FARC. Hasta ese 
momento, todavía éstas manejaban ciertas cosas y  su dirección daba opiniones sobre   lo que la Unión 
Patriótica debía hacer. (Harnecker, 1989, p. 5). 
 
Ahora bien, frente al panorama actual del proceso de paz y específicamente respecto al 
acuerdo logrado en cuanto a  participación política,  autores como Villarraga (citado en  
Colprensa, 2015), sostiene que pese a que no se han conseguido con claridad las garantías 
necesaria para la oposición política,  el grado de violencia que hoy experimenta el país no  se 
equipara al existente  para la época en que aconteció la persecución de la Unión Patriótica como 
partido político,  donde existía un nivel exacerbado de violencia contra los dirigentes y 
simpatizantes de los partidos políticos de  izquierda o inclinaciones progresistas. Por su parte, 
Antequera (citado en Colprensa, 2015), asegura que  la ejecución de los miembros de la UP,  
tenía un fin evidentemente político,  y por ello considera que hoy las garantías para el ejercicio 
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político de la izquierda, no están dadas, pues son constantes las amenazas contra los líderes de 
izquierda. 
     Así entonces, la experiencia de la Unión Patriótica como partido político, constituye  hasta 
hoy el referente más claro sobre la participación política del grupo guerrillero de las  FARC -EP, 
pero también  su  principal argumento de  desconfianza para iniciar nuevas negociaciones con el 
gobierno (Fundación ideas para la paz, 2013 .). De ahí que las garantías de seguridad que se 
brinden al partido político que eventualmente conformen las FARC-EP, con ocasión de su 
posible desmovilización, resultan relevantes para sacar avante su proyecto político.  
 
1.2.4 Instrumentos normativos 
  
Inicialmente, como instrumento normativo se destaca la ley  35 de 1982,  ley de amnistía, que  
otorgaba el perdón y olvido, automática e incondicionalmente a los  insurgentes de los grupos 
guerrilleros de la época  y  la cesación de todo procedimiento judicial en su contra,  con la 
consecuente libertad inmediata para todos los presos políticos.  No era necesario que éstos 
manifestaran su aceptación, les bastaba solicitar su libertad al Tribunal Superior del respectivo 
Distrito Judicial en donde se adelantaba el proceso,  para gozar de libertad incondicional                         
( Afanador, 1993).    
      Se expide igualmente la Ley 49 de 1985, como una iniciativa del gobierno para conceder 
indultos  a quienes no hubieran sido beneficiados por la amnistía otorgada en 1982 y a quienes 
con posterioridad cometieran delitos políticos o conexos.   
 
Dicha ley, facultaba al presidente  para conceder indulto a los colombianos que hubieren sido 
condenados mediante sentencia ejecutoriada o estuvieren siendo procesados o requeridos por la 
justicia por los delitos de sedición, rebelión y asonada y delitos conexos, con excepción del 
secuestro, la extorsión y el homicidio fuera de combate.  
No obstante, la ley de indulto no tuvo el impacto esperado, puesto que muy pocos 
combatientes  se sometieron a ella, ocasionando así la debilitación del proceso de  paz  y dando 




1.3 Proceso de paz con el M-19 
  
El Movimiento del 19 de Abril M-19,  fue un movimiento insurgente colombiano que tuvo su 
génesis en el  supuesto fraude electoral en las elecciones presidenciales del 19 de abril de 1970, 
que llevó al poder a  Misael Pastrana Borrero. Nace  como movimiento político y  símbolo de  
rebeldía contra el elitismo en el poder, conformado por un sector de la Alianza Nacional Popular, 
ANAPO y   parte de miembros disidentes de la milicia urbana de las FARC-EP.  Posteriormente 
se convierte en un movimiento armado en contra del Régimen Institucional, que pasó a 
conformar   uno más de los grupos guerrillero que entonces existían en el país.    
 
En el periodo presidencial del gobierno de Belisario Betancur, se apostó por una salida 
política al conflicto armado suscitado con las guerrillas,  entre ellos el M-19,  sin embargo 
durante su administración,  pese a que se establecieron las bases para alcanzar un acuerdo de paz 
con el grupo insurgente, no fue posible lograr su desmovilización, debido  al  asesinato de su 
líder Iván Marino Ospina , por una parte,  y por otra, por  el  ataque al Palacio de Justicia 
perpetrado por el grupo guerrillero, lo cual generó  un distanciamiento de los diálogos de paz.   
Durante  el gobierno Betancourt,   se propuso por primera vez, adelantar discusiones pluralistas 
sobre la reforma política y la paz, así como diálogos con la guerrilla para buscar una solución 
negociada al conflicto armado. Aunque estos esfuerzos no dieron resultados esperados, sí 
marcaron la nueva etapa de búsqueda de paz  (Citado en Ramírez y Restrepo, 1991, p. 1). 
 
En efecto, inicialmente el Gobierno de Belisario Betancur y el M-19,  suscribieron los 
Acuerdos de Corinto (Cauca),   el 24 de agosto de 1984,  los cuales contemplaban un cese 
bilateral al fuego y la salida política al conflicto armado del país. Sin embargo la tregua se 
rompió debido al incumplimiento de lo acordado por parte del gobierno, mediante el ataque 
militar a miembros del grupo guerrillero.  
No  fue sino hasta el 9 de marzo de 1990,  bajo el gobierno del Ex presidente Virgilio Barco, 
cuando se firma el  acuerdo político  de paz con la guerrilla del M-19,  en el cual se estableció el 
desarme, la desmovilización y la reincorporación de  aquellos a la vida civil, así como también,  
sus aspiraciones para participar en política. Dicho acuerdo estableció:  
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Art. 2: (…) Para promover la incorporación a la vida civil de los guerrilleros y el tránsito de la 
lucha armada a la vida política, respaldan el establecimiento por una sola vez de una 
circunscripción especial para la paz para partidos políticos surgidos de movimientos alzados en 
armas desmovilizados (…)  
Art. 8: (…) se aplicará el indulto a los miembros del M-19 y se dará inicio a los programas de 
reinserción social. 
Los distintos sectores del país recibieron  de diversas maneras el acuerdo celebrado. La 
sociedad acogió el acuerdo logrado, las  fuerzas armadas  no vieron con beneplácito dichos 
acuerdos, lo mismo que los gremios económicos los cuales comenzaban a expresar su 
desacuerdo con el desarrollo del proceso de paz debido a los numerosos actos de violencia 
ocurridos: secuestros, asesinatos de militares, campesinos, ganaderos, asalto a poblaciones, 
boleteo y extorsión entre otros. Protestaron los ganaderos y agricultores de Antioquia, luego los 
ganaderos y azucareros del Valle del Cauca, más tarde el Comité de Ganaderos de Arauca, 
después los arroceros de todo el país y los de los Llanos Orientales, y también los algodoneros 
del César y los bananeros de Urabá y los ganaderos y agricultores de Caquetá, Bolívar, Casanare, 
Guajira, Cundinamarca, Meta, Santander, Tolima, Cauca, Norte de Santander, Sucre, Ciénaga 
Grande y Lorica  (Afanador, 1993). 
 
1.3.1 Las leyes de indulto y amnistía, como instrumentos normativos. 
 
Con ocasión de la desmovilización del grupo insurgente, y para efectos de propiciar el espacio 
para que sus miembros posteriormente participaran en política,  se adoptó como instrumento 
normativo  la  ley 77 de diciembre 22 de 1989,  mediante la cual se facultó  al Presidente de la 
República para conceder indultos, así  como también se  regularon los  casos de cesación de 
procedimiento penal y de expedición de autos inhibitorios en desarrollo de la política de 
reconciliación, con los grupos guerrilleros. Así entonces, la atribución de  indultar a los 
desmovilizados, radicó exclusivamente en una decisión política del Presidente de la República y 
los Ministros de Gobierno y Justicia,  la cual se materializó mediante, resolución ejecutiva.  
 
Bajo el amparo de dicha norma, los excombatientes fueron indultados por la comisión de 
delitos políticos, junto con los delitos conexos a éstos. Sin embargo, el indulto no se aplicaría a 
los homicidios cometidos fuera de combate, con sevicia, o colocando a la víctima en estado de 
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indefensión, ni a los actos de ferocidad o barbarie, así como tampoco,  a quienes formaran parte 
de organizaciones terroristas. 
 
Además, para blindar el acuerdo de paz respecto a las amnistías e indultos otorgados  a los 
desmovilizados del M-19, igualmente se expidió la Ley 7ª de 1992, que dispuso:  
 Cuando en cumplimiento de lo dispuesto en una ley que decrete amnistía, faculte al 
Gobierno para conceder indultos o prevea la cesación de procedimiento en desarrollo de una 
política de reconciliación, se hubiere ordenado la cesación de procedimiento, habrá lugar en 
cualquier estado del proceso a la aplicación plena de los principios de favorabilidad y cosa 
juzgada. Así mismo, se agotará el ejercicio de la acción penal respecto de las personas 
beneficiadas frente a todos los hechos objeto de la misma y si fuere procedente se ordenará el 
archivo del expediente.   
 
1.3.2 El camino político después del acuerdo de paz. Nace la Alianza Democrática como 
partido político.  
 
 
Después del armisticio, el 2 de abril de 1990,  los miembros del M-19 se unieron a varios 
grupos políticos de izquierda para crear un nuevo partido denominado Alianza Democrática M-
19, el que contó con la participación de “sectores de la Unión Patriótica (Círculos Bernardo 
Jaramillo), el  Frente Popular, Socialismo Democrático, Colombia Unida, Movimiento 
Inconformes y otras agrupaciones cívicas y políticas de alcance regional”  (Patiño,  Grabe & 
García,  2009). 
Mediante la creación del partido político Alianza Democrática M-19, se garantizaba  las 
aspiraciones de participación política de los excombatientes. Este partido de Izquierda tuvo 
relevancia en el escenario político del país, puesto que en sus inicios obtuvo gran respaldo 
popular  e integró el grupo de los partidos políticos de la Asamblea Nacional Constituyente del 
año 1991, cuya finalidad era la de lograr una apertura democrática para dejar a un lado el sesgo 
político de los partidos tradicionales y permitir la  creación de otros, con mayor participación.  
 
Ciertamente,  según Patiño et al (2009), las reformas políticas y constitucionales que 
resultaron, no solo  por la desmovilización del M-19, sino con otros grupos guerrilleros 
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colombianos desmovilizados, permitió un trascendental avance  para la democratización del país, 
en tanto que lograron hacer de la nueva Constitución una verdadera carta de derechos. 
 
Cabe destacar que si bien,  el principal candidato presidencial  de la Alianza Democrática, 
para las elecciones del  mes de mayo de  1990, Carlos Pizarro, fue asesinado,  concurrió en su 
remplazo Antonio Navarro, quien obtuvo el 12% de la votación total de los comicios electorales 
de ese año, e incluso superó al candidato del tradicional partido conservador. Además, el partido 
se mantuvo en la “legalidad logrando obtener 19 puestos equivalentes al 27% de los votos para 
participar en la Asamblea Nacional Constituyente, donde tuvieron  una actuación protagónica en 
la redacción de una nueva carta política”, lo cual evidenció, que pese a la corta campaña electoral 
que emprendieron,  el pueblo colombiano aceptaba su propuesta política  (Fundación Ideas Para 
la Paz, 2013, p, 13). 
 
Paradójicamente la opción política del M-19, encarnada en el partido Alianza Democrática,  
implicó continuidad y ruptura al mismo tiempo (Pinzón, et al, 2009), puesto que no  logró 
mantenerse lo suficiente  en la vida política, por una parte, debido a la ausencia de horizonte 
político del partido, ocasionada por el vertiginoso desarrollo de las contiendas electorales,  que 
impidió que se ejerciera un auténtico liderazgo al interior del mismo, y por el contrario fueran 
más notorios los individualismos que en definitiva terminaron por agrietarlo. Por otra parte,   les 
faltó entender colectivamente el carácter del poder de los partidos políticos tradicionales  y  “ la 
diferencia entre un voto de opinión (…) y la manera concreta como operaba la política 
clientelista a través de una maquinaria electoral (…) en los procesos electorales (…)”. (Ibídem)  
 
Por ello, autores como Ramos (1998) afirman que:  “ El problema del M-19 fue convertirse en 
parte del gobierno sin haberlo ganado primero en las urnas: se diluyó en los devaneos y las 
mieles de la administración Gaviria Trujillo”.  (p, 100) 
 
De ese cambio de la ilegalidad a la democracia hay varias experiencias en política, pero quizá 
las más connotadas son las de Antonio Navarro Wolf y Gustavo Petro, quienes más tarde 
integrarían el partido político del Polo Democrático y con el apoyo estimable  de un sector de la 
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ciudadanía  han logrado mantenerse en la vida política del país, tanto a nivel  local como 
nacional.  Al respecto,   Navarro Wolf, en entrevista para El Espectador (2013) afirmó: 
Cuando negociamos con el Gobierno Nacional en 1989, se acordó una favorabilidad para acceder con 
menos votos al Congreso de la República como elemento principal de participación política.  Esa 
favorabilidad requería una reforma constitucional que se tramitó a fines de 1989, pero que finalmente 
se hundió porque Pablo Escobar introdujo en ella el tema de la extradición. Quedamos pues sin nada 
en la mano. En ese diciembre de 1989, Carlos Pizarro y yo pensamos muy despacio qué hacer. 
Sentíamos que había un gran respaldo popular a nuestro proceso de paz, pero no estábamos totalmente 
seguros de él. Así que optamos por un camino inédito. Carlos Pizarro y yo, los comandantes 1 y 2 del 
Eme, sin firmar aún el acuerdo de paz, salimos a Bogotá a ver cómo lucían las cosas en el terreno (…) 
Lo que confirmamos en ese período fue que lo más importante de una negociación de paz no es lo que 
pase en la mesa de conversaciones, sino su efecto en la opinión pública, pues se cambian las armas por 
los votos como esencia de una paz política (…) 
 
Así entonces,   la experiencia política del extinto M-19,  demuestra que las exigencias de 
participación política de los grupos guerrilleros al momento de desmovilizarse y celebrar 
acuerdos de paz,  son un punto necesario a negociar, pues no debe olvidarse que una de  las 
razones que los motivaron a emprender la lucha armada es justamente la exclusión para 
participar en las decisiones políticas del país de manera legal. 
 
Además, en el proceso de paz adelantado con la guerrilla del M-19,  la expedición de las leyes 
de indulto y amnistía, por iniciativa del gobierno, permitió que los desmovilizados guerrilleros 
fueran  absueltos por la comisión de delitos políticos,   y conexos con estos, con el fin de 
habilitar su posterior participación en política, lo cual  evidencia que en  los procesos en los que 
se pretende la desmovilización armada, la justicia, entendida en su deber ser, se flexibiliza, para 
permitir la realización de un bien mayor para la sociedad, representado en la obtención de la paz 
y la reconciliación nacional.  
 
Sin embargo, tal flexibilidad, puede representar para algunos, cierto grado de impunidad, 
puesto que ligada a la actuación rebelde de los grupos guerrilleros, existen otras conductas 
delictivas que no propiamente pueden entenderse como delitos políticos, como son los actos de 
lesa humanidad, crímenes de guerra y otros, que incluso la misma ley de indultos los condenaba 




1.4 El frustrado proceso de paz de San Vicente del Caguán 
 
Para la época en que empezó a delimitarse un posible acuerdo con las FARC- EP, Ramos  
(1998, ps.  101-102 ) aseguró que la guerrilla, vista desde el altillo histórico de 1998, vive la auto 
justificación de un proyecto imposible, en tanto que deambula entre la insurrección y la 
revolución, cayendo en la desfiguración de los propósitos políticos  como organización 
encaminada a la toma del poder,  en la media que su actuación se distorsiona con el  ejercicio  
intenso y extenso de la violencia sin la materialización del triunfo. 
 
Las negociaciones del proceso de paz  entre el gobierno del expresidente Andrés Pastrana y la 
guerrilla de las FARC-EP, iniciaron en el año de 1997, sin embargo se desarrollaron entre los 
años  1998 y 2002, cuando el gobierno accedió a desmilitarizar  una parte de   los municipios de 
Mesetas, La Uribe, La Macarena, Villahermosa y San Vicente del Caguán,  territorios que serían 
conocidos como la zona de disensión o zona de despeje.  
  
El proceso  fue dinámico en cuanto a la  participación  de  distintos sectores, como las 
organizaciones sociales,  la sociedad colombiana y extranjera,   los movimientos políticos y 
ciudadanos, las organizaciones no gubernamentales (ONGs),  líderes comunitarios 
organizaciones multilaterales y países interesados.   
 
La Agenda Común para el cambio hacia una nueva Colombia, o Agenda de La Machaca, 
firmado el 6 de mayo de 1999,  fue la hoja de ruta que guiaría el proceso, la cual estableció 12 
puntos de negociación,  uno de los cuales fue el relacionado con la  Reforma política para la 
ampliación de la democracia, que incorporaba los siguientes puntos: a)  Reformas de los partidos 
y movimientos políticos , b)  Reformas electorales , c) Garantías a la oposición , d) Garantías a 
las minorías y e)  Mecanismos de participación ciudadana.  
 
Dentro de la Agenda Común por el Cambio hacia una Nueva Colombia, se hace referencia a 
la participación política, como un derecho  para el ejercicio de la oposición política en general y 
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en particular para los nuevos movimientos que surgieran  luego de la firma de un posible 
Acuerdo Final. 
 
Entre las aspiraciones políticas de las FARC-EP, se encontraban temas referentes a reformas 
partidistas y electorales, garantías  para  la oposición, y la implementación de mecanismos de 
participación ciudadana. Para reforzar  estas propuestas, enfatizaban en la adopción  de un 
documento  sobre  cese al fuego en el que  “advierten sobre la necesidad de que el Estado acabe 
“con la represión en contra del pueblo”, garantizando el libre ejercicio de los derechos civiles y 
políticos y en el que recomiendan que el movimiento político que formalizara a las FARC-EP 
goce de todas las garantías y derechos “(citado en Fundación Ideas para la Paz, 2013, p.16) . 
 
Al igual que en los procesos de paz ocurridos desde los años ochenta en Colombia, en este 
proceso la participación política se concibió como una exigencia de negociación para avanzar en 
la discusión de la agenda de temas sustantivos, pero sin lograr finalmente mayores resultados. 
Para Trejos Rosero (2013) el mayor logro político de las FARC-EP, en ese momento, fueron las 
dos visitas realizadas por el ex presidente Andrés Pastrana a los campamentos del grupo 
guerrillero y  el despeje de 42.000 Km2, en desarrollo del fallido proceso de dialogo del Caguán.  
 
Aunque desde sus orígenes las FARC-EP han pretendido participar activamente en política, 
fue solo hasta su séptima conferencia (1982) que definieron una agenda política concreta para 
acceder al poder por cualquier medio. Esto devino en la creación de la Unión Patriótica, cuyo 
exterminio socavó las aspiraciones políticas de la guerrilla por la vía de la legalidad como ya se 
ha explicado. No obstante este fracaso, el objetivo de participar en política a través de un 
movimiento legítimo se mantendría y se fortalecería a través del “Movimiento Bolivariano para 
una Nueva Colombia” y la exigencia, como principio irreductible para cualquier negociación, de 
la ampliación de las garantías y derechos de participación para todos los movimientos de 
oposición, incluyendo el acceso a los medios de comunicación (Fundación Ideas para la Paz, 
2013).   
 
Los diálogos del Caguán, finalizaron  el 20 de febrero de 2002, sin ningún resultado favorable 
para la paz, ya que  la apuesta por negociar  sin disponer previamente el cese bilateral al fuego, y 
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en definitiva sin que las partes tuvieran  una verdadera voluntad de negociar la paz, por el 
fortalecimiento militar de parte y parte, así como de la creación del paramilitarismo más reciente,  
lo único que generó fue  fracaso de los diálogos,  y la ruptura de la confianza negociadora. 
Al respecto La  Comisión de Notables de la Mesa de Dialogo (2001), expuso              
“ La experiencia histórica, tanto en Colombia como en el mundo, demuestra que el esquema 
de la negociación bajo el fuego no produce resultados satisfactorios, al menos en el corto y 
mediano plazo, en el objetivo de lograr la paz. Porque, entre otras cosas, supone mantener la 
aspiración de cada una de las partes en conflicto de imponerse por la fuerza de las armas a la parte 
contraria, hasta derrotarla militarmente, con todo lo que ello implica en pérdida de vidas 
humanas, en destrucción material, en gasto económico y en ruina física y moral para millones de 
personas (…)Por el contrario, lo que constatamos, con viva preocupación, es que en estos tres 
años que lleva de iniciado el proceso, bajo el esquema de la negociación bajo la guerra, el 
conflicto lejos de amainarse se ha intensificado, y el paramilitarismo no ha cesado de aumentar su 
accionar ilegal. Como consecuencia de ello, cada día aumentan el número de masacres y de 
víctimas inocentes y las violaciones más aberrantes al Derecho Internacional Humanitario (DIH).  
 
Así entonces, la ruptura de los diálogos, ocasionó la remilitarización de la llamada zona de 
distención  por parte de la fuerza pública,  lo que significó la continuidad del conflicto en los 



















El proceso de paz de la Habana, 2012-2016. El panorama  de la participación política 
de las FARC –EP 
 
La paz es una obligación para que funcione la sociedad y el Estado de Derecho…lo contrario se 
llama Estado de Guerra. ( Ramos, 1998). 
 
     En este capítulo, se aborda  inicialmente los antecedentes que dieron lugar al proceso de paz 
de la Habana,  entre ellos la expedición del Decreto 01 de 2012, denominado Marco Jurídico 
para la Paz, mediante el cual se establecieron los mecanismos jurídicos de la  Justicia 
Transicional para avanzar en la búsqueda de la paz, entre el gobierno y la guerrilla de las FARC-
E P. Luego se analizará el contexto y las razones políticas que dieron inicio a los diálogos de paz, 
con la expedición del Acuerdo General para la Terminación del Conflicto y la Construcción de 
una Paz Estable y Duradera, para finalmente arribar  al tema específico de  la participación 
política de excombatientes.  
 
2.1 El preámbulo de la negociación de paz dentro del proceso de Justicia Transicional. 
Expedición del Marco Jurídico para la Paz.  
      
     En aras de implementar los instrumentos jurídicos de la Justicia Transicional, con ocasión del 
proceso de paz que comenzaría a gestarse con  el grupo guerrillero de las FARC- EP, como 
iniciativa del gobierno, el legislador expidió el Acto legislativo 01 de 2012, denominado Marco 
Jurídico para la Paz,  “Por medio del cual se establecen instrumentos jurídicos de Justicia 
Transicional en el marco del artículo 22 de la Constitución”.  
 
     El marco jurídico para la Paz, con no pocas críticas en su contra, introdujo una reforma a la 
Constitución Política de Colombia,  con el fin de facilitar la terminación del conflicto interno y 
lograr una paz estable y duradera, con garantías de no repetición y seguridad,  respeto a los 
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derechos de las víctimas a la verdad, la justicia y la reparación, tal como se consigna en el 
artículo  1º , del cual se destaca:  
(…) Los instrumentos de justicia transicional serán excepcionales y tendrán como finalidad 
prevalente facilitar la terminación del conflicto armado interno y el logro de la paz estable y 
duradera, con garantías de no repetición y de seguridad para todos los colombianos; y 
garantizarán en el mayor nivel posible, los derechos de las víctimas a la verdad, la justicia y la 
reparación.  
Una Ley estatutaria podrá autorizar que, en el marco de un acuerdo de paz, se dé un tratamiento 
diferenciado para los distintos grupos armados al margen de la ley que hayan sido parte en el 
conflicto armado interno y también para los agentes del Estado, en relación con su participación 
en el mismo.  
Mediante una Ley estatutaria se establecerán instrumentos de justicia transicional de carácter 
judicial o extra-judicial …  
En cualquier caso se aplicarán mecanismos de carácter extra-judicial para el esclarecimiento de la 
verdad y la reparación de las víctimas. La  Ley deberá crear una Comisión de la Verdad… 
 Tanto los criterios de priorización como los de selección son inherentes a los instrumentos de 
justicia transicional (…) 
 
     De lo anterior, se observa  que mediante el  Marco Jurídico para la Paz, el Estado  busca 
“abrir un espacio constitucional para el desarrollo de una estrategia integral y coherente de 
justicia transicional que permita la máxima satisfacción posible de los derechos de las víctimas”, 
donde la finalidad prevalente es alcanzar la paz. Para lo cual, consagra  mecanismos de justicia 
transicional como  los siguientes:  
- Mecanismos de carácter extrajudicial para el esclarecimiento de la verdad y la reparación a las 
víctimas. Entre los mecanismos de esclarecimiento de la verdad, se prevé la creación de una 
comisión de la verdad. 
- Criterios de selección y priorización para el juzgamiento de los máximos responsables y los más 
graves crímenes; 
- La renuncia condicionada a la persecución judicial penal y la suspensión condicional de la 
ejecución de la pena en los casos de quienes no fueron considerados máximos responsables, 
- La aplicación de penas alternativas, de sanciones extrajudiciales y de modalidades especiales de 
cumplimiento (Ministerio de Justicia y del Derecho, s.f). 
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     Así entonces, en el sistema de Justicia Transicional que actualmente se aplica en Colombia, la 
finalidad del posconflicto no se enfoca en la retribución, sanción punitiva y persecución penal, 
como se consideró en la fase inicial de la Justicia Transicional, representada en los Tribunales 
Militares de Núremberg y de Tokio,  pues lo que actualmente  le interesa es alcanzar un fin 
mayor, que es la paz. De ahí que bajo este sistema, se flexibilice el sistema penal respecto de 
quienes intervinieron en el conflicto, para de esa forma incentivar el ánimo de negociación, la 
desmovilización, rendición de cuentas y la verdad. 
 
     Ciertamente, para Salazar (2012) la potestad punitiva del Estado,  a través de la acción  penal, 
no  es el principio orientador y constitutivo de la justicia transicional, sino que es necesario 
articular  el aspecto  penal con los estándares de  verdad,  justicia, reparación y las garantías de 
no repetición para las víctimas del conflicto, es decir que si disminuye la intensidad de la 
actuación penal, “se puede alcanzar un nuevo equilibrio de justicia fortaleciendo la respuesta en 
relación con las demás medidas. El Estado debe mitigar las posibles limitaciones de las medidas 
individualmente consideradas, buscando su aplicación conjunta”. 
 
     De otro lado,  en cuanto a participación en política, el artículo 3º del Marco Jurídico para la 
Paz, que incorpora el artículo 67 Transitorio a  la Constitución,  establece que  a través de una 
ley estatutaria, el legislador definirá  los delitos considerados conexos al delito político, sin que 
en tal regulación puedan considerarse como tales, los delitos que adquieran la connotación de 
crímenes de lesa humanidad y genocidio cometidos de manera sistemática. No podrán participar 
en política ni ser elegidos quienes hayan sido condenados y seleccionados por dicha clase de 
delitos.  
 
     A la par de las negociaciones de paz de la Habana, la Corte Constitucional, asumió el estudio 
de  las demandas de acción pública de inconstitucionalidad presentadas en contra del Marco 
Jurídico para la Paz, pronunciándose en dos oportunidades. La primera, mediante la sentencia  C-
579 del 2013, que  declaró  la exequibilidad del inciso cuarto del artículo 1º del Acto legislativo 
01 de 201210 , y la segunda, al proferir la sentencia  C-577 de 2014  (M.P Dra. Martha Victoria 
                                                          
10 Tanto los criterios de priorización como los de selección son inherentes a los instrumentos de justicia transicional. 
El Fiscal General de la Nación determinará criterios de priorización para el ejercicio de la acción penal. Sin perjuicio 
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Sáchica Méndez),  por medio de la cual se declaró exequible el artículo 3º del Marco Jurídico, al 
concluir que:   
El artículo transitorio 67 de la Constitución no sustituye la Constitución porque: 
a) Resulta acorde con el principio definitorio de participación política inherente al marco 
jurídico democrático y participativo, tal y como el mismo fue consagrado por el régimen 
constitucional vigente; y 
b) En tanto, en el caso de los desmovilizados que sean seleccionados y condenados en el 
marco del proceso de justicia transicional, el artículo transitorio 67 tiene como presupuesto el 
cumplimiento de una serie de condiciones establecidas por el propio Acto Legislativo 1 de 
2012, que garantizan que no se eluda el deber de investigar, juzgar y sancionar las graves 
vulneraciones a los derechos humanos. (p. 170)  
 
     Mientras que el gobierno, en cabeza del Presidente de la República, el entonces  Fiscal 
General de la Nación, así como el  Defensor del Pueblo para el año 2012 y,   hasta el mismo 
Congreso de ese entonces,  defendieron el Marco Jurídico para la Paz, como el camino idóneo 
para la implementación constitucional  de los mecanismos de justicia transicional,  otros sectores  
aun cuestionan su expedición,  en tanto que sostienen que propicia la impunidad y omite  las 
obligaciones del  Estado respecto de las Víctimas del conflicto armado y sus demandas de 
justicia, así como también el deber de investigación y persecución penal. Así por  ejemplo, el ex 
Procurador General de la Nación, Alejandro Ordoñez, catalogó  el Marco Jurídico para la Paz 
como una “norma que garantiza la impunidad, que desconoce el derecho a las víctimas e ignora 
los estándares internacionales de justicia”, postura a la que  también se sumó Human Rights 
Watch, el expresidente Álvaro Uribe Vélez y otros (El Tiempo, 2013). 
      
      Así entonces, en consideración al debate generado por la expedición de la norma aludida, el 
reto que se impone al gobierno con las negociaciones de paz y en si con el proceso mismo,  no es 
                                                                                                                                                                                           
del deber general del Estado de investigar y sancionar las graves violaciones a los Derechos Humanos y al Derecho 
Internacional Humanitario, en el marco de la justicia transicional, el Congreso de la República, por iniciativa del 
Gobierno Nacional, podrá mediante ley estatutaria determinar criterios de selección que permitan centrar los 
esfuerzos en la investigación penal de los máximos responsables de todos los delitos que adquieran la connotación 
de crímenes de lesa humanidad, genocidio, o crímenes de guerra cometidos de manera sistemática; establecer los 
casos, requisitos y condiciones en los que procedería la suspensión de la ejecución de la pena; establecer los casos 
en los que proceda la aplicación de sanciones extrajudiciales, de penas alternativas, o de modalidades especiales de 
ejecución y cumplimiento de la pena; y autorizar la renuncia condicionada a la persecución judicial penal detodos 
los casos no seleccionados. La ley estatutaria tendrá en cuenta la gravedad y representatividad de los casos para 
determinar los criterios de selección. 
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nada fácil, y más aún con su implementación, sin embargo las decisiones políticas que ha 
adoptado para alcanzar su propósito de paz, han avanzado, sea o no con la aquiescencia de los 
demás sectores, lo que deja entrever que el proceso de paz, más que ser un asunto de tipo 
jurídico, lo es de carácter político, donde se confrontan los valores de la paz y la justicia. De ahí 
que el gobierno,  dentro de sus políticas de Justicia Transicional  debe armonizar  los derechos de 
las víctimas del conflicto, con  las exigencias de los estándares internacionales  de verdad justicia 
y reparación, “ y los derroteros éticos, con las lógicas de los actores y las necesidades de paz, 
manteniendo un delicado equilibrio entre ética y pragmatismo”  Salazar (2012). 
 
2.2 Un llamado a la negociación y el reconocimiento del conflicto armado interno. 
 
                   
         El cambio de gobierno para el año 2010, sin lugar a dudas significó un giro radical  a la 
postura del anterior respecto a intentar una solución  política al  conflicto armado por medio del 
dialogo y la negociación, puesto que bajo la política de seguridad democrática, imperó la 
negación a su existencia. En efecto, Moncayo (2013) sostiene que bajo tal política, se privilegió 
el trato exclusivamente militar respecto de la insurgencia guerrillera y “una negociación bastante 
controversial con las organizaciones paramilitares, muy lejana de los estándares internacionales 
de verdad, justicia y reparación, negando de manera categórica  el conflicto social y político 
subyacente”. En el mismo sentido Medina (2013), refiere que  “su concepción-refiriéndose al 
gobierno- se concentró en negar  la existencia del conflicto armado y caracterizar al mismo como 
una amenaza terrorista, en correspondencia con el impulso de las políticas de la seguridad global 
de los EE.UU, en la lucha contra el terrorismo” (p.85) 
     El inicio de los diálogos de paz, implicó el reconocimiento del conflicto armado interno y por 
ende la aplicación del Derecho Internacional Humanitario, lo cual trasciende en el terreno 
político  (Moncayo, 2013),  en tanto que obliga a repensar la postura del Gobierno frente a la 
negación y denominación terrorista de la insurgencia guerrillera.  
 
     El  reconocimiento del conflicto armado interno, permite dejar a un lado la percepción 
militarista, para dar paso a la  salida política mediante la negociación de las partes enfrentadas y 




                Bajo dicho contexto, se inició entonces,  el acercamiento o fase exploratoria  del gobierno 
con la guerrilla de las FARC -EP,  con el fin de dar  apertura al proceso de paz, el que sería 
anunciado por el presidente Santos en agosto de 2012,  cuando confirma a la opinión pública 
acerca de los  diálogos exploratorios con el grupo insurgente, los que más tarde  dieron lugar al  
Acuerdo General para la Terminación del Conflicto y la Construcción de una Paz Estable y 
Duradera, firmado el  26 de agosto de 2012, en el ciudad de la Habana Cuba.  La instalación 
formal de la mesa de dialogo  tuvo ocasión el 18 de octubre del mismo año, en Oslo, Noruega, en 
la cual intervinieron, representantes del gobierno y del Secretariado de las FARC-EP, 
 
               Para Medina (2013) el Acuerdo  dotó “al proceso de un manifiesto de voluntades, agenda 
de conversaciones y reglas de funcionamiento básicas” (Medina, p.100), por cuanto                                                                         
contempló la  hoja de ruta  que contiene las condiciones y reglas a las que se sometería el 
proceso y que consigna 5 puntos específicos y un punto de implementación, verificación y 
refrendación, de la siguiente manera:  
 
1. Política de desarrollo agrario integral (La Habana, el 21 de junio de 2013) 
2. Participación política (Noviembre de 2013) 
3. Fin del conflicto (La Habana, 23 de junio de 2016) 
4. Solución al problema de las drogas ilícitas  ( La Habana, el 16 de mayo de 2014) 
5. Víctimas ( La Habana, 15 de diciembre de 2015) 
6. Implementación, refrendación y verificación 
 
 
     La  formulación del Acuerdo General,  implicó la apertura de  un proceso integral y 
simultaneo  para buscar una salida a la confrontación armada interna y darle el realce político 
que amerita (Fajardo, 2013), aspecto relevante para efectos de reconocer al adversario  como 




     Para Fajardo (2013), el Acuerdo General, es un “programa mínimo de reivindicaciones 
fundamentales”,  que entre sus temas, aborda aspectos muy concretos relacionados, por una 
parte,  con “los efectos de la acumulación  originaria, primitiva y violenta, sobre la economía 
campesina”, y por otra, el tema de la “democracia, los derechos humanos, así como  los derechos 
políticos y civiles que permitan la transición hacía la dejación de armas y el ejercicio político 
garantizado  por el Estado reformado y democrático”  (p, 51).  
 
 
     Agrega que  uno de los temas de gran relevancia que abordó el Acuerdo General es el que 
tiene que ver  “con los derechos y garantías políticas y civiles, aspecto que asegura, ha sido  
vulnerado históricamente en Colombia, ante  todo, “en aquellas zonas donde el poder político 
queda en manos de latifundistas, quienes controlan y dominan la política en asocio con el sector 
financiero del capital” (p. 53 ). 
 
     Para Medina (2013),  el Acuerdo General,  recogió  las experiencias pasadas de los procesos 
de paz adelantados con las  guerrillas, dados entre “agendas abiertas y cerradas y conversaciones 
en medio del conflicto, y anota que: 
Tiene un punto de agenda abierta que busca englobar la solución de los problemas estructurales 
del conflicto articulado al desarrollo agrario, y cinco puntos de agenda cerrada relacionada con la 
terminación del conflicto y la normalización institucional y política del mismo (…) Es un acuerdo 
programático, que surge en marco de una realidad nacional  e internacional que favorecen la 
finalización del conflicto armado” (p. 101). 
 
     Lo anterior indica entonces que la apertura del proceso de paz en Colombia, no 
necesariamente se originó por la derrota militar de alguna de las partes negociadoras, sino como 
una oportunidad histórica para superar el conflicto mediante un acuerdo político, que involucró a 
uno de los grupos guerrilleros que más tiempo ha permanecido en la lucha armada en el 
continente,  y que el gobierno ha intentado desmovilizar sea por la vía militar o mediante un 
acuerdo de paz, sin lograr ningún resultado hasta ahora, lo cual deja en evidencia que la salida 
más beneficiosa al conflicto es la vía política. De ahí que el acuerdo establezca los ejes temáticos 





     2.3  Panorama  de la participación política de las FARC –EP 
 
     Como preámbulo a tratar  el punto de negociación sobre la  participación política de 
excombatientes en el marco de las negociaciones de la Habana,  en el año 2013 el Alto 
Comisionado para la Paz afirmó  que, los procesos de paz exitosos en el mundo necesariamente 
enmarcan la transformación de los grupos armados en movimientos políticos, lo cual permite  
garantizar a los  desmovilizados la posibilidad de participar en política “  en igualdad de 
condiciones y sin riesgos de seguridad; y garantías para la sociedad: que se rompa para siempre 
el lazo entre la política y las armas” (Sergio Jaramillo Caro, 2013).  
 
     El inicio de las  conversaciones de paz de la Habana y  los acuerdos hasta ahora logrados,  sin 
lugar a dudas han generado una intensa controversia en  el país. Y en lo que respecta al tema de 
la participación política de excombatientes,  las críticas en favor y en contra no dejan de cesar;  
por una parte, existen posiciones partidarias tanto del proceso de paz, como del acuerdo logrado 
sobre la participación y apertura democrática,  pues  ven en éste un espacio necesario para el 
ejercicio de la oposición de manera legítima, mientras que otro sector considera  que tal acuerdo, 
así como el proceso de paz en sí mismo, no son más que  el escenario para propiciar la 
impunidad de un grupo terrorista,   que a su juicio pretende llegar al poder político con la 
aquiescencia de un  gobierno permisivo y sin sondear previamente las urnas.   
     En efecto, si bien desde la apertura del proceso de paz de la Habana y la expedición del marco 
jurídico para la paz, proliferó el debate político y jurídico  en torno a la posible participación 
política de los excombatientes,  éste aspecto pudo apreciarse aún más cuando en el año 2014 la 
Corte Constitucional se pronunció sobre la exequibilidad   del artículo 3º del  Marco Jurídico 
para la paz (Artículo 67 transitorio de la Constitución),  espacio que dio lugar a la intervención 
de los representantes de distintos sectores gubernamentales, cívicos  y académicos, que en su 
mayoría se mostraron partidarios de tal posibilidad, como fue el caso del entonces Fiscal General 
de la Nación11, los intervienes del gobierno nacional, Dejusticia12, el Partido Político Polo 
                                                          
11 Al respecto, el ex fiscal Eduardo Montealegre  expuso que en “la paz es el fin último que debe regir todas las 
actuaciones del Estado (…)  y pidió declarar inconstitucionales las prohibiciones perpetuas para que los 
desmovilizados participen en política. “La inserción en la vida política en nada implica impunidad, señor 
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Democrático Alternativo, la de Defensoría del Pueblo,  algunas Universidades intervinientes, la 
Comisión Colombiana de Juristas entre otros, quienes coincidieron en la necesidad de permitir la 
apertura democrática para los excombatientes guerrilleros.  
     No obstante, también  se escucharon posiciones en contra, como la del entonces Procurador 
General de la Nación, quien sostuvo, que permitir la participación política de excombatientes 
guerrilleros, en especial de  “los grandes jefes” a quienes cataloga como victimarios, “equivale a 
violar los derechos de las víctimas” y por ende se estaría permitiendo la “constitucionalización 
de todas las formas de lucha” (El Tiempo, 2014).  
 
     En el mismo sentido, la   Federación de Organizaciones No Gubernamentales -Verdad 
Colombia- aseveró que al permitir  la participación política de los grupos al margen de la Ley,  
no solo se les amparaba el beneficio de amplias amnistías respecto de toda clase de delitos, sino 
además que  podían  ser elegibles  para cargos de elección popular o nombramientos públicos, lo  
que a su juicio,  contradice la Constitución,  ya que “se tendría el inconveniente de tener 
funcionarios sujetos a la acción penal en otros países” (…). Y agrega: “ (…) Alegar que los 
delitos de las FARC-EP son de carácter político no será argumento suficiente. Todo esto sin 
tener en cuenta el prestigio de nuestro país al tener a reconocidos delincuentes ocupando 
posiciones de responsabilidad del Estado” (Sentencia C- 577 de 2014, p 33). 
     De igual manera, el partido político Centro Democrático Alternativo, en cabeza del Ex 
presidente Álvaro Uribe Vélez, ha mostrado su inconformismo  con el proceso de paz, pues 
estima  que  ha propiciado el debilitamiento de “ la lucha contra el terrorismo ocasionando  un 
serio deterioro de la seguridad en el país” (Centro Democrático, 2015). De igual manera sus 
proclamas se centran en solicitar prisión para  autores de delitos de lesa humanidad y 
narcotráfico,  exigir la entrega de las armas por parte de las FARC -EP,  cuestionar la  
participación política futura de excombatientes guerrilleros, y rechazar que se incorporen a la 
Constitución los acuerdos  logrados en la Habana, los que asegura son un “truco” a los acuerdos 
especiales humanitarios, contemplados en los protocolos a los tratados de Ginebra (2016). 
                                                                                                                                                                                           
Procurador, porque se trata de llevar por las vías democráticas una situación que en el pasado fue canalizada por la 
vía armada” (El Tiempo, 2014). 
12 Centro de Estudios de Derecho, Justicia y Sociedad. 
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2.3.1 Participación política: Apertura democrática para construir la paz. 
 
     Se denominó así el borrador conjunto del acuerdo sobre participación política  firmado por  el 
gobierno y las FARC -EP, el 8 de diciembre de 2013, que en su contenido  concentra  tres puntos 
principales, el primero, relacionado  con los derechos y garantías para el ejercicio de la 
oposición, tanto respecto de los partidos y movimientos políticos, como también de  los 
movimientos sociales y populares bajo la forma de participación ciudadana.  El segundo punto, 
hace referencia a  los mecanismos democráticos de participación ciudadana, incluidos los de 
participación directa en diversos niveles y temas. Y el tercer punto, alude a la implementación de 
medidas efectivas para promover una mayor participación en política nacional, regional y local, 
de todos los sectores, incluyendo la población más vulnerable en igualdad de condiciones y con 
garantías de seguridad.  
 
     Dichos planteamientos se ratificaron con la suscripción del  Acuerdo final para la terminación 
del conflicto y la construcción de una paz estable y duradera ( 24 de agosto de 2016), así como 
en la versión definitiva de noviembre de 2016. El marco de este acuerdo anuncia que para lograr  
la construcción de la paz, se requiere de la ampliación democrática,  que permita el surgimiento 
de “nuevas fuerzas en el escenario político para enriquecer el debate y la deliberación de los 
grandes problemas nacionales”, es decir facilitar el camino para la conformación de nuevos 
partidos políticos bajo  el  apoyo y protección por parte Estado,  la implementación de un  
sistema de adquisición progresiva de derechos para partidos y movimientos políticos, la 
inclusión y representación política  para las regiones más afectadas por la violencia mediante la 
creación de Circunscripciones Transitorias Especiales de Paz,  el estímulo a la participación 
electoral de la población, mediante la adopción de mecanismos que promuevan la transparencia 
de los procesos electorales y,  la promoción de la convivencia y la cultura democrática de  
tolerancia y no estigmatización del opositor político (Equipo Paz Gobierno).  
 
     De igual manera,  el acuerdo plantea la participación, no solo vista desde su forma política, 
sino también ciudadana, impulsada por  la acción de los movimientos sociales y populares 
quienes a través de su lucha social ejercen formas de oposición contra las políticas del gobierno, 
y de esa forma  asumen una participación pluralista para la toma de decisiones que involucren a 
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la nación, de ahí que para la implementación del acuerdo sea trascendental la participación de 
todos los colombianos, pues se trata de una decisión  para la transformación de la sociedad, y su 
lucha por  superar el conflicto y alcanzar la paz,  pues no debe olvidarse que  la construcción de 
la paz  es un asunto de la sociedad en su conjunto. (p, 1) 
  
   Bajo dicho contexto, el acuerdo consigna que al permitir la apertura democrática se pretende  
romper de manera definitiva el vínculo entre la política y las armas, para así garantizar que nadie 
se alce en ellas para expresar sus ideas políticas, así como tampoco, que  quienes las promuevan 
en democracia, sean sujetos de violencia y persecución, para lo cual se plantea la necesidad de 
garantizar  el ejercicio de la oposición en condiciones seguras.  
 
     En el mismo sentido,  aspecto relevante reviste la alusión a las garantías para la oposición 
política, para lo cual, el acuerdo plantea la implementación de un Estatuto que   garantice su 
ejercicio tanto para los movimientos políticos que ejerzan oposición, como para el partido 
político que eventualmente se forme con la desmovilización  de las FARC-EP, conforme se 
encuentra consagrado en el artículo 112 de la Constitución Política de 1991.  
 
     Respecto de las garantías de seguridad para la oposición política, cabe advertir que la historia 
del país en cuanto a desmovilización de excombatientes y sus aspiraciones de participar en 
política,  no refiere buen suceso, puesto que las experiencias de  los  1980 y 1990, demostró que 
en Colombia existe una profunda intolerancia para  las ideas políticas opositoras, y más si 
provienen de partidos de izquierda, tal como aconteció con el partido político de la Unión 
Patriótica y el  asesinato de algunos miembros del M-19, provocando con ello la agudización de 
la violencia, la represión y persecución, pues para ese entonces,  si bien  el gobierno  “reconoció  
el tinte político de la oposición armada y se planteó la necesidad de realizar una apertura 
democrática  (Chernik, citado en  Suarez & Jaramillo 2016) (…) “las propuestas  fueron 
llamados unilaterales que no posibilitaron de forma concreta la participación política”  de los 
grupos que  participaron en el programa de desarme, desmovilización y reinserción.  
 
     Tal situación  evidencia que si el gobierno actual no propicia los mecanismos para garantizar 
la participación política  plena de los excombatientes, esta será solo una utopía.  En las 
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negociaciones de la Habana, emergieron nuevamente las aspiraciones políticas de las FARC- EP, 
siendo uno de los puntos controvertidos de la agenda, en tanto que, mientras el gobierno propone 
de manera positiva  la posibilidad de que representantes del grupo insurgente lleguen a la política 
de manera formal, bajo  “ el enunciado de cambiar balas por votos”, algunos gremios políticos, 
en especial los opositores del proceso de paz, critican fuertemente esta posibilidad y reclaman el 
peso del poder punitivo para los excombatientes (Suarez & Jaramillo (2016). 
     En efecto, en el  mismo Congreso de la República existe disenso  respecto a   la participación 
política de excombatientes guerrilleros,   pues encuestas realizadas por la Misión de Observación 
Electoral (MOE), la USAID y la Embajada de Suecia a 211 congresistas, permitió establecer que 
“el 42 % de los parlamentarios está en desacuerdo con la participación política de las FARC”  ( 
Beltrán, 2015).  
 
     De otra parte, si bien es el Estado quien debe garantizar las condiciones  para  la participación 
política de excombatientes,  la intervención de la sociedad también es necesaria para legitimar su 
ejercicio, puesto que de ella surge la aceptación o reconocimiento social de los movimientos 
políticos  que eventualmente surjan con ocasión de la desmovilización. De ahí la trascendencia 
del acuerdo logrado sobre participación política, y su llamado a crear en el país  “una cultura de 
reconciliación, convivencia, tolerancia y no estigmatización”.  
Ello por cuanto, el principal problema a resolver para reconocer el derecho a la participación 
política a favor de los desmovilizados, sería   la incapacidad de la sociedad, para reconocerlos 
como delincuentes políticos y dejarlos de ver como enemigos, esto debido a la existencia de una 
supuesta posición de superioridad moral respecto a la minoría disidente armada. Por ello, es 
factible generar cambios en la mentalidad de la sociedad, a fin de asumir una cultura de paz, que 
nos lleve a evitar discriminaciones sembradas a través de los años por parte del Estado 
dominante e incapaz de advertir la necesidad de soluciones de fondo (Orozco, 1992, p. 31).  
 
2.3.2  Habilitación para  participar en política y ejercicio de cargos públicos en el 




     El derecho interno no establece inhabilidades o prohibiciones para participar en política o  
acceder a cargos públicos, para quienes tengan en su contra  condenas por delitos políticos,     o 
delitos conexos, así como tampoco para aquellos que sean beneficiarios de indultos o amnistías 
por dicha clase de delitos, lo que no ocurre cuando la condena recae sobre delitos comunes, y 
menos aún los denominados crímenes de  lesa humanidad. 
 
     En efecto, desde la constitución de 1886, se estableció que  ningún ciudadano que haya sido 
condenado por sentencia judicial a pena de presidio o prisión, podía ser elegido Senador,  salvo 
quienes fueran condenados por delitos políticos (Artículo 94). Posteriormente,  el cambio 
Constitucional que trajo consigo la constituyente de 1991, consagró diversos preceptos que 
habilitan a los ciudadanos condenados por delitos políticos y conexos para el ejercicio de la 
política. 
 
     El artículo 179, por ejemplo   dispone que no podrán ser congresistas  “Quienes hayan sido 
condenados en cualquier época por sentencia judicial, a pena privativa de la libertad, excepto por 
delitos políticos o culposos”.  Normatividad que se hace extensiva para quienes pretendan aspirar 
a la presidencia de la república, o a las altas cortes,  conforme los dispuesto  en los artículos 197  
y 232 respectivamente.  
  
     Igual previsión se establece para aquellos que pretendan ser diputados, pues el Artículo 299 
Constitucional, consagra que  para obtener tal calidad  se requiere ser ciudadano en ejercicio, no 
haber sido condenado a pena privativa de la libertad, con excepción de los delitos políticos o 
culposos”. Finalmente el artículo Transitorio 18, agrega que “No  podrán ser elegidos 
gobernadores  quienes en cualquier época hayan sido condenados por sentencia judicial a pena 
privativa de la libertad, con excepción de quienes lo hubieran sido por delitos políticos o 
culposos”.  
 
     De  igual manera, la reforma política que introdujo el  Acto Legislativo 01 de 2009, mediante 
el cual se  modificó el inciso final del artículo 122 de la Constitución,  establece  que  no podrán 
ser inscritos como candidatos a cargos de elección popular, ejercer cargos públicos,  o celebrar 
contratos con  el Estado, quienes hayan sido condenados, en cualquier tiempo, por  la comisión 
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de delitos que afecten el patrimonio del Estado, por  delitos relacionados con la pertenencia, 
promoción o financiación de grupos armados ilegales, delitos de lesa humanidad o por 
narcotráfico en Colombia o en el  exterior. Salvo que aquellas conductas  hayan tenido origen en 
delitos políticos, conforme lo estableció la sentencia C- 577 de 2014. 
  
     Sobre la norma acotada,  y las inhabilidades que establece para el ejercicio político, se resalta  
que el proyecto se presentó ante el Congreso por iniciativa del entonces Gobierno Nacional, con 
el fin de “proteger el sistema democrático del influjo de agentes y organizaciones criminales”, y 
que   su expedición, entre otras razones,  obedeció a la coyuntura de la denominada parapolítica 
al interior del Congreso de la República, que para ese entonces imperó en la Nación. Fenómeno  
que dejó en evidencia los nexos del paramilitarismo y el narcotráfico con   varios partidos 
políticos y congresistas,  que luego de sondear las contiendas electorales  con recursos y 
mecanismos propios de tales conductas delictivas,  lograron ascender   al órgano legislativo.  
 
     En efecto,  para el año 2008 la prensa nacional reportó que 34 de 102 Senadores, el 33%, se 
encontraban investigados por vínculos con el narcoparamilitarismo, así como también 25 de los 
168 Representantes a la Cámara, es decir el 15% de esa Corporación.   Además, la parapolítica  
tuvo  incidencia decisiva en la elección de candidatos a las Asambleas Departamentales y las 
Alcaldías y Concejos municipales de los municipios, por lo que  se erigió como   un fenómeno   
nacional de captura masiva de la representación política y el poder público por parte del 
narcotráfico y el paramilitarismo a través de políticos y otros servidores públicos a nivel local, 
regional y nacional ( López & Sevillano, 2008).  
  
     Finalmente, el artículo 67 transitorio de la Constitución, estipula que no podrán ser 
considerados conexos al delito político los delitos que adquieran la connotación de crímenes de 
lesa humanidad y genocidio cometidos de manera sistemática, y en consecuencia no podrán 
participar en política ni ser elegidos quienes hayan sido condenados y seleccionados por estos 
delitos. 
 
     Sobre el punto acotado, Sánchez y Espinosa (2013 ),  sostienen que  a diferencia de las 
inhabilidades que consagra el artículo 122  Superior, el Marco Jurídico para la Paz  es menos 
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estricto, en tanto que disminuye la lista de delitos que inhabilitan para la participación política y 
el ejercicio de cargos públicos, al facultar al legislador para que mediante la expedición de una 
ley estatutaria y siguiendo criterios de razonabilidad e igualdad, reglamente cuales delitos 
tendrán la categoría de conexos con la naturaleza del  delito político, “cuya única restricción es la 
siguiente: no podrán ser considerados como delitos conexos los de lesa humanidad y genocidio, 
cometidos de manera sistemática”.  
 
     Sin embargo, agregan que bajo tal prerrogativa, existe la posibilidad, que en el marco de la 
Justicia Transicional los crímenes de guerra sí pueden ser conexos al delito político. Incluso, 
otros delitos prohibidos por el artículo 122, siempre y cuando no sean crímenes de lesa 
humanidad y genocidio: por ejemplo, el narcotráfico o delitos relacionados con la pertenencia, 
promoción o financiación de grupos armados ilegales.  
 
     Así entonces, la  participación política de excombatientes, es un tema central para lograr el 
éxito del proceso de paz,  en razón a que uno de los móviles que han dado lugar al conflicto 
armado, es justamente la constante exclusión de la oposición en la vida política de país,  lo que 
ha provocado el inconformismo no solo de las  guerrillas con el orden institucional y legal, sino 
también de la sociedad.  En efecto, autores como Pécaut (como se citó en Gómez, 2014), 
sostienen  que una de las razones estructurales del conflicto armado en Colombia es 
precisamente la naturaleza altamente excluyente del sistema político, de ahí que resulte 
fundamental abrir y garantizar un espacio democrático para el ejercicio de la oposición.  
 
     En síntesis, el éxito de la transformación de las FARC- EP en un nuevo actor político supone 
al menos tres retos: la aceptación por parte de la ciudadanía de que quienes hoy dirigen las 
FARC-EP no desaparecerán del panorama nacional; la protección, por parte del Estado, de la 
integridad física de los nuevos protagonistas políticos; y la superación del estigma FARC- EP. 
(García, 2016). 
 
      De igual manera, supone el reto de replantear o redefinir la noción del delito político y los 
delitos conexos, pues  bajo tal  categoría de delito es posible que los excombatientes participen 
en política, de ahí la necesidad de flexibilizar  las limitaciones que existen en nuestro 
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ordenamiento jurídico respecto a dicha figura, y de esa forma permitir su adaptación a la Justicia 
Transicional y a las exigencias que plantea el actual  proceso de paz.  
 
Así entonces, tal como lo afirma León Valencia (2014),  si Colombia quiere avanzar en el 
camino hacia la paz, una forma de lograrlo es abrir el sistema político a nuevas fuerzas políticas, 
eliminando la violencia no solo de las FARC-EP, sino la generada en el marco político, pues la 
reconciliación en Colombia, no es solo de dicho grupo guerrillero, sino también “ de las élites 






























La relevancia del  delito político  para entender  la participación política de excombatientes 
en el actual proceso de paz. 
 
Si bien la concepción de delito político,  es de carácter moderno, existen algunos antecedentes 
históricos que permiten delinear mejor su origen y  comprensión, puesto que se trata de una 
figura compleja que  no  puede limitarse a una sola definición,  además que resulta  “imposible 
hallar un concepto” en el que toda la doctrina esté de acuerdo (Ochoa, 2016).  
3.1 Acercamiento al origen del delito político  
 
Carrara, (como se citó en Ochoa, 2016)  establece que  la evolución del delito político se 
determina  en tres etapas de la historia. La primera, se ubica en la antigua Roma, con las figuras 
básicas del crimen contra el Estado  como  el perduellio  o alta traición y el crimen de majestatis,  
“que abarca desde hechos mínimos o indiferentes, hasta las actividades destructoras del Estado”;  
la segunda etapa  llega hasta 1786 y se reduce a la descripción del "terrible y fantasmagórico 
título de lesa majestad", y una tercera etapa que denomina  contemporánea, que la enmarca  en 
1786, cuya característica es la  abolición legislativa del nombre "lesa majestad". “ Esta etapa 
concluye en la limitación del delito político a los atentados contra la seguridad interior y exterior 
del Estado”.  
 
Al remontarse a la antigüedad del imperio Romano, se observa que la figura del delito político 
encuentra su antecedente más lejano en el crimen maiestatis, el cual nació en Roma como parte 
de la prevención en contra de una posible sublevación con motivo de los levantamientos del 
pueblo contra el régimen romano.  
 
Por su parte, el  Crimen maiestatis fue si bien la forma en que se concibió el delito político 
como tal, anterior al mismo se encontraba dentro del ordenamiento jurídico romano el delito de 
“perduellio”  o alta traición , este delito apareció en una época muy temprana junto con el 
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crimen de parricidio; ambos se convirtieron en las dos primeras conductas merecedoras de una 
sanción político, social y objeto de persecución pública (De Castro – Camero, 2000). 
 El perduellio en palabras de Lázzaro (2009) era un delito de lesa majestad, consistente en 
todo atentado contra la seguridad del Estado. Era perseguido y castigado con pena pública, 
consistente en dos clases de pena de muerte, la primera para aquellos que excitaran al enemigo 
contra el pueblo romano y la segunda para los que entregaren a los enemigos. 
 
 El derecho romano consideraba el delito político en torno a la figura de la maiestas que 
significaba algo más allá de un simple gobernante, la maiestas representaba la eternidad del 
pueblo romano,  su continuidad por encima de las personas que en un momento dado, lo 
integrasen y ocupasen los principales puestos de su organización política. Todo esto confiere al 
populus Romanus una posición de superioridad, respeto a otros pueblos y respecto a cada uno de 
sus miembros, sean o no titulares de maiestas por delegación, como era el caso de los 
magistrados y del príncipe, quienes disfrutaban también de este atributo porque simbolizan, de 
alguna manera, esa continuidad y grandeza. (De Castro Camero, 2000) 
 
Sin embargo la definición de maiestas no se mantuvo en el tiempo y luego de la  caída del 
imperio romano cambió a lo opuesto, pasó de ser la figura que contemplaba a Roma como 
unidad, a representar a quien ostentara el poder. 
 
Otros Autores como Abello (2004) consideran que el delito político tuvo aparición por 
primera vez en la edad media, es decir luego de la caída del imperio Romano. 
“La noción del delito político apareció por primera vez en el derecho canónico, en el que se hacía 
una diferenciación entre los delitos que podían ser objeto del beneficio del derecho de asilo en las 
iglesias o no. En este contexto, en la Edad Media con frecuencia los delincuentes se refugiaban en las 
iglesias para no ser atrapados por los soldados.”. (p. 204) 
 
Si bien existe diferencia en cuanto a la aparición de lo que fue considerado como delito 
político, por un lado considerado de ascendencia romana y por otro de ascendencia medieval, es 
ineludible concluir que en el primer caso se trata de una persecución emprendida ante una 
posible infracción que atacara al pueblo mismo o la magna concepción que los romanos tenían 
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de su haber, mientras que en el segundo caso, se parte de una persecución estatal, asumido el 
papel del Estado bajo una única cabeza, la del monarca. 
La edad media se caracterizó por el absolutismo fundamentalista de la iglesia cristiana  que 
coartaba el poder a través de la monarquía  mediante el teocentrismo, la trascendencia de este 
hecho invadió todos los campos como era de esperarse y el derecho no fue la excepción, el delito 
político mutó como ya se dijo a una protección de la divinidad representada en cabeza del 
monarca y su familia, la desobediencia de los mandatos dictados por la monarquía era 
equiparable a la desobediencia a Dios y su castigo era representativo en la sociedad, fueron 
impuestos castigos que inclusive perseguían a la familia de quien incurriera en determinados 
delitos considerados como de lesa majestad, la reducción en el campo del desarrollo humano a la 
visión única de la divinidad perpetró el sistema jurídico al punto de masificar el grueso de los 
delitos que ya se tenían como políticos. 
 
En el año 1688 apareció la primera de las revoluciones en el mundo occidental que abrió paso 
a la caída de las monarquías absolutas surgidas en la edad media, al respecto Zuluaga (2015) 
afirmó: 
“El sistema constitucional británico quedó como con la llamada Gloriosa Revolución de 1688-1689, 
todo lo cual quedó consagrado en el famoso Bill of Rights de 1688, que fue una declaración formal del 
Parlamento mediante, no solo se cuestionaron los abusos y arbitrariedades del Rey, sino que se 
declararon los derechos y libertades de los súbditos. Ello, en otras palabras, supuso un momento de 
una importancia radical porque esa fue la primera de aquellas revoluciones ocurridas durante la 
modernidad en el mundo occidental a través de las cuales finalmente puso fin a las monarquías 
absolutas de derecho divino y se entregó el control del gobierno a una clase social emergente: la 
burguesía.” 
 
Posteriormente, con el triunfo de la clase burguesa en la Revolución Francesa y la 
consecuente ejecución del rey Luis XVI y de su esposa María Antonieta, se pudo conocer de un 
nuevo manejo en el ordenamiento jurídico evidenciado ya desde una perspectiva internacional 
con la aparición de la Declaración de los Derechos del Hombre y del Ciudadano que contempló 
figuras tales como el contrato social, el derecho a la rebelión y la igualdad, tres pilares de la 
revolución francesa, así lo afirma Fiquitiva (2015): 
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“El delito político, como tal, se originó en la revolución francesa, que lo inventó y lo utilizó para 
favorecer el ascenso de la burguesía al poder, sustentándose para ello en las teorías del contrato social, 
el derecho a la rebelión y el principio de legalidad consagrados en la “Declaración de los Derechos del 
Hombre y del Ciudadano”.” 
 
Luego de la caída de Napoleón y la conformación del Congreso de Viena celebrado entre el 
1° de octubre de 1814 y el 9 de junio de 1815 fue restituido el absolutismo monárquico 
derrocado con las revoluciones liberales, trayendo como consigna fundamental el principio 
monárquico de legitimidad. Así, uno de los principales logros de la nueva monarquía fue el 
desmonte de las garantías de favorabilidad en lo que respecta a los delitos políticos, que se 
consolidó con el Decreto del 10 de junio de 1794, con el cual se creó el tribunal revolucionario, 
propuesto por Couthon y Robespierre cuya pretensión era el castigar a aquellos que habían hecho 
parte de la revolución anterior, a dicho decreto se le conoció como el principio del gran terror.  
 
En respuesta a la represión puesta en función de venganza por parte de los monarcas 
renuentes apareció un nuevo movimiento revolucionario que se desencadenó en las revoluciones 
de 1830 y 1848. La revolución de 1830 trajo consigo uno de los hechos de mayor trascendencia 
de aquello  que se concibe hoy como delito político.  Jiménez de   Asúa ( como se citó en  
Montoro, 2000), afirma al respecto:  
Consecuencia inmediata de la consideración del delito político como una especie de la delincuencia 
evolutiva fue su configuración, desde la perspectiva de la política jurídica penal y procesal liberal, 
como una forma de “delincuencia privilegiada”, protegida, como ya hemos adelantado, por la 
institución del asilo político y la cláusula de “no extradición” del delincuente político. Inglaterra fue el 
primer Estado que, a partir de 1815, comenzó a conceder asilo a los refugiados políticos. En esta 
política le siguieron Francia (sobre todo a partir de la Revolución de 1830) y Bélgica. La 
consideración de la delincuencia política como forma de “delincuencia privilegiada” encontró su 
“edad de oro” en el periodo iniciado por la Revolución francesa de 1830. En dicho espacio de tiempo 
el delincuente político, considerado como un personaje abnegado, altruista, heroico incluso, concitó 
todo tipo de comprensión, simpatía y protección. Para el pensamiento liberal el delincuente político no 
era un verdadero criminal sino un ser totalmente inocuo desde el punto de vista de la peligrosidad 
social, y su conducta (el delito político) fue valorada como un comportamiento perfectamente lícito y 
honroso en virtud de los ideales a los que servía (…) (p, 140). 
  
Así entonces el término delito o crimen político propiamente dicho data de la revolución 
francesa, considerado como un hecho punible contra el Estado  (Barton L, como se citó en la  
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sentencia C-577 de 2014, p, 121). De ahí que la consolidación de la naturaleza del delito político,   
en acopio  con la política liberal triunfante en la revolución francesa permeada en occidente,  
marca el camino o la guía a partir de la cual se debería fundar cualquier Estado en lo que atañe al 
respeto por la oposición.  
3.3 La figura del delincuente político en  la historia de Colombia  
 
 
Tarapués (2011), señala acerca del manejo de la relación entre la política colombiana y la 
fijación de lo que se concibe como delito político, que, en términos generales, es un asunto que 
desde las valoraciones tanto políticas como normativas pasa y ha pasado por extremos. Desde 
posiciones gubernamentales muy benignas y liberales, en donde se le ha reconocido el móvil 
altruista y progresista que impulsa el actuar del delincuente político, a partir de una visión que 
reconoce “el derecho a la resistencia”, hasta posturas muy radicales y reaccionarias en donde el 
rebelde es el mayor enemigo de lo público con fundamento a las “razones de Estado” 
Agrega que  el delito político en Colombia tiene su origen más lejano en las revoluciones 
independentistas que antecedieron a la formación de la Republica de Colombia, las cuales 
estuvieron permeadas de ideales liberales que claramente fueron plasmados en las constituciones  
de la época. De ahí que   
Las conductas rebeldes fueran perdonadas o exentas de sanción, y las que tuvieran estrecha relación 
con las mismas, se subsumieran en aquellas con la finalidad de vincular a futuro al delincuente político 
en el pacto de unión con el compromiso de cumplir lo pactado en la Ley Fundamental que estaba 
imbuida de sentimientos de unidad nacional y defensa del territorio (Sánchez,  citado en Tarapués, 
2010). 
 
La primera manifestación del delito político en Colombia, tiene asidero normativo en la 
Constitución de la República de Nueva Granada de 1853 donde se apreció por primera vez el 
término “delito político” en los numerales  8° y 11° del artículo 5°, los cuales establecieron, por 
una parte,  la persecución de las autoridades estatales a  los individuos cuya conducta fuese 
calificada como sediciosa, y por otra,  que  el delito político estaba exento del juicio por jurados, 




La Constitución Política de la Nueva Granada de 1853 fue en palabras de Zuluaga (2015), la 
concreción del sueño liberal, el golpe final del liberalismo al partido conservador que se había 
hecho con la Constitución de 1843, planteando cambios sustanciales, tales como la separación 
absoluta entre la iglesia y el Estado, el establecimiento de las bases para la fundación de una 
República Federal y una distinción tácita entre delitos comunes y políticos. 
La posición gubernamental benigna en lo que respecta a la distinción entre los delitos 
comunes y los delitos políticos continuó siendo objeto de la norma constitucional, fue así como 
en la Constitución Granadina de 1858, expedida bajo el gobierno conservador de Mariano 
Ospina Rodríguez, se estableció en el artículo 2913 la posibilidad de conceder amnistías e 
indultos generales ante la comisión de delitos políticos, lo cual era una facultad del Congreso de 
la República. 
No obstante, dadas las guerras territoriales del  siglo XIX, tales prerrogativas no se 
extendieron al General Tomás Cipriano de Mosquera, quien para entonces adelantaba una 
especie de sublevación contra el gobierno conservador de Ospina Rodríguez, pues  el entonces  
presidente se obstinó en concederle, “de conformidad con la Constitución, un tratamiento 
rigurosamente delincuencial. Enredado en la trama legal de una Constitución de paz, no pudo -y 
acaso tampoco quiso (…) encontrar mecanismos para humanizar la guerra ni para negociar la 
paz” (Orozco, 1990). Sin embargo posteriormente, el obstinado presidente sería depuesto de su 
soberanía, por el  mentado General.  
  
En lo que respecta a la Constitución de los Estados Unidos de Colombia de 1863 
(Constitución de Rio Negro), si bien no se positivizó como tal la expresión “delito político”, en 
palabras de Tarapués (2011): 
Se inició la ampliación del espectro y dimensionamiento internacional de las alteraciones 
políticas y militares internas, ya que esta incorporó reiteradamente el uso de los conceptos de paz 
y guerra, concatenando el marco del derecho interno con el derecho de gentes, permitiendo, de tal 
manera, apreciar al rebelde como un combatiente en una simbiosis del derecho penal interno y del 
derecho internacional de los conflictos armados”. 
 
                                                          
13 Artículo 29.- Son atribuciones exclusivas del Congreso: (…) 9. Conceder amnistías e indultos generales por 
delitos políticos que afecten el orden general de la Confederación (…) 
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En efecto,  el general Tomás Cipriano de Mosquera, victorioso al gobierno del Presidente  
Ospina y en su calidad de constituyente de la Constitución de Rio Negro, afirmó que "los 
Estados Unidos de Colombia no reconocen delitos políticos sino errores en cuanto no haya 
hechos criminosos por violación de las garantías individuales" Orozco (1990).  
  
Lo anterior demuestra que el delincuente político de entonces no era de modo alguno 
perteneciente a algún grupo guerrillero, sino que provenía de las propias Élites político militares 
de la época,  por lo que  valga anotar, que para ese momento histórico  las guerrillas eran 
concebidas,  “ como una suerte de tropas ligeras que debían preceder o acompañar a los ejércitos 
regulares hostigando al enemigo, pero a las cuales no se les concedía ninguna capacidad para                 
definir las contiendas”. Y contrario a la suerte de los capitanes de los ejércitos regulares, a 
quienes se les consideraba  delincuentes políticos, “las guerrillas en general, por lo menos en 
cuanto supérstites de una derrota convencional, no merecían sino la calificación de simples 
delincuentes comunes, conforme lo precisa Orozco (1991), quien además agrega: 
 El saber estratégico de la época subordinaba las guerrillas a la racionalidad de la guerra regular. 
Los guerrilleros, en cuanto no inmediatamente subordinados a un ejército regular, eran tenidos por 
simples criminales. Los artículos 1099 y 1351 del Código Militar de la Unión de 1881 reiteran, en tal 
sentido, la regla clásica del viejo -no del moderno- derecho de gentes, según la cual la irregularidad es 
idéntica a la ilegalidad (…)La verdad es que una era la guerra de los señores y otra bien distinta la de 
los hombres de tropa. Indígenas montunos, negros libertos y campesinos arrancados de haciendas o 
parcelas no configuran fácilmente ejércitos regulares  (Orozco, 1990). 
 
Lo anterior se explica quizá, por cuanto  dentro del marco de Constitución de Rio Negro y del 
Código Militar de la época,  el  término de  rebelión no tuvo nunca, un sentido unívoco, puesto 
que en ocasiones  designaba el delito y a veces también el derecho de rebelión, lo que en 
términos jurídicos significó la diferenciación entre guerra civil y rebelión, equiparándose  ésta 
última figura como un conflicto menor, para efectos de legitimar su tratamiento punitivo. La 
Rebelión designaba “sobre todo, un tipo intermedio de conflicto armado, situado, por su 
magnitud y orientación, entre la simple insurrección y la guerra civil”, para finalmente ser  
considerada como el delito de los derrotados, por lo menos respecto de los capitanes de los 
Ejércitos regulares, lo que implicó que fueran juzgados por los vencedores “como reos de 
traición y en tal sentido como delincuentes políticos”, sujetos de amnistía, en razón a que durante 
el siglo XIX, tal prerrogativa fue la regla general del vencedor (Orozco, 1990) .  
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Por otra parte, en  lo que a garantías respecta, la Constitución Nacional de 1886, si bien 
adoptó la pena de muerte en el ordenamiento jurídico, en su artículo 30 señaló que no habría 
lugar a tal medida,  cuando se tratara de delitos políticos.  De igual manera,  estableció que los 
delitos considerados como tal, serían fijados por la Ley,  y en  su artículo 76 fijó como facultad 
del Congreso, la concesión de amnistías o indultos generales para los delitos políticos, además de 
consagrar que  en aquellos eventos en  que los favorecidos por tales prerrogativas, quedaran  
exentos  de  responsabilidad civil respecto de particulares, el Gobierno sería  obligado a las 
indemnizaciones a que hubiere lugar.   
 
De lo anterior se colige que en  definitiva, “La Carta Política de 1886 acuñó, como ninguna 
otra, el concepto de delito político y su tratamiento privilegiado desde la doble perspectiva 
política y punitiva” (Sánchez, como se citó en Tarapués,  2010). 
 
La Carta de 1886 fue la abanderada del partido Conservador Colombiano, la restitución del 
centralismo, la pena de muerte y por sobre todo la acogida de la iglesia católica como religión 
del país fueron hechos que denotaron la casi nula participación del partido liberal, quedó así 
constatado  lo que se conoce en la historia como la hegemonía conservadora, la cual hace 
referencia al período comprendido entre 1886 y 1930, en el cual la presidencia solo estuvo en 
manos del partido Conservador. Al final del siglo XIX y el inicio del siglo XX estuvo marcado 
por coyunturas de extrema relevancia: la guerra de los mil días, la separación de Panamá y la 
deposición del Vicepresidente José Manuel Marroquín al titular Manuel Antonio San clemente 
marcaron dicho momento.  
 
Así entonces, lo expuesto hasta el momento “refleja que las guerras civiles colombianas del 
siglo XIX tanto a nivel nacional como regional eran, en los términos del derecho de los 
conflictos armados, verdaderas guerras y no prácticas de terrorismo”, como actualmente se ha 
considerado al conflicto armado interno,  “por cuanto se trataba de luchas armadas por el 
dominio del espacio y no simplemente del pensamiento -como las que son propias de las grandes 




Posterior  a la vida republicana siguió la constante contradicción por la lucha de ascenso al 
poder por parte de   los representantes del partido liberal y conservador  y la violencia 
generalizada que ello provocó, lo que más tarde dio lugar a  la Guerra de los Mil días, que hoy se 
recuerda como el más cruento hecho en la historia de la confrontación bipartidista.  
Dentro de la dinámica de violencia del siglo XX, y con la muerte del caudillo Jorge Eliecer 
Gaitán en 1948,   Colombia vio un desfile de mandatarios presidenciales, que más allá de 
ocuparse por atender las necesidades de la sociedad y sus demandas de reivindicación de 
derechos, se preocupó por perpetuarse en el poder político, lo cual generó la agudización de la 
violencia y entre otros factores, la formación de los grupos guerrilleros.  
 
 En 1953, tras un golpe de Estado asumió la presidencial el General Gustavo Rojas Pinilla,  
cuya  política de apaciguamiento contempló tres ejes, así: 
Primero, ofreció una amnistía general e incondicional con la promesa de ofrecer garantías para 
quienes depusieran las armas; segundo, ordenó la suspensión de las operaciones militares en las 
zonas de dominio y presencia guerrillera; tercero, les reconoció a los insurgentes su condición de 
fuerzas rebeldes y beligerantes en capacidad de negociar con el gobierno. Esta estrategia la 
acompañó con una amplia labor de propaganda a través de la distribución masiva de hojas volantes, 
lanzadas desde aviones y helicópteros en las zonas donde estaban los principales frentes 
guerrilleros. (Medina, 2010, p.37) 
 
     Mediante el Decreto No. 1823 de fecha junio 13 de 1954 el General Rojas Pinilla llevó a cabo 
el primer acto de paz entre el gobierno y las guerrillas liberales, consolidando igualmente la 
figura del delito político en lo que respectaba al trato diferenciado y favorable frente a los delitos 
comunes, el artículo primero del Decreto reza al respecto lo siguiente:  
“Artículo 1o. Concédase amnistía para los delitos políticos cometidos con anterioridad al 1º de 
enero del presente año. 
Para los efectos del presente Decreto, se entiende por delitos políticos todos aquellos cometidos 
por nacionales colombianos cuyo móvil haya sido el ataque al Gobierno, o que puedan explicarse 
por extralimitación en el apoyo o adhesión a éste, o por aversión o sectarismo políticos.” 
      
     Este antecedente, según Medina (2010) puede considerarse como el inicio de un dañino 
carrusel; luego de que se presentaran desmovilizaciones masivas y de que los grupos guerrilleros 
hicieren algunas exigencias al Gobierno, tales como la garantía por los derechos a la vida y la 
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integridad personal, así como también: “el desarme de los grupos paramilitares de 
contraguerrilla; el reconocimiento de las condiciones políticas (…); la libertad para los presos 
políticos; el levantamiento del estado de sitio; garantías para unas elecciones libres; libertades 
políticas y sindicales; libertad de expresión hablada y escrita.” fueron creados los grupos 
paramilitares ( p. 132) 
     Posteriormente, buscando retornar el poder a la normalidad, fue celebrada una reunión entre 
el conservador Laureano Gómez y Alberto Lleras Camargo, adscrito al partido liberal, de la que 
resultó el pacto de Benidorm (1956), el cual consistió en la división del poder público en partes 
iguales entre liberales y conservadores, turnando cada cuatro años un Presidente, a lo que se le 
llamó el Frente Nacional, fenómeno político al que se hizo alusión en el capítulo primero.  
  
 Si bien la alternativa propuesta tenía la pretensión de acabar con la violencia bipartidista, la 
exclusiva división entre partidos liberales y conservadores marginó del campo político a sectores 
que clamaban por participar en las decisiones políticas de la Nación, entre los muchos factores 
que se tienen sobre el origen del conflicto armado interno en Colombia, este hecho implica el de 
mayor trascendencia. 
 
 El presidente Turbay Ayala recibió el cargo de Presidente en el año 1978 de las manos del 
también político liberal Alfonso López Michelsen, quien fue elegido popularmente una vez 
superado el llamado Frente Nacional. Para esa época el país se encontraba sumido en una oleada 
de violencia  de la cual participaban, la guerrillas, el narcotráfico, los paramilitares y los mismos 
agentes del Estado.  
 
La aguda desigualdad económica incentivó la agitación social determinando formas radicales 
de protesta materializadas en manifestaciones de gran envergadura como el consenso de las 
centrales obreras al declarar paro cívico nacional el 14 de septiembre de 1977 dejando como 
resultado nefasto la muerte de 14 personas y heridas a 31 más, producto de la intervención de las 




Luego de tomar posesión en el cargo, el expresidente Turbay promulgó el Decreto 1923  de 
septiembre 06 de 1978, “Por el cual se dictan normas para la protección de la vida, honra y 
bienes de las personas y se garantiza la seguridad de los asociados”, conocido como el Estatuto 
de Seguridad,   el cual se expidió  con el fin de enfrentar  la actividad subversiva y el 
narcotráfico que para entonces imperaba en el país. El Estatuto fue objeto de varias críticas por 
parte de organizaciones defensoras de derechos humanos, puesto que coaccionaba, no solo la 
actividad de las guerrillas, sino además que incentivó a las fuerzas militares a repeler cualquier 
protesta social en contra de las políticas del Estado. De igual manera,   estableció un trato 
diferente y desfavorable respecto a las conductas punibles consideradas  como delitos políticos. 
 
El Estatuto de Seguridad de Turbay fue el pico más alto para la época en el andamiaje legal 
del poder central contra las guerrillas, apoyado en la figura del estado de sitio contenido en el 
artículo 121 de la Constitución de 1886,  bajo el cual se venía gobernando la República 
Colombiana desde 1949, y que perduró hasta 1991, es decir que por más  de 30 años, dicha 
figura excepcional, se tornó en  instrumento ordinario de la política gubernamental.  Las normas 
expedidas durante este periodo, “fueron legalizadas por el Congreso, lo cual convirtió   al 
Ejecutivo en un legislador de hecho. Hubo periodos en los cuales se impusieron profundas 
restricciones a las libertades públicas, a través por ejemplo de la justicia militar para juzgar a los 
civiles”  (García, 2009). 
 
Así, conforme lo afirma  Schmitt  (1978),  y su teoría sobre la dictadura, se observa que en 
este caso el estado de sitio es determinado mediante la expedición de  un decreto,  suscrito por 
parte de la máxima autoridad del Estado- el presidente de la república-,con el presunto fin de 
adoptar medidas para el mantenimiento del orden y la seguridad públicos. En efecto,    
El estado de sitio es determinado por un decreto del emperador o por un asedio o un ataque poderoso o 
por un golpe de mano o un motín interno o, finalmente,  por la celebración de reuniones no autorizadas 
en la circunscripción del territorio fortificado.  En esta regulación, es importante que la declaración 
formal  mediante Decreto  aparezca como fundamento de su proclamación juntamente con la situación 
fáctica de las cosas (asedio, ataque) (p, 241). 
 
     No obstante, pese a que en el estado de sitio  no se suspende  en su totalidad la Constitución, 
sino un número  de derechos de libertad determinados  constitucionalmente,  los que incluso no 
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se suspenden sin más, sino mediante la mención de las injerencias permitidas (Schmitt, 1978), 
bajo el Estado de sitio de Turbay,  las  libertades fueron limitadas por el Estatuto de Seguridad, 
de conformidad con las lógicas de los mismos, los cuales se extendieron hasta el final del 
período presidencial, el amplio margen de subjetividad otorgado a la autoridad militar frente a lo 
que se consideraba  como justo, aunado al poder conferido a la fuerza pública fueron puntos que 
marcaron el declive de la medida. La limitación al derecho de asociación, la represión estudiantil 
y sindical, y la promoción de la justicia penal militar a civiles fueron de igual forma medidas que 
dejaron huella no solo en la persecución de las guerrillas liberales y comunistas, sino que 
también marcaron una tendencia de abuso de autoridad frente al trato de los civiles.   
 
Posteriormente  el gobierno de Belisario Betancur (1982-1986) plantea un importante cambio 
a la política guerrerista de Turbay, pues con ocasión de los diálogos de paz que se adelantaron 
con algunos grupos guerrilleros, a los desmovilizados se les consideró como delincuentes 
políticos y en virtud de ello fueron  beneficiarios de amplias  amnistías e indultos,  sin que para 
ello se entrara a establecer si todas las conductas por ellos perpetradas  eran o no conexas al 
delito político.  
 
     Más tarde, la Constituyente de 1991, que entre otros sectores,  integró la  participación de  
algunos grupos guerrilleros desmovilizados con ocasión de los acuerdos de paz  acaecidos en la 
década del ochenta, como es el caso del  grupo guerrillero M-19 y el EPL, claramente estableció  
la diferencia entre delitos políticos y comunes, otorgando así un tratamiento benévolo al 
delincuente político.  Basta ver algunos artículos de la Constitución Política que expresamente 
hacen alusión a la figura del delito político para entender la relevancia de la misma.  Por 
ejemplo,  el artículo 35, que prohíbe la extradición  por delitos políticos,  el artículo  150-17  
faculta al congreso  para conceder “(…) por graves motivos de conveniencia pública, amnistías o 
indultos generales por delitos políticos”, prerrogativa de la cual goza  también el gobierno para 
la concesión de indultos, conforme lo prevé  el artículo 201-2.  De igual manera,   los artículos  
179-2, 197,  232-3, y  299 Superior, permiten la participación en política y el ejercicio de cargos 
públicos a quienes hayan sido condenados por delitos políticos.  
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   Así entonces, de la consagración que sobre el delito político trae la Constitución Política de 
1991, se puede concluir que “éste tiene tres finalidades: (i) conceder amnistías e indultos, (ii) 
prohibir la extradición, y (iii) permitir la participación política” (Sentencia C- 577 de 2014). 
 
     Sin perjuicio de lo expuesto, debe advertirse que de la lectura de dichos preceptos 
constitucionales, no se logra decantar  una definición o  contenido respecto a la figura del delito 
político, así como tampoco es posible determinar las conductas delictivas que son conexas al 
mismo, situación que actualmente, con ocasión de la desmovilización de las FARC-EP, ha 
desatado gran polémica, en la medida que  algunos sectores consideran que tanto los delitos de 
lesa humanidad, como los delitos comunes de narcotráfico y secuestro,  no pueden ser conductas 
penales conexas al delito político, los que catalogan como actos propios de un grupo terrorista. 
 
En virtud de lo anterior, cabe precisar que como quiera que  la actuación de las guerrillas,  en 
el sentido de atentar contra la Institucionalidad del Estado,  “es considerada como un delito de 
rebelión, por lo tanto es un delito político en virtud de lo establecido en la Constitución y en 
consecuencia puede ser perdonado y olvidado”. No obstante, el proceder de las guerrillas no está 
limitado únicamente a la ejecución de dicha clase de delitos, pues para efectos de sacar avante  
su causa revolucionaria y financiarla, necesariamente despliegan otras conductas ilegales. “La 
discusión es entonces sí esos actos que sirven para la comisión de la rebelión pueden o no ser 
considerados delitos conexos al delito político” (Ideas para la Paz, 2015) y por ende objeto de 
perdón y olvido a través de la aplicación de las figuras de indulto y amnistía que consagra la 
Constitución.  
 
Respecto a la comisión de otras conductas delictivas realizadas  por las guerrillas, Orozco 
(1990), replica que el conflicto armado colombiano ha sufrido un ensuciamiento progresivo, en 
la medida que  se ha permeado por el narcotráfico y muy especialmente del narco-
paramilitarismo rural y del narco-sicariato urbano, situación que ha desencadenado que el 
conflicto cambie su dinámica, y pase de una “ dialéctica de insurgencia y contra-insurgencia a la 
dialéctica aún más macabra del terror y del contraterror”, por lo que las  guerrillas  “caen, con 
frecuencia, en la práctica de acciones contrarias al derecho de la guerra como son el secuestro y 




 La guerra rural -a diferencia de la llamada "guerra" contra el narcotráfico- sigue teniendo 
características que hacen pensable jurídicamente su humanización y aun su negociabilidad. El 
guerrillero rural suele tener más en común con el soldado que con el simple terrorista (…) 
Precisamente en esa diferencia entre el terrorismo urbano y la guerrilla rural y semi-rural radica la 
posibilidad y la necesidad jurídicas de distinguir, por lo menos en principio, en un medio como el 
nuestro, entre rebeldes y terroristas (…) 
 
 
     Encasillar el actuar del rebelde,  dentro del mero terrorismo y en todo el andamiaje que tal 
figura implica tanto a nivel interno como Internacional, impide  el reconocimiento del adversario 
como actor político, pues definir al rebelde como  terrorista sólo puede tener el  “efecto perverso 
de cerrar a las guerrillas, los espacios comportamentales adecuados a la dialéctica inhumana pero 
humanizable de la guerra y transformarlos, de hecho, en simples terroristas” (Orozco, 1990). De 
ahí que:   
 
Conservar y  afinar la diferencia  entre   rebeldes y terroristas aumenta la libertad de acción tanto 
para el Estado como para las guerrillas, así que se posibilita a ambos, más fácilmente, la 
adecuación de sus prácticas a la lógica del derecho de los conflictos armados. La existencia del 
tipo jurídico "rebelión" no obsta, por supuesto, para que a que las guerrillas puedan ser juzgadas 
como terroristas, en el evento en que caigan en la práctica dominante y sistemática de actos 
calificables como de terror (…). (p, 36) 
 
   
     La alusión al delito político, permite traer a colación  dos figuras trascendentales  para el tema 
objeto de estudio, tales  como el indulto y la amnistía,  las cuales  permiten incentivar  la 
desmovilización de grupos guerrilleros al momento en que el Estado decida adentrarse en un 
proceso de paz. En este sentido, se precisa que  las figuras acotadas, se encuentran consagradas 
en la Constitución política, para ser aplicadas por motivos de conveniencia pública y frente a 
delitos políticos, por parte del ejecutivo en coordinación con el poder legislativo, facultades 
constitucionales que se toman a partir de decisiones políticas (Posada, citado en Tarapues, 
(2011). 
  
En el mismo sentido Suarez & Rueda (2016, p. 354 ),  sostienen que en el proceso de paz 
colombiano,  el Estado tiene que poder disponer de diferentes mecanismos para impulsar la 
negociación e incentivar la desmovilización de la  guerrillera, para lo cual, resulta factible la 
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aplicación de las figuras de amnistía e indulto, no obstante, precisan que no es posible aplicarlas  
a todos los actores del conflicto armado interno y por todas las conductas delictivas por ellos 
cometidas,  dado el compromiso de carácter internacional que tiene el país en materia de 
derechos humanos. En todo caso,  argumentan que la JT  está siendo aplicada en Colombia,  y en 
virtud de eso, si el gobierno hace uso de los instrumentos que integran está figura, pese a 
otorgarse amnistías por algunas conductas, puede evitarse caer en la impunidad. 
 
      Lo anterior, teniendo en cuenta que el   tratamiento privilegiado de las guerrillas ha estado 
edificado, dentro del marco jurídico – institucional de las leyes y decretos de amnistía e indulto 
para el delito político, sobre la afirmación, a manera de presunción de hecho, del actor colectivo 
(rebeldes) sobre los actos eventuales de terror perpetrados por sus miembros (Abad 1992). 
 
     Así, la figura del tratamiento privilegiado del delito político constituye una reserva 
constitucional de enorme importancia, puesto que  
Ella permite establecer tratos diferenciales para las guerrillas y los paramilitares en el contexto de 
unas negociaciones escalonadas, o separar el oro de la escoria, de manera que se evite hasta donde 
se pueda la mezcla de delincuentes políticos y comunes a la hora de aplicar los dispositivos de 
castigo o de clemencia propios de la justicia transicional. Esto último resulta especialmente 
importante en relación con el delito de narcotráfico (…) (Orozco, 2005, p, 132). 
 
     Ciertamente la figura del delito político, pese  las contradicciones que pueda encontrar 
actualmente, tiene un fundamento constitucional enorme, no solo producto de la tradición 
jurídica de la primeras constituciones, sino además de una Constituyente participativa  que 
integró a combatientes guerrilleros desmovilizados en un proceso de paz exitoso, de ahí que la 
Carta no solo autoriza sino que   exige un tratamiento punitivo benévolo en favor de los rebeldes y 
sediciosos, el cual, “implica la conexidad”, vale decir la absorción de los delitos comunes 
cometidos en combate por el delito político”. (Gaviria & Martinez, 1997) 
 
 
     Lo anterior, permite entender, que nuestra Carta no se limita a señalar que los delitos políticos 
pueden ser objeto de indulto o amnistía, sino que además confiere a los autores de esos hechos 
punibles otros beneficios. Pues “ un rebelde que haya cumplido su pena, y que no haya cometido 
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otros delitos dolosos, puede, conforme a la Constitución, llegar a ser congresista o magistrado de las 
altas cortes” . (Gaviria & Martinez, 1997) 
 
     Conforme a lo expuesto, para Colombia no es viable que el conflicto interno se desconozca, 
como en otrora ocurrió,  y se reduzca la lucha de las guerrillas al actuar de un grupo terrorista. 
Ello,  por cuanto tal connotación impide buscar una salida negociada al conflicto, en tanto no 
permite reconocer al adversario como actor político y  “portador de un proyecto político”14, 
capaz de participar en un proceso de dialogo para tomar medidas que conduzcan a terminar el 
conflicto y alcanzar la paz.   
     
     Así, en el contexto actual del proceso de paz entre Gobierno y FARC-EP, resulta más que útil 
el concepto de delito político,  pues por una parte, ésta figura  emerge como símbolo del 
reconocimiento moral y político del enemigo alzado en armas,  quien pese  a haber cometido 
graves conductas criminales en el marco del conflicto armado, mantiene una dignidad moral, que  
justifica que el gobierno pueda convocarlo a  una negociación política (Aponte, citado en 
sentencia C-577-2014, p. 118), y por otra;  implica “ para los actores tener una etiqueta y caer en 
una categoría distinta a la de criminal ordinario, abriendo con ello las puertas a un diálogo que 
reconoce su doble connotación armada y política”  (Benavides, citado en sentencia C-577 de 









                                                          
14 Orzoco Abad, en su artículo Elementos para una fundamentación del delito político en Colombia: una reflexión a 







Los derechos humanos y la participación política de excombatientes en el marco de la 
Justicia Transicional desde el plano internacional. 
 
     Los Derechos Humanos en el plano internacional están íntimamente ligados a la Justicia 
Transicional y su estudio es necesario para que esos procesos permitan la reparación de víctimas 
durante la oportunidad de restaurar la justicia, la reconciliación y  mantener la paz en una 
sociedad que busca dar por terminado un conflicto armado. 
 
     La Justicia Transicional como proceso de transformación de un conflicto armado a la paz en 
Colombia y en otras sociedades, busca garantizar los derechos a la verdad, justicia, reparación y 
garantía de no repetición de las víctimas ante la necesidad de reconciliación. 
 
     El proceso de justicia transicional trae consigo propuestas -la creación de una comisión de la 
verdad, la reparación a las víctimas de los daños causados, la preservación de la memoria de las 
víctimas y la reforma de instituciones, entre otras- para cesar y prevenir violaciones y abusos 
contra derechos humanos. 
 
     Lo anterior, resulta aún más exigible para Colombia, tras aprobar un conjunto de principios 
para la protección y promoción de los derechos humanos mediante la lucha contra la impunidad, 
o también denominados Principios de Joinet15, por parte de las Naciones Unidas en 1997, así 
como también por la aprobación, en el año 2005,   de los “Principios y directrices básicos sobre 
el derecho de las víctimas de violaciones manifiestas de las normas internacionales de derechos 
humanos  y de violaciones graves del Derecho Internacional Humanitario a interponer recursos y 
obtener reparaciones” (Rincón, 2010, p. 29).  
 
                                                          
15  1) El derecho a saber de la víctima; 2) El derecho de la víctima a la justicia, 3) El derecho a la reparación de la 




 4.1 La participación política en los instrumentos del derecho internacional de los derechos 
humanos 
 
     La  participación política en el marco del Derecho Internacional de los Derechos Humanos, se 
encuentra garantizada por la Convención Interamericana de Derechos Humanos, como el 
derecho de todo ciudadano a participar en los asuntos públicos de su nación, a elegir y a ser 
elegido, así como también para acceder  en condiciones  iguales, a las funciones públicas de su 
país, tal como lo establece el  Artículo 23 de la Convención Americana de los Derechos 
Humanos, así:  
1. Todos los ciudadanos deben gozar de los siguientes derechos y oportunidades: 
 a) de participar en la dirección de los asuntos públicos, directamente o por medio de 
representantes libremente elegidos; 
 b) de votar y ser elegidos en elecciones periódicas auténticas, realizadas por sufragio universal e 
igual y por voto secreto que garantice la libre expresión de la voluntad de los electores, y 
 c) de tener acceso, en condiciones generales de igualdad, a las funciones públicas de su país. 
 2. La ley puede reglamentar el ejercicio de los derechos y oportunidades a que se refiere el 
inciso anterior, exclusivamente por razones de edad, nacionalidad, residencia, idioma, 
instrucción, capacidad civil o mental, o condena, por juez competente, en proceso penal. 
 
     La  Corte Interamericana de Derechos Humanos  sostiene que los derechos políticos hacen 
parte del conjunto de  derechos humanos relacionados con la libertad de expresión, la libertad de 
reunión y la libertad  de asociación, haciendo posible la materialización de una democracia 
participativa y pluralista. Agrega que “el ejercicio efectivo de los derechos políticos constituye 
un fin en sí mismo y, a la vez, un medio fundamental que las sociedades democráticas tienen 
para garantizar los demás derechos humanos previstos en la Convención”.  Además puntualiza:  
 
Los derechos políticos  consagrados en la Convención Americana, así como en diversos 
instrumentos  internacionales, propician el fortalecimiento de la democracia y el 
pluralismo  político. Este Tribunal ha expresado que “[l]a democracia representativa 
es  determinante en todo el sistema del que la Convención forma parte”, y  constituye “un 
‘principio’ reafirmado por los Estados americanos en la Carta de  la OEA, instrumento 
fundamental del Sistema Interamericano”. En el sistema interamericano  la relación entre 
derechos humanos, democracia representativa y los derechos  políticos en particular, quedó 
plasmada en la Carta Democrática Interamericana  (…). En dicho instrumento se señala que: [“] 
[s]on elementos esenciales de la  democracia representativa, entre otros, el respeto a los derechos 
humanos y las  libertades fundamentales; el acceso al poder y su ejercicio con sujeción al  Estado 
de derecho; la celebración de elecciones periódicas, libres, justas y  basadas en el sufragio 
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universal y secreto como expresión de la soberanía del  pueblo; el régimen plural de partidos y 
organizaciones políticas; y la  separación e independencia de los poderes públicos (Corte 
Interamericana de Derechos Humanos,  Fallo Jorge Castañeda Gutman vs Estados Unidos de 
México, 2008 ). 
 
     Empero, advirtiendo que en los procesos de desmovilización de grupos alzados en armas, 
generalmente los gobiernos acuden a la aplicación de amnistías, cabe acotar que   la Alta 
Corporación Internacional ha puntualizado que son inadmisibles lo perdones generales,  la 
autoamnistía, la prescripción o cualquier mecanismo excluyente de responsabilidad que 
entorpezca la investigación y sanción de los responsables de violaciones de  derechos humanos16. 
Al respecto, considera: 
 
(…)41. Esta Corte considera que son inadmisibles las disposiciones de amnistía, las disposiciones 
de prescripción y el establecimiento de excluyentes de responsabilidad que pretendan impedir la 
investigación y sanción de los responsables de las violaciones graves de los derechos humanos 
tales como la tortura, las ejecuciones sumarias, extralegales o arbitrarias y las desapariciones 
forzadas, todas ellas prohibidas por contravenir derechos inderogables reconocidos por el 
Derecho Internacional de los Derechos Humanos. 
 
42. La Corte, (…), considera que las leyes de amnistía adoptadas por el Perú impidieron que los 
familiares de las víctimas y las víctimas sobrevivientes en el presente caso fueran oídas por un 
juez, conforme a lo señalado en el artículo 8.1 de la Convención; violaron el derecho a la 
protección judicial consagrado en el artículo 25 de la Convención; impidieron la investigación, 
persecución, captura, enjuiciamiento y sanción de los responsables de los hechos ocurridos en 
Barrios Altos, incumpliendo el artículo 1.1 de la Convención, y obstruyeron el esclarecimiento de 
los hechos del caso. Finalmente, la adopción de las leyes de autoamnistía incompatibles con la 
Convención incumplió la obligación de adecuar el derecho interno consagrada en el artículo 2 de 
la misma. 
 
43. La Corte estima necesario enfatizar que, a la luz de las obligaciones generales consagradas en 
los artículos 1.1 y 2 de la Convención Americana, los Estados Partes tienen el deber de tomar las 
providencias de toda índole para que nadie sea sustraído de la protección judicial y del ejercicio 
del derecho a un recurso sencillo y eficaz, en los términos de los artículos 8 y 25 de la 
Convención.  
 
Este tipo de leyes impide la identificación de los individuos responsables de violaciones a 
derechos humanos, ya que se obstaculiza la investigación y el acceso a la justicia e impide a las 
víctimas y a sus familiares conocer la verdad y recibir la reparación correspondiente (…)  
(Corte Interamericana a de Derechos Humanos,  caso Barrios Altos Vs. Perú, 2001). 
                                                          




     En los recientes acuerdos de paz, las Naciones Unidas  han  incorporado  mecanismos de 
justicia transicional tendientes a garantizar  la investigación penal de los actores de delitos contra 
la humanidad, crímenes de guerra y genocidio,  y han señalado que “la Justicia es un requisito 
indispensable para lograr la reconciliación nacional  en forma sostenible” (citado en Rincón, 
2010, p. 32).  
 
     Para Suarez y Rueda (2016, p. 357),  los modelos de Justicia Transicional basados en perdón 
amnésico  (Uprimny, 2006), no son una salida para el caso de Colombia, en razón del 
seguimiento constante que realiza la comunidad internacional respecto a las decisiones que 
involucren  las graves violaciones a los derechos humanos, de ahí que frente al incumplimiento 
de los estándares internacionales sobre tales aspectos,  aseguran que eventualmente se 
ocasionaría la apertura de investigaciones contra el Estado o contra personas individualmente 
consideradas y que hayan incurrido en conductas violatorias a los derechos humanos.   
 
     Por otro lado, se encuentra que  la exigencia de los principios y estándares internacionales de 
derechos humanos  en los procesos de Justicia Transicional, se hace evidente con la introducción 
del  Estatuto de Roma adoptado por la ONU en 1998, que en Colombia entró a regir a partir  del 
año 2002, mediante el Decreto 2764 que respecto a participación política establece:   
 
Ninguna de las disposiciones del Estatuto de Roma Sobre el ejercicio de las competencias de la 
Corte Penal Internacional impide la concesión de amnistías, indultos o perdones judiciales por 
delitos políticos por parte del Estado colombiano, siempre y cuando dicha concesión se efectúe de 
conformidad con la Constitución Política y los principios y normas de Derecho Internacional 
aceptados por Colombia (…). 
 
     Así entonces, a la luz de los parámetros internacionales, toda medida de Justicia Transicional 
que el Estado adopte y que en últimas no respete el derecho de las víctimas  a la verdad, justicia, 
reparación y garantía de no repetición, es una afrenta a los derechos humanos; no obstante, si el 
victimario  y el Estado garantizan la observancia a tales derechos, como garantías  inalienables 
de las víctimas y de la sociedad,  el proceso de justicia transicional y todas sus cláusulas resultan 




    Así las cosas, toda decisión negociada que permita la solución del conflicto armado al interior 
de un país y que no tropiece con los derechos de las víctimas, no podrán entorpecer la 
materialización del proceso de justicia transicional propuesto.  
 
     En ese orden, antes de verificar la idoneidad de las propuestas negociadas, las partes en 
conflicto deben velar por cumplir los aludidos parámetros obligatorios que redundan en la 
protección de los derechos humanos, una vez satisfechos aquellos, lo demás resulta sometido 
única y exclusivamente, a la normatividad interna de cada Estado. 
 
     Para efectos de garantizar los estándares de justicia transicional,  corresponde al Estado  
agotar todos los mecanismos para  investigar, juzgar y sancionar  a quienes hayan incurrido en 
graves violaciones a derechos humanos, en tanto  las instancias políticas de la Naciones Unidas; 
es decir, la comunidad internacional, reiteradamente abogan por la rendición de cuentas de los 
autores de tales infracciones  (Rincón, 2009). 
 
     Corolario de lo anterior, agotada satisfactoriamente la etapa en la que los integrantes del 
grupo subversivo, agentes del Estado y particulares que hayan actuado al margen de la ley en el 
escenario del conflicto armado, los puntos negociados se presumen ajustado a estándares 
internacionales, mientras no transgredan el ordenamiento interno. 
 
     En cuanto a la participación política de excombatientes, como en el capítulo 2º se advirtió,  el 
ordenamiento jurídico en Colombia no impone restricción alguna al respecto, siempre que se 
trate de delitos políticos y conexos. No obstante, cabe advertir que en el derecho comparado, no 
ocurre lo mismo, tal  como  acontece en la Constitución Nacional alemana, la cual a su tenor 
literal reza: 
 
Artículo 21: (…) Numeral 2º.- Los partidos que por sus fines o por el comportamiento de sus 
adherentes tiendan a desvirtuar o eliminar el régimen fundamental de libertad y democracia, o a 
poner en peligro la existencia de la República Federal de Alemania, son inconstitucionales. Sobre 




     Prohibición la anterior, que resulta compatible en su contexto, si atendemos la nefasta crisis 
política que llevó a ese país a combatir la segunda guerra mundial, poniendo en peligro su 
libertad, democracia y existencia, razones que por demás impiden que facciones políticas 
altamente nocivas tomen el poder. 
 
     En el caso de Colombia, la defensa de la democracia y las libertades, como en la mayoría de 
sociedades occidentales han quedado como prioridad a disposición exclusiva y voluntaria de los 
ciudadanos, pues nuestras constituciones velan por defender la soberanía o el poder que reside  
en cabeza del pueblo, sobre  quien  en últimas, recae la dirección  de  la Nación sin ninguna 
restricción, eso sí, privilegiando la expectativa de que cada asociado escoja la mejor opción 
política a favor del país. 
 
     La anterior premisa salta a la vista una vez se revisa las disposiciones normativas que en las 
constituciones de los países occidentales existen, al respecto veamos: 
 
La Constitución de Nicaragua al respecto señala: 
 
La soberanía nacional reside en el pueblo y la ejerce a través de instrumentos democráticos, 
decidiendo y participando libremente en la construcción y perfeccionamiento del sistema 
económico, político y social de la nación. El poder político lo ejerce el pueblo por medio de sus 
representantes libremente elegidos por sufragio universal, igual, directo y secreto, sin que ninguna 
otra persona o reunión de personas pueda arrogarse este poder o representación. También podrá 
ejercerlo de manera directa por medio del referéndum y del plebiscito y otros procedimientos que 
establezcan la presente Constitución y las leyes. 
 
    En dicha norma es evidente que la democracia no admite restricción a la participación política 
de excombatientes de conflictos armados, mientras no se arrogue por la fuerza el poder soberano 
o su representación, estos es, que no desborde el poder que recae en el pueblo. 
 
    En Perú, la participación política se asegura de la siguiente forma: 
Toda persona tiene derecho (…) Numeral 17: A participar, en forma individual o asociada, en la 
vida política, económica, social y cultural de la Nación. Los ciudadanos tienen, conforme a ley, 





     La aludida disposición no registra restricción alguna respecto a la participación de cualquier 
ciudadano –entre ellos a excombatientes del conflicto armado- en el ámbito político, económico, 
social y cultural de esa nación. 
 
     Ahora, a diferencia de las mentadas constituciones, la de pueblo chileno restringe y suspende 
la participación política de algunos ciudadanos siempre y cuando sea: 
 
1º. Por interdicción en caso de demencia; 2º. Por hallarse la persona acusada por delito que 
merezca pena aflictiva o por delito que la ley califique como conducta terrorista, y  3º. Por haber 
sido sancionado por el Tribunal Constitucional en conformidad al inciso séptimo del número 15º 
del artículo 19 de esta Constitución17. Los que por esta causa se hallaren privados del ejercicio del 
derecho de sufragio lo recuperarán al término de cinco años, contado desde la declaración del 
Tribunal. Esta suspensión no producirá otro efecto legal, sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso 
séptimo del número 15º del artículo 19. 
     Es evidente en esta Constitución que hay restricciones a la participación política y que 
resultan radicales y hasta pueden considerarse contrarias a los tratados internacionales que esa 
nación ha aprobado. 
 
    En este punto, es pertinente anotar que el Artículo 25 del Pacto internacional de derechos 
civiles y políticos  indica que: 
 
Todos los ciudadanos gozarán, sin ninguna de la distinciones mencionadas en el artículo 2, y sin 
restricciones indebidas, de los siguientes derechos y oportunidades: 
a) Participar en la dirección de los asuntos públicos, directamente o por medio de representantes 
libremente elegidos; 
                                                          
17La Constitución Política garantiza el pluralismo político. Son inconstitucionales los partidos, movimientos u otras 
formas de organización cuyos objetivos, actos o conductas no respeten los principios básicos del régimen 
democrático y constitucional, procuren el establecimiento de un sistema totalitario, como asimismo aquellos que 
hagan uso de la violencia, la propugnen o inciten a ella como método de acción política. Corresponderá al Tribunal 
Constitucional declarar esta inconstitucionalidad. 52 Sin perjuicio de las demás sanciones establecidas en la 
Constitución o en la Ley, las personas que hubieren tenido participación en los hechos que motiven la declaración de 
inconstitucionalidad a que se refiere el inciso precedente, no podrán participar en la formación de otros partidos 
políticos, movimientos u otras formas de organización política, ni optar a cargos públicos de elección popular ni 
desempeñar los cargos que se mencionan en los números 1) a 6) del artículo 54, por el término de cinco años, 
contado desde la resolución del Tribunal. Si a esa fecha las personas referidas estuvieren en posesión de las 
funciones o cargos indicados, los perderán de pleno derecho.53 Las personas sancionadas en virtud de este precepto 
no podrán ser objeto de rehabilitación durante el plazo señalado en el inciso anterior. La duración de las 




b) Votar y ser elegidos en elecciones periódicas, auténticas, realizadas por sufragio universal e 
igual y por voto secreto que garantice la libre expresión de la voluntad de los electores; 
c) Tener acceso, en condiciones generales de igualdad, a las funciones públicas de su país. 
 
    Reflexionado al respecto, se observa que a la luz de los instrumentos internacionales, es 
injusto que una persona “acusada” por delito que merezca pena aflictiva18 o por delito que la ley 
califique como conducta terrorista, no pueda participar en política, puesto que sin existir un 
juicio bajo la asunción del debido proceso, ya el Estado Chileno apartó a sus ciudadanos –sin 
condena en firme- de la presunción de inocencia que recae sobre todo individuo en los países 
occidentales19. 
 
    Por otra parte, en procesos de justicia transicional ajenos a Colombia, las aspiraciones de 
participación política de los desmovilizados, constituyeron un de los temas centrales de 
negociación, recordemos el ejemplo de Nicaragua, en tanto, dicho país entendió que solo a través 
del ejercicio legítimo de la oposición, pueden abrir paso a una democracia participativa y 
pluralista, enriqueciendo el debate en torno a la implementación de decisiones políticas y así 
terminar con los rezagos de un conflicto interno que nació a causa de la discriminación política, 
paradójicamente.  
 
    Prima facie, la participación política de desmovilizados por sí misma no vulnera los derechos 
de víctimas y no existe en el marco internacional norma que ordene a los Estados restringir la 
participación política de miembros al margen de la ley, salvo la existencia de sentencias penales, 
que consigo acarreen la inhabilitación de derechos y funciones públicas, pena que de ninguna 
manera es absoluta20. 
                                                          
18  a) Todas las penas de crímenes. b) Todas las penas de simples delitos que se sancionen con presidio, reclusión, 
confinamiento, extrañamiento y relegación menor en su grado máximo. Art 37 Código Penal Chileno. 
 
19 2. Conforme al Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, toda persona acusada de un delito tiene 
derecho a que se presuma su inocencia mientras no se pruebe su culpabilidad conforme a la ley.  
 
20 En Colombia, la ley 599 de 2000 establece que  la inhabilitación para el ejercicio de derechos y funciones públicas 
tendrá una duración de cinco (5) a veinte (20) años, salvo en el caso del inciso 3º del artículo 52, que consagra:  En 
todo caso, la pena de prisión conllevará la accesoria de  inhabilitación para el ejercicio de derechos y funciones 
públicas, por un tiempo igual al de la pena a que accede y hasta por una tercera parte más, sin exceder el máximo 





     Londoño (2014), refiriéndose al  marco internacional de protección a las víctimas de graves 
violaciones a los derechos humanos advierte que “no aparece ninguna norma que obligue a los 
Estados a proscribir la participación política (individual o colectiva) de miembros de grupos 
armados al margen de la ley que se hayan desmovilizado”. Ello, siempre y cuando los derechos 
de las víctimas  no resulten menoscabados, en especial los relativos a la prevención de nuevas 
violaciones a los derechos humanos, la justicia y la reparación.  Y agrega:  
 
El límite en el Derecho Internacional de los Derechos Humanos en relación con las posibilidades 
que puede adoptar el Estado para asumir un proceso de justicia transicional no está dado en el 
ámbito de la participación política, sino en el respeto y garantía de otros derechos humanos 
distintos a los políticos, marco dentro del cual se encuentran definidos los derechos de la víctimas 
de graves violaciones. 
Esta es una posición que se extrae del análisis sistemático de los principales instrumentos 
internacionales que se refieren a los derechos políticos. En este sentido, tanto las normas de 
derechos humanos como la jurisprudencia internacional en la materia han confirmado que existe 
un amplio margen de discrecionalidad de los Estados para la definición de sus sistemas 
electorales y los tratados lo que hacen justamente es limitar las restricciones que pueden 
imponerse a los derechos políticos, pero no crean ninguna restricción obligatoria a la 
participación política. 
 
     No obstante, el panorama del actual proceso de paz, muestra que tanto gremios políticos,  
como alguna parte de la sociedad, consideran que  una  prerrogativa política a los excombatientes 
choca flagrantemente con las demandas de justicia para las víctimas y las exigencias de justicia 
que al respecto  plantean los estándares internacionales, puesto que muchas conductas delictivas, 
que no propiamente consideran como delitos políticos,  pueden ser objeto de indultos y amnistías 
por parte del gobierno, o de cualquier otra política que el gobierno considere pertinente.  
 
     Lo anterior, quizá porque, si bien en los procesos de  Justicia Transicional   se tiende a la 
implementación de instrumentos políticos y jurídicos para promover la desmovilización de los 
grupos alzados en armas, tales como las amnistías o la flexibilización de la justicia, donde las 
rebajas punitivas  juegan un papel trascendental para incentivar la dejación de armas, tales 
prerrogativas no deben desbordarse al punto de desconocer los derechos de las víctimas a la 
verdad, reparación, la justicia, y a las garantáis de no repartición,  tal como ocurrió con la 
implementación de la Ley de Justicia y Paz (Ley 975 de 2005), que otorgó una serie de 
prorrogativas punitivas a los paramilitares y que incluso terminaron siendo indultados, cuando de 
manera alguna podían considerarse como delincuentes políticos, desconociendo con ello el 
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Estado, el marco normativo del  Derecho Internacional de los Derechos Humanos, que está 
íntimamente relacionado a los procesos transicionales21.  
     
 En el actual contexto, el gobierno plantea que los acuerdos de paz respetan los compromisos de 
Colombia frente al Estatuto de Roma y la Corte Penal Internacional,  pues asegura que  las  
víctimas son el centro del proceso, de ahí que se establezca el compromiso  de  llegar a obtener la 
paz con un “máximo de justicia”. Sin embargo, precisa que en los diálogos de paz, las partes no 
se enfocaron   en  negociar el intercambio de impunidades  y que los derechos de las víctimas del 
conflicto no son negociables (Archivo de la Presidencia agosto 2014-Diciembre 2015). 
 
     Así las cosas, desde el plano internacional no se observa ningún obstáculo o limite a la 
participación política a favor de excombatientes, diferente a la materialización de un acuerdo que 
propenda por los derechos de las víctimas; y es que negar esta facultad resulta contraproducente 
e ilógico, en el entendido de que el conflicto interno en Colombia justamente nació porque no 















                                                          
21 Cfr. Corte Suprema de Justicia,  Sentencia segunda instancia del 11 de julio de 2007 (C/. Orlando César Caballero 




CONCLUSIONES GENERALES  
 
   El estudio realizado sobre la participación política en nuestro país,  permite concluir en primer 
lugar que la lucha por acceder al poder político, desde el surgimiento de los  partidos políticos  
tradicionales, presentó grandes controversias. Ello, fruto de marcados y divergentes  puntos de 
vista en torno a la dirección que debía tomar el país; aspecto que facilitó la imposición de los 
intereses de la clase dominante representada en los partidos liberal y conservador, sobre los del 
resto de la sociedad colombiana, quien  en definitiva fue la más afectada con los episodios de 
violencia que la confrontación bipartidista desencadenó a lo largo de la historia.  
 
 
     La aludida imposición de la clase dominante tuvo su mayor expresión en el año 1958 con la 
implementación del denominado “Frente Nacional”, figura que pretendió enmascarar la solución 
a los episodios de violencia que de tiempo atrás se habían gestado, debido a la inconformidad de 
la sociedad con  los gobernantes de turno y sus políticas de represión y exclusión, y aunque 
algunos autores consideran que esta figura no significó la exclusión total de la oposición, se 
puede apreciar, que en todo caso, durante el periodo que subsistió el Frente Nacional,  el poder 
político únicamente estuvo representado por presidentes del partido liberal o conservador.  
 
Así, el Frente Nacional, entre otros factores, también motivó el levantamiento de los grupos 
guerrilleros en Colombia, entre ellos las FARC-EP, de ahí que los proceso de paz que se 
adelanten con los grupos insurgentes traigan consigo el obligatorio componente de garantizar la 
participación política de aquellos que decidieron emprender la lucha contra el régimen 
Institucional  que consideraban injusto.  
 
    Por otro lado, el  recorrido investigativo realizado, nos permite establecer en segundo lugar 
que, los  gobiernos de turno constantemente  han intentado erradicar a la guerrilla de las FARC 
EP, ya sea por la vía militar o mediante el dialogó, tal  como ocurrió con el acuerdo de la Uribe 
logrado en 1984 entre dicha agrupación y el gobierno del ex presidente  Betancur; y  
posteriormente con los diálogos de paz intentados en  año 1998,  por parte del gobierno del Ex 
presidente Pastrana, sin declarar previamente el cese bilateral  al fuego. No obstante, ninguno de 
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ellos arrojó un resultado positivo para la paz, debido al incumplimiento de las partes, y contrario 
a lo esperado, contribuyeron a agudizar el conflicto armado interno.   
 
Dichas experiencias enseñan, por una parte, que los acuerdos logrados tras un proceso de dialogo 
deben respetarse, pues son la manifestación de la voluntad de los legítimamente habilitados para 
ello, y por otra, que no es posible adelantar un proceso de dialogo o continuar en el sin un  cese 
bilateral al fuego.  
 
Del proceso de paz adelantado en 1984, se  resalta el surgimiento de la  Unión Patriótica como 
partido político, acontecimiento que  constituyó la oportunidad  efímera  para que las  FARC EP,  
participaran en política. Ello por cuanto,  los sectores del poder político imperante,   no 
encontraron  favorable  que los grupos de Izquierda entraran  por la pugna del poder político, lo 
que los condujo a estropear toda posibilidad al respecto, incluso incurriendo a prácticas punibles, 
como el exterminio sistemático y selectivo  de los militantes de la Unión Patriótica,   el cual no 
solo estaba conformado por representantes de las FARC-EP, sino por miembros del partido 
Comunista Colombiano PCC, de los movimientos democráticos de izquierda, de activistas 
políticos, de estudiantes y en general por gran parte de la sociedad  colombiana, que encontraron 
en aquel partido, el espació legitimo para el ejercicio de la política como fuerza opositora a la  
clasista y excluyente tradición política  del país. 
 
    Tan reprochable acontecimiento, enseña al actual proceso de paz, que no solo se debe permitir 
la participación política de los desmovilizados de las FARC EP,  sino además fortalecer  las 
garantías de seguridad  para el  partido político que eventualmente conformen, lo cual resulta 
relevante para sacar avante su proyecto político y de contera contribuye a evitar los posibles 
episodios de violencia del pasado.  
 
     La nefasta persecución contra la Unión Patriótica,  no truncó las esperanzas de conseguir la 
paz en Colombia y por el contrario, alentó a muchos detractores de la violencia a seguir 
intentando la búsqueda del tal anhelado objetivo, mismo que se lograría con integrantes de la 
guerrilla del M-19, a quienes, una vez desmovilizados,  se les abrió un espacio en la política, 
aunque algunos de ellos fueron asesinados por la intolerancia de  ciertos actores radicales del 
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conflicto armado. De ahí que, la desmovilización de dicho grupo guerrillero y su  posterior 
participación  tanto en la Asamblea Nacional Constituyente, como en  las componendas 
electorales de los años noventa,  constituye uno de los  antecedentes más grandes en materia de 
reintegración y participación política pos acuerdo.  
     Ahora, respecto al actual proceso de Paz, observamos que las decisiones políticas adoptadas  
por el gobierno del presidente Santos, respeto a la implementación de los distintos instrumentos 
de la Justicia Transicional, entre ellos la el marco jurídico para la paz, así como  la medidas de 
amnistía que se pretenden aplicar a los desmovilizados de las FARC EP, además de la 
implementación del  plebiscito para  efectos de  refrendar el acuerdo de paz, el que no era 
jurídicamente necesario,  permiten concluir que el proceso de paz más que ser un asunto de tipo 
jurídico, lo es de carácter político, donde se encuentran en tensión los valores de la paz y la 
justicia. 
 
    No se puede negar que la amnistía y el indulto son figuras que pueden aplicarse como 
instrumentos de la justicia transicional  y contribuyen a la desmovilización de los grupos 
guerrilleros en el marco de un proceso de paz y de contera facilitan  que los excombatientes 
puedan participar en el escenario político, sin embargo es necesario buscar un equilibro entre 




     De igual manera,  es contundente que el  reconocimiento del conflicto armado interno en 
Colombia,  permite atribuir a la guerrilla de las FARC EP una  doble connotación; armada y 
política;  y por ende considerarlos como actores capaces de participar en un dialogo conjunto 
para buscar una salida política al conflicto. De ahí la importancia de sustraer el apelativo de 
terroristas a los grupos insurgentes, pues una afirmación en tal sentido solo justificaría la 
intervención armada y por ende la prolongación del conflicto, más no el consenso mediante el 
dialogo de un proceso de paz.  
 
   Por ello,  en el actual contexto del proceso de paz, el concepto de delito político cobra especial 
relevancia  para habilitar  la participación política de excombatientes, y en esa medida se  
impone el reto de replantear  la noción de dicha figura,  pues esta, es  sin lugar a dudas, la 
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bandera que tiene el gobierno para negociar con las FARC,  en la medida que  de ella emerge el 
reconocimiento moral y político del enemigo alzado en armas,  que  justifica la posibilidad de 
otorgarle a los desmovilizados del  grupo guerrillero, un espacio en el contexto político que 
aflora en nuestra nación. 
 
    Así, la participación política de excombatientes, supone retos como;   la aceptación de la 
ciudadanía  para el ejercicio político de los desmovilizados, la protección del Estado y las 
garantías de seguridad a la oposición;  y superar el  estigma social que pesa contra los grupos 
guerrilleros,  para que de esa forma, como sociedad contribuyamos a fomentar la  cultura de paz 
y no del odio y la intolerancia  hacia el pensamiento político diferente.   
 
     Finalmente,  debemos anotar que  mientras las medidas adoptadas dentro del marco de justicia 
transicional implementadas en el actual proceso de paz, no vulneren derechos de las víctimas a la 
verdad y la justicia, en el marco internacional no existe obstáculo para que se pueda conceder a 
los excombatientes  la posibilidad de participar en política, pues ésta se encuentra garantizada en 




















    El presente trabajo de investigación abre las puertas para que en futuras oportunidades y ante 
un eventual acuerdo de paz con el ELN, se puedan implementar acciones que faciliten la 
participación política de miembros de grupos guerrilleros que deseen reinsertarse.  
 
     De esta investigación también se desprende la necesidad que tienen el Estado para difundir en 
las universidades y los colegios, la cultura de paz, misma que se debe lograr tras un acuerdo 
nacional en el cual se permita a todas las personas participar en política de manera directa para 
así evitar en futuras oportunidades, tomen el poder a través de las armas. 
 
      La participación política no es el único escollo que existente en negociaciones de paz pero si 
resulta ser el más importante pues sin este los demás puntos de negociación no podrían llevarse 
adelante, por eso este trabajo invita a que desde una perspectiva social, económica, política y 
cultural se busquen medidas para que el pueblo colombiano acepte que miembros de la guerrilla 
puedan ejercer como gobernantes situación que enriquecería el debate político. 
 
     Ahora bien, a lo largo de este trabajo se puede observar que no existen posturas definidas 
respecto a la concesión de indultos o amnistías, así que resulta necesario y pertinente una 
investigación que aclare las circunstancias en las que estos conceptos pueden ser aplicados 
definiendo de alguna manera en qué sentido delitos comunes pueden ser conexos a los delitos 
políticos. 
 
     Por último llama la atención que ante un eventual salida política del conflicto armado, el 
pueblo colombiano se haya opuesto al acuerdo celebrado entre el gobierno y las FARC-EP entre 
otras razones porque no consideraban aceptable que guerrilleros estuvieran en el escenario del 
poder político, sin embargo debería estudiarse hasta qué punto los miembros de la comunidad 
estarían dispuesto a conceder garantías como la participación política a los miembros de los 




Finalmente, es preciso señalar que el estudio presentado se limita dentro del proceso de 
negociación iniciado entre el Gobierno Colombiano y las FARC que se hizo público desde el año 
2012, y que ha surtido múltiples etapas. De igual manera, cabe señalar que en la muestra no se 
contemplan las particularidades de otros procesos de paz como el que se ha hecho público en las 
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